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Buenos Aires, abril 15 de 1901. 

Al señor Ministro de Justicia é Insti^ucción Pública, doctor 
don Osvaldo Magnasco. 

Señor Ministro : 

Tengo el honor de elevar á V. E. el informe que se sirvió 
pedirme acerca de la comprobación de la reincidencia. El en- 
cargo recibido de V. E. áraíz de mi opúsculo : La reinciden- 
cia y el sistema antropométrico (1), me dejaba absoluta 
libertad de criterio para el estudio de aquella importantísima 
cuestión, debiendo tan sólo exponer con la detención indis- 
pensable los fundamentos de mis conclusiones, y formular és- 
tas de manera á poder servir de base al P. E. para presentar 
al H. Congreso un proyecto de ley que determine y regla- 
mente la materia. He usado, pues, de esa independencia de 
apreciación, y expongo á V. E. en este informe las observa- 
ciones que me ha sugerido la práctica de la magistratura, y el 
resultado del estudio de esta cuestión en las legislaciones y en 
los tratadistas extranjeros y nacionales, expresando al termi- 

(1) B. A., 1900. 1 folleto de 33 páginas : se publicó en Recista Jurídica y 
de Ciencias Sociales. Conf . E. Q. : Reincidencia. ¿ Cuál es su concepto en 
el derecho penal argentino f Estudio de la ley número 3335, (en revista El 
Derecho, I, número 8). 
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nar mi personal manera de encarar la solución del problema 
y los medios adecuados para ello. V. E. aquilatará lo que, 
según el criterio del P. E. , deba aceptarse y lo que corresponda 
desechar, si es que, á su juicio, este informe presenta algunos 
elementos utilizables para que el Superior Gobierno se re- 
suelva á gestionar la sanción de una ley de la materia. 
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IMPORTANCIA DE LA CUESTIÓN 

Desde los tiempos más remotos la sociedad ha establecido 
una diferencia sensible entre los que delinquen por primera 
vez y los que vuelven nuevamente á delinquir, considerando 
con severidad en aumento á los que han repetido dos, tres ó 
más veces las delincuencias por las cuales han sido juzgados y 
condenados. Este hecho histórico lo reconocen hasta los mis- 
mos principistas contrarios al sistema de considerar la rein- 
cidencia como circunstancia agravante. « La mala conducta 
del culpable, circunstancia no concomitante con el delito, 
atrae sobre su cabeza una pena más grave. La regla es univer- 
sal : domina en los pueblos primitivos de que nos hablan He- 
rodoto y Tácito, reina en la culta Grecia y en la poderosaRoma, 
recrudece en los siglos medios, y se escribe en los moder- 
nos códigos de Europa y América » (1). La máxima del de- 
recho romano : malitia crescente debet augeri pcena (2), ha 
influido visiblemente en el derecho penal positivo. Los prác- 

(1) A. Groizard y Gómez de la Serna, El Código Penal de Í870, con- 
cordado y comentado, (Salamanca. 1895), I, 439. 

(2) En el Digesto y en las Pandectas son numerosas las leyes relativas á 
la reincidencia. Conf.L. 28, § 3, Dio. depcenis; L. 1, Dio. de Jure patrona^ 
tus; L. 3, §9, de re militari ; L. 3, Cod. de episcop. audientia; L. 8, § 1, Cod 
ad leg. Jul. de oL 
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ticos déla Edad Media insistían en la consuetudo delinquen- 
di, y Farinacio distinguia el número de reincidencias. La 
famosa lex Carolina, dictada por Carlos V, llegaba hasta 
aplicar la pena de muerte á la tercera reincidencia. Los edic- 
tos ingleses de Enrique VIII eran igualmente severos. Las 
ordenanzas francesas de 1670 estaban concebidas en el mismo 
espíritu. El mismo derecho canónico señalaba penas gravísi- 
mas contra los reincidentes. Las Partidas de la madre patria 
llegaban hasta autorizar la pena capital en casos semejantes (1). 
En la época moderna, los códigos no han sido menos severos : 
el francés de 1810 (2) sanciona, al respecto^ hasta la pena de 
muerte ; que mantiene la reforma de 1832 (3) y aún la recien- 
tisima de 1891 (4). Todos los códigos posteriores reprimen 
con penas severas la reincidencia : tanto los códigos hoy abro- 
gados (5) como los que se encuentran en vigencia (6). « El 
problema de la reincidencia se ha vuelto fundamental ; la lu- 
cha contra los reincidentes es uno de los propósitos esenciales 
de los códigos, pues la justicia castiga en la esperanza de evi- 
tar las recaídas : el aumento de cifras de éstas es, sin embargo, 
un indicio de la poca eficacia de las condenaciones y de las 
penas » (7). De ahí que, en la época novísima, sea menester 

(1) Part. VII, tit. 14, ley 18. 

(2) Artículos 56, 57 y 58. ídem ; Código de 1791, tit. 2, artículo 1. 

(3) Artículos 56 á 58 cit. 

(4) Ley de marzo 26 de 1891, sobre relegación de reincidentes.. 

(5) Así, los de Ñapóles, artículo 37; Cerdeña, artículo 118; Prusia, tit. 5, 
§58; Baviera, artículo 111; las legislaciones de Suecia, Noruega y Dina- 
marca (conf. Angelot, Sommaire des législattons du Nord) ; el famoso de 
Luisiana, artículos 52 y 53. 

(6) Así, en Europa, además del francés, los de Austria, artículo 37; Por- 
tugal, art. 19 (conf. ley de abril 21 de 1892 sobre reincidencia) ; Suecia, cap. 
4, § 11 ; Bélgica, artículos 54 á 57; Italia, artículos 118 á 128; España : el de 
1850, artículos 10 y 136, el de 1870, artículo 10 ; etc. ; en América, los del 
Brasil, artículo 16; Argentina, artículo 84, inc. 19 y 20; etc. 

(7) A. Prins, Science pénale et droit posiít/* (Bruxeíles, 1899), p. 297. 
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recurrir á la sanción de leyes especiales para la reprensión de 
la reincidencia (1). 

En presencia de esta elocuente uniformidad del derecho po- 
sitivo, es inoficioso analizar las disquisiciones doctrinarias de 
los tratadistas, que impugnan ó que defienden el concepto de 
la reincidencia, restringiendo ó ampliando sus condiciones, 
sus efectos y su duración. Esas divergencias provienen de los 
variados sistemas filosóficos en que se quiere cimentar el de- 
recho penal ; pero, desgraciadamente, son tan abrumadoras 
las estadísticas criminales, que no se vislumbra la posibilidad 
de mitigar siquiera la legislación de excepción relativa á los 
profesionales del delito. Malgrado los serios inconvenientes 
conque, hasta ahora, tropieza una fidedigna estadística inter- 
nacional de la criminalidad (2), puede afirmarse que la pro- 
porción de la reincidencia, en Europa, es nada menos que un 



(1) En Francia, la ley Bérenger : marzo 26 de 1891; en Portugal, la de 
abril 21 de 1892 ; entre nosotros, la de octubre 19 de 1895. 

(2) Los obstáculos principales provienen de las diferencias de la califica- 
ción penal en los distintos códigos ; de la diversidad de, las legislaciones 
procesales; y de la organización caprichosa de las estadísticas nacionales. 
Esta cuestión, entre nosotros, reviste suma importancia, porque carecemos 
del todo en todo de una estadística criminal seria. En Europa, por otra 
parte, se está todavía en el período de ensayo : la más antigua es- 
tadística penal, regular y metódica, es la de Francia (1825), siguen Sue- 
cia (1831), Bélgica (1833), Países Bajos (1847), Austria (1850), Ingla- 
terra (1857), Rusia (1872), Italia (1880) y Alemania (1882). Los congresos 
internacionales de estadística han tratado de uniformar aquellas, para 
apreciar el estado y desarrollo de la criminalidad en cada país : Que- 
TELET lo propuso CU cl congreso de Bruselas (1853), en el de Budapest, 
(1876) pareció próxima la solución, pero aún se trabaja infructuosamente 
en ese sentido. Conf. Bulletín de Vlnstltut International de Statís- 
tíque; en el t. III, informe de Ivehnés, y monografía de Starke : Die 
wichtigsten Elemente der Criminalstatistik ; t. IV, segundo informe de 
IvERNÉs, memoria de Bodio y estudio sinóptico de Würzburger; t. VI, in- 
forme de Bodio, y monografía de Bosco : Lo studio della delinquenza e la 
classiñcazione del reati nella stattstíca pénale. 
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36 por ciento, según los estudios más recientes (1). Esa cifra, 
sin embargo, es visiblemente inferior á la realidad, porque 
no toma en cuenta toda clase de reincidencia, sino que se atie- 
ne á los delitos más graves, aquellos que implican penas aflic- 
tivas ó infamantes : clasificación arbitraria, porque lo que la 
sociedad necesita conocer es el coeficiente de los profesionales 
del delito, bajo cualesquiera de sus formas ó manifestaciones, 
ya que constituyen un verdadero peligro social contra el cual 
es menester arbitrar medios de defensa y represión. 

Ese es^ efectivamente, el fundamento positivo sobre el cual 
reposa la legislación déla reincidencia. La delincuencia rein- 
cidente es un gravísimo estado patológico de la sociedad, y es 
indispensable combatirlo basado en el apotegma : salus po- 
puli, suprerha lex est. No se trata, pues^ de computar el 
delito anterior, ya juzgado, violando así el principio del non 

(1) Sacheh, Der Rtick/all. Eine krímínalpolitísche und dogmatische 
Untersuchung (Berlín, 1892), pág. 27. Couf. la crítica de la estadística de la 
reincideacia en Lucchini : Le droit penal et les noucelles théorles (Paris» 
1892), pág. 132. No es posible insinuar siquiera una cifra para la reincidencia 
en la Argentina : nuestros censos nada dicen sobre el particular. O. Pinero : 
Reforma de la legislación criminal (Buenos Aires, 1900), observaba al res- 
pecto que en Francia, « desde 1826 hasta 1879, la proporción de reincidentes 
sobre 100 procesados ha duplicado próximamente, y desde 1850 hasta 1879 
ha aumentado en más de un tercio, siendo la cifra media de la reincidencia, 
en este último período, de un 32 Vo para toda la Francia. Un fenómeno 
análogo presenta la criminalidad en Italia : desde 1875 á 1878 los reincidentes 
condenados por los tribunales correccionales aumentan de 17,3 '/o á 23 %; 
los reincidentes criminales en 1876 constituían el 10,5 Vo» aumentaban el 13 7» 
en 1878 y llegaban al 21,5 "/o en 1880. En fin, desde 1870 á 1879, mientras el 
número de los condenados por primera vez crecía de 100 á 121 Vo» el de los 
reincidentes ingresados en las cárceles aumentaba de 100 á 176 Vo ^>. Y agre- 
gaba : « Los datos de las estadísticas criminales están ahí dem'ostrando que 
existen para cada categoría de delitos los delincuentes profesionales, es decir, 
los individuos empedernidos en el crimen, que hacen de él un modo ó un me- 
dio cómodo de vida. Revelan que la reincidencia tiende á pronunciarse cada 
vez más, destacándose principalmente en la delincuencia de las grandes 
ciudades, allí donde el delito encuentra un campo de aplicación más vasto y 
fecundo, y donde el hacinamiento humano permite que multitud de accio- 
nes delictuosas permanezcan ignoradas ». 
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bis in Ídem, como lo afirmaba Carnot (1) ; no se castiga el 
exceso de perversidad ó sea el grado de inmoralidad del de- 
lincuente, como lo sostiene Tissot (2) ; no es exclusivamente 
el hábito de delinquir lo que arma el brazo de la ley, como 
critica Groizard (3) ; ni el hecho de constituir una culpabili- 
dad especial, como lo pretende Rossi (4); ó la demostración 
de que se trata de un agente más peligroso, como lo dicen 
Chauveau y Helie (5) ; ni tampoco es la ineficacia del primer 
castigo, como lo censura Gesterling (6) ; ni menos por el au- 
mento de la pública alarma, como sostiene Faranda (7). No. 
Es simplemente una disposición del derecho positivo que tien- 
de á extirpar un mal social : es una modalidad que se esta- 
blece inequívocamente como agravante de la penalidad ordi- 
naria, que la experiencia demuestra ser insuficiente para los 
seres que se dedican á agredir el orden establecido, convir- 
tiéndose en profesionales del delito y colocándose, por ende, 
fuera de la organización social (8). Es la extirpación de un 
verdadero cáncer social : método no del todo eficaz, porque se 



(1) Carnot, Commentaire du Code Pénala I, 162. 

(2) Tissot, Le droit penal étudié dans ses principes (Paris, 1879), 1, 145, 

(3) O/), cit. I, 435. 

(4) Rossi, Traite de dr^oit penal, JII, 114. 

(5) Chaveau Adolphe etFaustin Hélir, Théorie du Code Penal (Paris, 
1887), I, 326. 

(6) Gesterling, apud Carrara : conf. injra. 

(7) Faranda, Osseroazioni suoi nuoüi progetti di Códice Pénale italiano. 
También sostiene lo mismo Pacheco, El Código Penal concordado y comen- 
tado (Madrid, 1856), I, 239. 

(8) Carrara, Programma del corso di diritto criminale (Firenze, 1897), 
II, 167, sostiene esa doctrina, pero basado en la insuficiencia de la pena. 
Tissot, Op, cit , reconoce la legitimidad de esa aplicación del derecho de 
defensa social. Haus, Principes générauoí du droit penal belge (Gand, 1874 ;, 
II, 142, se inclina ante la doctrina del peligro social. Eso fué también el fun- 
damento de la reforma penal en dicho país: conf. Nypels, Commentaire et 
complément du Code Penal belge (Bruxelles, 1872), I, 94. 
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arriesga multiplicar el mal, pero todavía no se ha llegado á 
encontrar el remedio infalible para tan gravísima enfermedad. 
De ahí, pues, que todas las legislaciones existentes conside- 
ren á la reincidencia como una circunstancia agravante, más 
ó menos lata, según el criterio de cada pueblo ó su estado 
social. 

§1 

Caracteres de la reincidencia 

Precisalnente en la diferencia de las condiciones sociales 
de cada nación estriba la diversa manera de encarar la 
cuestión de la reincidencia. Los códigos divergen al respec- 
to, según sea en cada país mayor ó menor el peligro social 
procedente de los que reinciden en cualquier género de 
delitos ó en determinadas clases de los mismos : lo cual se 
liga íntimamente con las costumbres locales, la homoge- 
neidad de la población, y la mayor ó menor rigidez en las 
ideas predominantes. Por ello tampoco es uniforme el con- 
cepto de la reincidencia: no es la repetición simple de 
infracciones á la ley penal, sino que requiere un juzgamiento 
anterior, que unos consideran suficiente y que otros exigen 
sea complementado por el cumplimiento de la pena; consi- 
deran unos códigos más temible al que repite exactamente 
el mismo delito, y otros, al que repite cualquier clase de 
delitos, siempre que sea análoga, mientras que no pocos 
prescinden del delito cometido y atienden sólo á la clase de 
penalidad impuesta. 

De este punto de vista, las legislaciones penales pueden 
: basificarse en los siguientes grupos : 

a) Reincidencia absoluta^ ó sea repetición de infracciones 
penales, en su sentido más lato, prescindiendo de su clase y 
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penalidad, y de que se trate de leyes generales, especiales ó 
de fuero (1); 

b) Reincidencia general, que dependa de existir condena- 
ción por un crimen ó delito cualquiera, sin tener en cuenta 
la penalidad (2) ; 

c) Reincidencia genérica, representada por condenaciones 
apenas ¡guales ó mayores, excluyendo las menores, y sin 
tener en cuenta la clase del delito (3) ; 

d) Reincidencia especi/ica,exigiendo que la repetición sea 
del mismo delito ó de otro de la misma especie (4) ; 

e) Reincidencia pamicular, cuando se requiere excluyen- 
tementeque la repetición se refiera al mismísimo delito (5); 

fj Reincidencia limitada, que sólo se aplica á los delitos 
taxativamente determinados por la ley (6). 

(1) El Código portugués, art. 19; inc. 19, admite « la frecuencia de los crí- 
menes de la misma naturaleza», y en su inc. 20 se refiere lacónicamente á 
«la reincidencia». Sin embargo, no tiene la latitud ut supra. 

(2) Código italiano, art. 118: es quizás el concepto más «científico» de la 
I eincidencia. El Código sueco, cap. 4, § 11 y 12 se refiere en general al 
«estado de reincidencia», pero exige que se haya sufrido «la pena pronun- 
ciada por la primera infracción », sin clasificar ésta ni la penalidad. 

(3) Código francés, art. 56 : la regla de criterio es « haber sido condenado 
á una pena aflictiva ó infamante». En materia correccional, la reforma de 
1891 sigue la doctrina d. El antiguo Código napolitano, art. 78, exigía la 
comisión de «un crimen anterior», representado por «una pena cuya eje- 
cución legal sea procedente », lo que incluía las penas menores á la aplicable 
en el caso nuevo. Código belga, art. 54 y 56. 

(4) Es la doctrina seguida por los códigos alemanes, anteriores á la unifi- 
cación : principalmente los de Baviera, Darmstadt y Badén. Código español, 
art. 10, inc. 18, exige estar «ejecutivamente condenado por otro comprendido 
en el mismo título de este Código», sin precisar que debe ser anterior el 
delito, pues se atiene sólo al juzgamiento. Esta doctrina ha sido seguida por el 
Código uruguayo, art. 19, inc. 15. Código brasilero, art. 16, inc. 3, dice: «de- 
lito de la misma naturaleza», repitiendo las palabras del Código de Luisiana. 

(5) Código de Prusia, tít. 5, § 8. El de Dinamarca exige que « sea idén- 
tico al primero. » 

(6) Código imperial de Alemania (que ha abrogado todos los parciales) 
art. 244, 250, 256, 261 y 264: casos de robo, estafas y encubrimientos. 
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Se ve, pues, que todos los códigos fijan condiciones más 
ó menos latas á la reincidencia (1) ; pero aún los más amplios 
se refieren siempre á sus prescripciones y sólo restrictiva- 
mente á las leyes penales especiales (2) : así, las condenacio- 
nes por delitos comunes, juzgados por tribunales militares 
en virtud del fuero del delincuente, sirven á las veces para la 
reincidencia común, pero estimando la penalidad con arreglo al 
delito ordinario; y se deja á las infracciones especiales : leyes 
aduaneras, postales y de carácter análogo, constituir reinci- 
dencias también especiales, pero sin influencia sobre las 
propiamente penales. Sin embargo, para la sociedad no deja 
de tener un gran interés la comprobación de la reincidencia 
lata, como antecedente de cada procesado y como índice de 
las inclinaciones de la población (3); siendo asi que, en la 

(1) Salvo el caso de las naciones que no han codificado aún su legislación. 
Así, en Inglaterra, la reincidencia sirve de agravante á la pena : el Preoious 
Conüiction AcU 1836 (6 y 7, W. 4, c. 111) así lo establecía, modificando la 
deportación ordenada por el Criminal law Act^ 1827 (T y 8, G. 11, c. 28) ; el 
Larceny Act, 1861 (24 y 25, Vict., c. 96) y el Coinage qffences Act, 1861 (24 
y 25, Vict., c. 99) la determinaban en los delitos de robo y falsificación de 
moneda; el Penal Seroitude Act^ 1864 (27 y 28, Vict., c. 47) reglamenta el 
cumplimiento de la penalidad ; el Preoention of Crimes Act, 1871 (34 y 35, 
Vict., c. 112) la amplía, diciendo que «cualquier condenación anterior en 
cualquier parte del Reino Unido, puede hacerse valer contra un procesado 
en un lugar dado ». La reincidencia es, pues, lata ; y se castiga según su 
naturaleza y la clase del nuevo crimen ó delito : con aumento de pena, ó 
con adición de otra suplementaria (trabajos forzados en caso de prisión), ó 
con azotes (si el reincidente es menor); quedando el reincidente, una vez 
cumplida la pena, sometido á la vigilancia policial. Conf. Archbold's 
Pleading^ eoidence and practice in criminal cases (London 1900), pág. 1239. 

(2) Zanardelli, Relazione ministeriale, resume el estado de la codifica- 
ción sobre el particular. 

(3) La legislación penal tiene á veces que erigir en delitos, simples inclina- 
ciones viciosas de la población : así, el artículo 99 de nuestro Código, castiga 
severamente el simple hecho de disparar un arma de fuego contra otro, aún 
cuando no se haya dado en el blanco. Pero lo hace tan sólo en razón de la 
costumbre de nuestra población de cargar armas y usarlas á la menor dis- 
cusión... Si existiera establecida la reincidencia lata, y su apreciación 
librada al criterio del juez. — sea para considerarla improcedente, ó más ó 



! 
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inmensa raayoria de los casos, los hombres que acostumbran 
delinquir repetidas veces, aun cuando sólo sea cometiendo 
contravenciones leves ó delitos de menor cuantía, llegan 
fácilmente á la perpetración de los crímenes más graves : las 
condenaciones que hayan sufrido por infracciones menores 
no deben, pues, pasar desapercibidas á los ojos de la ley, 
porque existe una diferencia jurídica apreciable entre el que 
por vez primera delinque y el que ya ha pasado por la cárcel 
y los tribunales (1), 

Las legislaciones penales no sólo se diferencian en cuanto 
á las condiciones de la reincidencia : varían en el castigo de 
las mismas. Á este respecto, se dividen en los grupos si- 
guientes : 

a) Se impone obligatoriamente el aumento de la penalidad 
en un grado (2) ; 

b) Se aumenta la penalidad con penas accesorias (3) ; 

menos agravante, — es indudable que las condenaciones anteriores que hu- 
biere sufrido por « portación de armas » (simple contravención policial) 
el procesado por delito de disparar arma de fuego, no dejarían de tener su 
importancia para apreciar su culpabilidad. 

(1) Por eso en Francia existe la institución del Casier judiciaire : ley de 
agosto 5 de 1889 y decreto reglamentario de diciembre 12 de 1899. Conf. A. 
Berlet, Commentaire théorique et pratique sur le casier judiciaire (Paris 
1900). Sostiene la doctrina del texto : Starke, Die wichtigsten Elemente der 
Crimina Istatistik (op. cit. 90), y recomiéndala adopción del sistema délos 
caaiers fudiciaires: «en Prusia ese sistema ha sido adoptado desde 1881 y 
sus benéficos efectos se comprueban cada año más : no sucede ahora que 
escapen á los jueces muchas condenaciones que antes se ignoraban». 

(2) Código francés, art. 56 : llega basta admitir la pena de muerte. En lo 
correccional, la reforma de 1891 adopta la doctrina c. Código napolitano, 
art. 79, mantenía el aumento de grado hasta (da pena de ergastolo, excep- 
tuando siempre la de muerte». Código de Italia, art. 123: «aumento de uno 
ó dos grados, pero sin exceder del duplo de la pena que la ley establece ». 
Código belga, art. 56 : « una pena doble del máximum de la señalada por la 
ley al delito». Código de Luisiana : aumenta en una mitad más. Código de 
Holanda, en un tercio. 

(3) Código sueco, cap. 4, § 11: «la pena será agravada con reclusión soli- 
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c) Se deja facultad á los jueces para recorrer la escala de 
cada pena, hasta el máximun de la misma (1). 

Además, los códigos vigentes no están de acuerdo en la 
manera de computar la reincidencia, dividiéndose al respecto 
en dos grupos : 

a) El solo hecho déla repetición de las infracciones, sin 
tomar en cuenta el mayor ó menor tiempo que medie entre 
ellas (2); 

b) Por el establecimiento de periodos de tiempo, después 
de los cuales la nueva infracción no se considera reinciden- 
cia (3). 

Están, si, conformes los códigos y la jurisprudencia en 
reconocer que, para dicho cómputo, no puede invocarse 
gracia, indulto ó prescripción : sólo la amnistía borra la pena 
anterior (4). 

De esta rapidísima reseña « resulta claramente, — como lo 
dice con acierto Groizard (5), — que ni uno solo de los códigos 

taria en una estancia osbcura». La ley francesa de 1885 aplica la pena ac- 
cesoria de la relegación ; la ley argentina de 1895 fija lugar determinado 
para cumplir la pena. 

(1) Es la doctrina de los códigos que sólo consideran como agravante á la 
reincidencia. Así, el nuestro: art. 84, inc. 19 y 20. 

(2) Código francés, art. 25. En lo correccional, la reforma de 1891 sus- 
tenta la doctrina 6. Código italiano, art. 125: «aún en el caso de prescrip- 
ción declarada en favor del condenado ». 

(3) Conf. Lanfranc de Panthou, Les Codes /rangais compares atuü Co- 
dos de Géneoe, de Belgíque et d'Allemagne (París, 1878), pág. 204. Ley fran- 
cesa cit. : mayo 26 de 1891 . 

(4) Con todo, el movimiento reformista Berenger ha hecho introducir en 
la ley francesa de 1891 la prescripción liberatoria del estado de reincidencia 
legal, álos 5 años, que se cuentan desde la expiración de la pena cumplida 6 
graciada. Y la ley de rehabilitación : julio 11 de 1,900, establece un intervalo 
forzoso entre la rehabilitación y la nueva infracción, á fin de extinguir la 
reincidencia . 

(5) Op.cit.^l, 443. Ala misma conclusión arriba P. Fiore, Traite de droit 
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conviene con otroen la manera de apreciar la recaida en los 
delitos; en determinar la extensión de las reincidencias ; en 
fijar sus condiciones, ni en el modo de graduar las penas con 
que deben ser castigadas. Universalidad en la adopción de la 
regla : ¿ por qué ? Porque hay un interés apremiante de utili- 
dad común á todos en establecerlo. Falta completa de inte- 
ligencia en el modo de formularla, anarquía en su desenvol- 
vimiento: ¿porqué? Porque no descansa en ningún canon 
científico que haya impuesto á todos un comúa criterio, para 
sacar de ahí las mismas consecuencias inmediatas. » Pero 
puede darse por sentado que la tendencia positiva tiende á 
uniformar las legislaciones en este sentido (1) : 

a) Toda infracción anterioi\ juzgada definitivamente, y 
relativa á prescripciones del Código Penal, debe ser tomada 
en cuenta á los efectos de la reincidencia, prescindiendo de 
la clase del delito, de la penalidad y del tiempo; 

penal internaüonal (París, 1880). « Tanto en la doctrina como en la legisla- 
ción — dice — existe todavía disconformidad sobre el punto de saber cuáles 
son los elementos jurídicos que deberían constituir el hecho de la reinciden- 
cia. Según unos, bastaría la existencia de una condenación irrevocable. Se- 
gún otros, sería necesario haber sufrido íntegramente la pena. Igualmente 
se discute sobre la naturaleza del nuevo delito : si debe ó no ser de la misma 
especie que los precedentes. Además, esta materia presenta aún muchas otras 
cuestiones controvertidas.» Fiore, encentra de la opinión hoy predominante, 
pero con lógica evidente — encarando la reincidencia como un mal del que 
la sociedad debe defenderse — sostiene la aplicabilidad de los antecedentes 
extranjeros relativos á condenaciones del reincidente ; ya hoy, como me- 
dida policial precaucionan las naciones canjean las sentencias criminales y 
los antecedentes judiciales de los reincidentes. 

(1) Ortolan, Derecho Penaly números 522 á 528, observa : «la reinciden- 
cia es el hecho del que, después de una condenación irrevocable pronun- 
ciada contra él por infracción de la ley penal, comete otra nueva infracción. 
Las leyes positivas comienzan por la revisión de las reincidencias especia- 
les (del mismo delito) : es como de instinto el que sus penas se hayan 
agravado : es la infancia de la legalidad sobre este punto. Á medida que la 
ciencia penal se va formando y que la vista del legislador adquiere mayor 
extensión, llegan las previsiones y el reglamento penal sobre las reinciden- 
cias generales (de delitos diversos) ». 
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b) Debe considerarse la reincidencia como simple circuns- 
tancia agravante, dando latitud al tribunal para apreciarla 
como antecedente y aumentar asi la nueva pena, dentro de 
la escala correspondiente, sin poder exceder del respectivo 
máximum; 

c) Cuando las reincidencias pasen de un número determi- 
nado, variable según las condiciones de la criminalidad en 
cada país, la nueva pena será adicionada con la accesoria de 
relegación en paraje determinado (1) ; 

d) Para computar la reincidencia es indispensable que se 
trate de infracción cometida con posterioridad á condenaciones 
pasadas en autoridad de cosa juzgada, hayase ó no cumplido 
la pena, haya ó no intervenido gracia, indulto, rehabilitación 
ó prescripción. 

De esa manera queda en claro (2) : 

1® En cuanto á la condición de la reincidencia : que arranca 



(1) Legislación portuguesa : decreto de abril 21 de 1892 ; ley de julio 6 de 
1893; decreto de diciembre 15 de 1894. Ley francesa de 1885, cit. 

(2) Los tratadistas contrarios á la doctrina de la reincidencia celebran 
como un triunfo la legislación imperial alemana, que ha suprimido aquella 
circunstancia como agravante general. Sin embargo, debe notarse que el 
Código alemán sólo la circunscribe á los delitos contra la propiedad, elimi- 
nando asi momentáneamente las disquisiciones principistas sobre natura- 
leza, condiciones, etc., de la reincidencia, pero evitando que la ley pueda 
ser diversamente interpretada. Conf. F. v. Holtzendorff, Encyclopádie 
der Rechtscaissenscha/t (Leipzig, 1876), I, 504. Así, en los casos de robo, 
hurto, etc., la jurisprudencia alemana aplica la reincidencia : V relativa á 
delitos cometidos en época anterior, en cualquier parte del actual imperio, 
bajo códigos y reinos diversos ; 2* no sólo á los delitos anteriormente juzga- 
dos por los tribunales del crimen, sino por los de policía; 3' las tentativas y 
diversa participación en los delitos anteriores, también se incluyen. De 
modo que, circunscrita la reincidencia á una categoría especial de delin- 
cuencia, se considera amplia: toda infracción anterior de ese género. La 
razón es que la sociedad debe defenderse contra esa plaga, y, siempre que 
la compruebe, mostrarse inflexible. Conf. Clunet, Journal de droit'inter- 
national prioéy 1891, página 982. 

2 
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de una infracción cometida y juzgada con anterioridad, pero 
excluyendo las establecidas en leyes especiales ; que la con- 
denación debe haber sido definitiva, pero independiente de 
la acción del reo (rebelde, evadido, graciado, indultado ó 
rehabilitado) y del tiempo (prescripción) ; 

2^ En cuanto á sus efectos: que, estando graduada la pena- 
lidad, puede variar según las circunstancias atenuantes de 
cada caso, ó la clase de culpabilidad del reo (autor principal, 
cómplice, etc.); 

3** En cuanto ásu duración : que no debe estar sujeta á 
limite de tiempo, pudiendoser apreciada en más ó eumenos, 
pero sin establecer una pauta fija y obligatoria; 

4° En cuanto á su represión : que cuando, por el número 
de reincidencias se revela un delincuente « profesional », se 
agota la latitud del tribunal para recorrer la escala respectiva, 
y es necesario establecer una penalidad accesoria proporcio- 
nada al hecho que la motiva, ó sea la deportación, que aleja 
de los centros poblados á delincuentes semejantes y que no 
implica sino la residencia obligada en lugar determinado, sin 
privar de la libertad al relegado. 



La reincidencia en el derecho argentino 

Entre nosotros, hasta la sanción del Código Penal regía 
la vieja legislación española. Ésta sólo se ocupó de la rein- 
cidencia en los casos de hurto ó robo. Las Partidas (1) im- 
ponían, en esos casos, la pena de azotes, y, cuaAdo se trata- 
ba de « ladrón conocido», la de muerte. Las Recopiladas (2) 

(1) Part. VII, tít. 14, ley 18. 

(2) Nov. Rec, lib. XII, tít. 14, ley 1. 
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imponían la de azotes y la perpetua de galeras, por la prime- 
ra reincidencia. Habiendo caído ambas en desuso, fueron 
reemplazadas por la de arsenales (1); y, en el hecho, resulta- 
ron arbitrarias las penas en los casos de reincidencia (2). En 
cuanto á la segunda reincidencia, nada decían las leyes : los 
autores (3) calificaban entonces al delincuente de «ladrón 
famoso », y se le aplicaba la horca (4). 

Tejedor reaccionó contra esa doctrina draconiana, al re- 
dactar el Proyecto de Código Penal (5), que el Gobierno Na- 
cional — en virtud de la cláusula 11, artículo 67 déla Constitu- 
ciónNacional, que estableciólaunidad territorial de la legisla- 
ción, dejando sólo la organización de los tribunales á las ju- 
risdicciones locales — le encomendó ; y establece que, quien 
después de sufrir una pena, cometa nueva y voluntariamen- 
tCj dentro de los 10 años siguientes, un crimen de la misma 
especie, será considerado reincidente y castigado con una 
pena mayor que la legal de la primera infracción, aumentán- 
dola según los casos (6), 

La influencia ejercida por el Código de Baviera (7) y su 
comentario oficial , es evidente ; como lo es la de Chauveau 
y Helie (8), de cuya obra es simple extracto la nota del codi- 

(1) Pragmática de marzo 12 de 1771. 

(2) Nov. Reo., lib. XII, tít. 14, ley 6. 

(3) Ant. Gómez, III. 

(4) Alvarez, Instituciones de derecho real de España (adicionadas por 
Dalmacio Velez. Buenos Aires, 1834), pág. 502. 

(5) Tejedor, Proyecto de Código Penal para la República Argentina, 
(Buenos Aires, 1866). 

(6) Proyecto cit., art. 5, tít. 6, lib. II. 

(7) Art. 111. Entonces ese Código era considerado como la última palabra 
de la ciencia : databa de 1861. 

(8) Op. cit. Esa obra, que ejerció profunda influencia en el derecho penal 
á mediados del siglo pasado, se publicó de 1834 á 1842 : era igualmente con- 
siderada como la última palabra de la doctrina, entonces. 
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ficador. Conviene, pues, establecer con precisión cuál ha sido 
la doctrina aceptada por el codificador, para darse cuenta de 
la bondad de las modificaciones introducidas ó á introducirse. 

i. Así, á pesar de la letra de su artículo, la nota del codifi- 
cador interpreta que «sufrir una pena» no indica el hecho 
material de sufrirla, sino que basta el fallo. Tissot (1) habla 
ya dicho : « Si es indiferente para ser condenado como 
reincidente, haber sufrido por entero su pena, ó haberla 
sólo sufrido parcialmente, ó no haberla sufrido en absoluto, 
¿cómo puede argumentarse en favor de esa doctrina, moti- 
vando la agravación de la segunda pena en la insuficiencia 
de la primera ? ¿ cómo puede saberse que ésta ha sido insufi- 
ciente, puesto que no ha sido sufrida, ó que sólo lo ha sido en 
parte? A esto responde Tejedor, parafraseando á Chauveau 
y Helie : « Toda la legitimidad de la agravación penal reside 
en la advertencia que resulta de la primera condenación. 
¿Queprueba se tendría, sino existiese esa condenación, de que 
la primera pena había sido impotente para corregirlo? Sólo 
cuando la justicia ha agotado los medios de corrección, la 
advertencia y la disciplina de sus penas, tiene razón para de- 
clarar al condenado relapso, incorregible... Pero después de 
pronunciado el fallo, importa poco que se sufra enteramente 
la pena. » La falta de lógica es evidente. Con razón observó 
Groizard (2) : « Establecer que basta una anterior condena, 
que basta la recaída después de la sentencia, para considerar 
al culpable como reincidente, aunque en todo ó parte no haya 
cumplido la pena que le fué impuesta, y hacer consistir la 
justificación del aumento de castigo en la ineficacia de la 
primera pena para obtener la corrección, cuando esa pena no 

(1) Op, cit. Esa obra era conocida del codificador : fué publicada en 1859. 

(2) Op. c¿t„ I, 436. 
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ha sido sufrida aún en toda su extensión, envuelve una con- 
tradicción flagrante. . . » Y, sin embargo, al redactar Tejedor 
su Proyecto, existían en vigencia dos códigos penales céle- 
bres: el de Toscana (1) y el de Suecia (2), los cuales soste- 
nían lógicamente que la reincidencia procedía sólo después 
de « haber sufrido enteramente el culpable la pena pronun- 
ciada contra él, por la primera infracción ». Ya entonces ha- 
bíapublicado Carrara su famosa obra (3)^ comentando el pri- 
mero de esos códigos, y allí decía: «para ser reincidente no 
basta haber sido condenado otras veces, es necesario haber 
expiado enteramente la pena, porque no puede decirse que 
es de naturaleza ins ensible á un sufrimiento el que no ha ex- 
perimentado tal sufrimiento : limitar el odio á los reinciden- 
tes á ese caso preciso, es una necesidad lógica, y por lo tanto 
jurídica ». En aquella época, la mayor parte de las legislacio- 
nes positivas resolvían en ese sentido la cuestión (4), pero la 
reforma penal belga había refutado victoriosamente dicha 
tesis (5) : « Si la ley pronuncia contra el delincuente relapso 



(1) El Código de Toscana data de 1853. 

(2) El de Suecia entró en vigencia en 1864. Critica esa parte de la doc- 
rina : D'Olivecrona, Des causes de la récidioe et des moyens d'en restrein- 
dre ses effets (Paris, 1873). 

(3) El curso de derecho penal de Garuara, ó sea su famoso Programma 
cit., fué publicado en 1859 : ciertamente debió tenerlo presente el codifica- 
dor argentino. Más aún, el criminalista toscano había ya entonces publi- 
cado su monografía : Cenni sulla recidioa, donde sostiene por extenso su 
doctrina. Ésta la comparten sus traductores americanos: O. Bbeche y A. 
Gallegos : Programa del curso de derecho criminaly por el profesor F. Ca- 
rrara (San José de Costa Rica, 1889), I, 140. 

(4) Los códigos de Austria, Baviera, Sajonia, Brunswick, Hanover, Hesse 
y Oldenburg, exigían como condición de la reincidencia, que el delin- 
cuente hubiera sufrido toda ó parte de la pena. 

(5) Conf. el informe parlamentario, presentado en diciembre 14 de 1849 
siendo su redactor el notable criminalista Haus : es indudable que el codifi- 
cador argentino debió tener á la vista esa pieza, publicada en los Annales 
parlementaires de Bélgica, 1849-1850, pág. 1077. 
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una pena más grave, es porque lo presume más culpable y no 
porque lo considere siempre como incorregible; pues entonces 
debería en todos los casos, para ser consecuente, pronunciar 
contra ella reclusión ó detención perpetua, puesto que sabría 
de antemano que cualquier otra agravación de pena es im- 
potente. El individuo que, ya castigado con una condenación, 
comete una infracción nueva, es generalmente más culpable 
que quien infringe por vez primera la ley penal: merece, por 
lo tanto, ser castigado más severamente, haya ó no sufrido 
su pena ». Ese era, en efecto, el sistema ya entonces seguido 
por el Código francés (1). Pero si Tejedor se resolvió por 
este sistema 4 por qué mantuvo en su texto la fórmula del 
otro? ... 

2, Establece el codificador argentino un término para la 
prescripción de la reincidencia, inspirándose en una aspira- 
ción doctrinaria de Chauveau y Helie (2), que los demás tra- 
tadistas combatían. « Si la perpetración de dos crímenes — 
dicen aquellos — no se efectúa sino en épocas distantes, la 
presunción de perversidad de que la ley rodea al segundo cri- 
men se desvanece: ¿cómo suponer que el delincuente ha sido 
arrastrado á su segunda falta por una costumbre depravada, 
cuando largos años de una conducta intachable deponen con- 
tra tal costumbre ? ¿no le debe acaso ser contada la vida in- 
termedia? ... Su buena conducta lo ha regenerado : ya no es 
un condenado relapso, y la ley no debe reprocharle sino una 
sola falta. » Tissot (3), con mayor lógica, observa que, enton- 



(1) Tanto el de 1810, como el reformado de 1832. También lo seguían los 
códigos de Wurtemberg, Paises Bajos y Badén ; de este último dice Tis- 
sot (op. cít.y 1, 139) « que las disposiciones más notables de los códigos mo- 
dernos en materia de reincidencia, son quizá las del Código badense ». 

(2) 0/3. cit. I, 329. 

(3) Op. cit.. I, 160. 
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ees, «el que sea bastante hábil, bastante dueño de sí mismo 
para esperar que llegue el limite fijado (1), podrá reincidir 
impunemente tanto como quiera, mientras que otro más dé- 
bil, más excusable quizá y habiendo posiblemente reincidido 
menos veces, será sin embargo castigado con más rigor, aun 
cuando sea menos culpable . . . Cualquiera que sea el tiempo 
que separe el primero del segundo delito, la presunción del 
cambio moral está desmentida por el hecho». Los codificado- 
res belgas participaban de la misma opinión: « Es inadmisi- 
ble — dicen (2) — fijar por disposición legislativa un cierto 
término para la aplicación de las penas de la reincidencia, 
determinando un período dentro del cual no debe ya tomarse 
en consideración la primer sentencia. En efecto : el intervalo 
que fijara la ley sería ó demasiado largo ó demasiado corto. 
¿ Un intervalo cualquiera destruye acaso la presunción de 
perversidad que pesaba sobre el delincuente la víspera de co- 
meter la segunda infracción ? ¿ Su culpabilidad se habría 
aminorado por el hecho de haber esperado un tiempo dado 
para encontrar la ocasión favorable de ejercer su primera in- 
dustria? Nadie sería osado á sostenerlo » (3), 



(1) Es sabido de todos los que se ocupan del funcionamiento de la justicia 
penal, que en los grandes centros, los delincuentes avezados al oficio, — y 
que conocen el Código al dedillo, — se contentan con alejarse de ahí así que 
cometen una fechoría, volviendo infaltablemente á aparecer al día siguiente 
de cumplirse el término de la prescripción respectiva. Así, entre nosotros, 
todos los delitos de pena correccional se prescriben al año : pues los delin- 
cuentes del ramo tranquilamente van á residir en otro punto durante esoá 
meses y en seguida vuelven, sabiendo que queda impune el delito come- 
tido... 

(2) Conf. informe parlamentario de 1850, En Nypels, op. c¿t.^ I, 96. 

(3) Es verdad que, últimamente, el movimiento «reformista-humanitario », 
encabezado en Francia por el senador Berenger, ha hecho triunfar parcial- 
mente la doctrina de la prescripción de la reincidencia en las infracciones 
menores, castigadas con penas correccionales : leyes cit. de 1889 y 1900. 
Pero esto mismo no es sino la resultante de una serie de medidas, ligadas 
entre sí, relativas al establecimiento de colonias penales, mejoras en el régi- 
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3. Exige nuestro codificador que el delito sea déla misma 
especie, siguiendo la doctrina del comentario oficial bava- 
ro (1) : « No basta que los dos crímenes sean del mismo géne- 
ro, ni que sean de especie análoga : es preciso que sean de la 
misma especie. El ladrón que comete un acto de fraude no es 
pasible délas penas de la reincidencia; como tampoco lo es si, 
después de haber sido condenado por hurto, comete un ho- 
micidio ú otro crimen contra las personas. » Porotal sistema 
implica la definición de lo que es misma especie, ó sea la cla- 
sificación exacta de las infracciones, lo que efectivamente in- 
tentaron los códigos alemanes de la época, pero con éxito tan 
dudoso que Mittermaier [2) fácilmente demostró lo incon- 
gruente del procedimiento. Los reformadores belgas (3), ob- 
servaban con razón : « semejante clasificación sería siempre 
incompleta y necesariamente arbitraria. Dos ejemplos basta- 
rán. Un ladrón, un estafador, un falsario, se ha hecho cul- 
pable, con propósito fraudulento, de la sustitución de una 

men penitenciario, liberaciones temporarias de penados, é institución de so- 
ciedades de patronatos para loa ex-condenados : Conf. Drioux, observaciones 
á la ley de 1885, en Annuaire de la législatíon Jrangaise (Paris, 1886), V. 
Asimismo la reforma ha sido y es muy controvertida, y no puede aún 
abrirse opinión sobre su eficacia, dado el poco tiempo transcurrido. 

(1) El codificador comete el lapsus singular de indicar como contrarios á 
su doctrina á Chauveau y Hblib, y Pacheco, cuando es precisamente la 
inversa. Los primeros (op. c¿t.) dicen : « Para que la reincidencia sea una 
presunción de perversidad, es preciso que haya identidad entre los delitos 
que la constituyen : pues 4 cómo presumir la incorregibilidad del ladrón por 
el solo hecho de que comete un acto de violencia ? 4 Cómo hacer concurrir 
dos crímenes de una naturaleza diversa para que constituyan hábito?» Y el 
segundo (op. cit.. I, 239) se refiere á « la reincidencia en la misma especie 
de delito», llamando á la otra «una especie de reincidencia falsa», y pi- 
diendo se reformara el texto de 1850, sustituyendo la frase « por delito », en 
esta forma : « por delito análogo » . 

(2) Feuerbach, Lehrbuch des gemeinen in Deutschland gültigen peinli- 
chen Rechts (edición de 1836-1847, dirigida por Mittermaier : es el libro 
clásico de consulta en Alemania). 

(3) Nypels, op. cit.y I, 95. 
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criatura, atribuyéndola á una mujer que no ha tenido parto. 
Un individuo, condenado por lesiones causadas por venganza, 
incendia con el mismo propósito la casa del vecino. En el sis- 
tema de la misma especie, no hay reincidencia : y, sin em- 
bargo, esos crimcTies son de la misma naturaleza, derivan del 
mismo principio, de la misma pasión ; toman su origen en el 
mismo género de perversidad» (1). Cierto es que el Código 
español de 1850 sostenía la doctrina de la identidad (2) ; pero 
— como lo observa atinadamente Groizard (3) -- « esta pala- 
bra era poco precisa : para los unos, delitos de la misma es- 
pecie eran los comprendidos en el mismo título ; otros de- 
cían, que aquellos de que se trataba en el mismo capítulo ; y 
había algunos que sólo hacían extensiva la reincidencia á los 
castigados en el mismo artículo » (4). Precisamente, en razón 
de esa dificultad, el nuevo Código penal de Alemania (5) ha 

(1) Sic: Haus, op. cU. II, 143. 

(2) Art. 10, inc. 18: « ser reincidente de delito de la misma especie ». 

(3) Op. cU., I, 448. 

(4) El Código español de 1870, art. 18, inc. 18, dice ahora : « Hay reinci- 
dencia cuando, al ser juzgado el culpable por un delito, estuviere ejecutoria- 
mente condenado por otro comprendido en el mismo título de este Código » . 
El Código uruguayo (ley de enero 18 de 1889) adopta esa doctrina, art. 19, 
inc. 15 ; conf. A. Vasquez Aceveuo, Concordancias y anotaciones del Código 
Penal (Montevideo, 1893), pag. 50. « La definición que este inciso da de la 
reincidencia, no se halla sino en el Código español reformado; pero armo- 
niza con la doctrina dominante sobre el punto y evita las dudas á que los 
otros códigos dan lugar». 

(5) Stra/gesetzbuch für das Deutsche Reich, arts. 244, 245, 249, 255 y 258. 
El Código penal alemán, votado para la antigua confederación del norte, 
entró en vigencia en 1871 (enero !•); pero casi simultáneamente en la cons- 
titución imperial (abril 16 de 1871) se adoptó este Código, y así, desde marzo 
4 rigió en el norte, y desde enero !• de 1872 en el sud de Alemania. Queda- 
ron abrogados todos los códigos anteriores, y como todos sostenían la doc- 
trina de la reincidencia, ésta quedó en desuso : únicamente en los artículos 
citados se la toma en cuenta para los delitos contra la propiedad (hurto, robo, 
salteamiento, encubrimiento), siempre que se cometan dentro de los 10 años 
del primero. Conf. Rüdorff, Stra/gesetzbuch, mit Anmerkungen (Berlin, 
1879), pág. 101. 
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reaccionado tan radicalmente en esa materia. « La dificultad 
consistía en decidir qué es lo que constituye esa identidad — 
dice el comentador Drage (1) — y, como este es el eje sobre 
el cual gira la severidad de la penalidad de la reincidencia, 
ha sido definido diversamente en los diferentes códigos : al- 
gunos, sosteniendo la identidad de motivos; otros, la identi- 
dad en el derecho lesionado. El problema puede considerarse 
hoy como definitivamente insoluble, y tal es el concepto en 
que lo tiene el Código imperial, que no hace mención de la 
reincidencia en su parte general, sino en ciertos y determina- 
dos casos. » 

4. Por último, nuestro codificador establecía como penali- 
dad de la reincidencia el aumento de la nueva pena, llegando 
en ocasiones á doblarla, pero determinando taxativamente la 
extensión de pena fija que debe aplicarse. El sistema de las 
penas fijas ya no es hoy defendible : « las penas — decía en el 
congreso argentino el ministro Posse (2) — tienen que ser 
injustas desde que á un acto dado se le señala una pena dada, 
cualesquiera que sean las circunstancias que acompañen á 
este acto, ya sean atenuantes, ya sean agravantes». Sobre 
todo, « no siendo la reincidencia sino una presunción juris^ 
desfavorable al acusado, presunción que puede ser modificada 
por las circunstancias del nuevo hecho, el legislador sólo debe 
dejar al juez la facultad, y no imponerle la obligación, de 
agravar la penalidad » (3). Es curioso que la disposición del 



(1) G. Drage, The criminal code o/ the german empine. A commentary, 
(London, 1885), pag. 93. 

(2) Sesión del H, Senado, noviembre 25 de 1886. El Código Tejedor, 
decía aquel ministro de justicia, « contiene disposiciones á todas luces 
deprimentes y que realizan verdaderas monstruosidades legales que no 
hacen mucho honor á nuestro país ». 

(3) Informe belga : Nypels, op. cit., 1, 100. 
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codificador argentino (1) que, en los casos de repetidas rein- 
cidencias, permite pasar de una pena á otra, en los casos de 
prisión hiciera aplicable la de confinamiento, que es hoy 
precisamente — en su forma de relegación ó deportación — la 
tendencia novísima (2). 

El Proyecto de Tejedor fué aprobado como Código por la 
provincia de Buenos Aires, con modificaciones insubstancia- 
les, como se ve en la ley de noviembre 3 de 1877. Desde ese 
momento, fué sucesivamente puesto en vigencia en la mayor 
parte de las provincias. Esto tenía graves inconvenientes para 
la unidad legislativa de la república, en materia penal : 
« porque — decía con razón el senador Pizarro (3) — si bien 
es cierto que en algunas provincias y en la capital está en vi- 
gencia el Código del doctor Tejedor, no es menos cierto que, 
en otras, rigen todavía las antiguas leyes de España en esta 
materia. » Mientras tanto, los tribunales comunes declaraban , 
respecto de la reincidencia, que no eran aplicables las dispo- 
siciones del Código cuando el primer delito había sido casti- 
gado con arreglo á las leyes vigentes anteriormente (4), 

(1) Proyecto^ art. 7, tit. 5, lib, II. 

(2) La reforma francesa de 1885 fué ruidosa en ese sentido. Y, sin embar- 
go, un año después — sesión del H. Senado, noviembre 25 de 1886 — el señor 
ministro de justicia, doctor Posse. ex magistrado, decía : « El Código tiene 
penas verdaderamente inconvenientes, como la pena de confinamiento por 
medio de la cual un reo de un delito dado puede ser confinado á otra provin- 
cia... » Años después — sesión de la H. Cámara de Diputados, septiembre 7 
de 1900, — el señor ministro de justicia actual, aplaudiendo el proyecto de 
deportación ó confinamiento, exigía tan sólo en que se dijera « en paraje 
adecuado, que designará el Poder Ejecutivo, al sólo efecto de que se tenga 
en cuenta la naturaleza de este sistema ». 

(3) Sesión del H. Senado, noviembre 25 de 1886. 

(4) Fallos de la Excma. Cámara de Apelaciones de la Capital, V, 133. En 
contra de esa doctrina : Dalloz, III, 295 ; la jurisprudencia francesa y belga 
sostienen que, cuando se trata de aplicar las penas de la reincidencia, la cri- 
minalidad del hecho anterior debe ser apreciada por las leyes en vigor en la 
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Si bien Tejedor redactó su Proyecto por encargo del 
gobierno nacional, éste no lo patrocinó, sino que (1) nombró 
una comisión para que lo examinara « prolijamente » : lo 
que dio origen al nuevo Proyecto presentado en 1881 (2). Pues 
bien : los nuevos codificadores reformaron substancialmente 
lo referente á la reincidencia, estableciendo que á todo el 
que, después de haber sido condenado, cometa un delito me- 
nor ó igual que aquél por el cual fué penado, se le impondrá 
el máximum de la pena señalada para el hecho (3), y si co- 
mete un delito punible de pena mayor, se le impondrá la pena 
de un grado inmediato mayor á la que correspondería sin esa 
circunstancia (4). Sin duda, era más lógico el concepto de la 
reincidencia, pues abarcaba indistintamente todo delito ante- 
rior; pero subsistía el inconveniente délas penas fijas, que 
impedían toda latitud al juez. Por otra parte, este segundo 
Proyecto no fué tomado en consideración por el Congreso, 
al sancionar el Código Penal (5), 

época en que el crimen se cometió y no según las leyes posteriores. Nypels, 
o/). c¿í., I, 194, explica que el motivo de esa jurisprudencia es que se trata de 
un hecho irrevocablemente consumado, al que deben permanecer extrañas 
las calificaciones anteriores. Haus, sin embargo, sostiene que sr las leyes 
penales más severas que las anteriores no retrotraen jamás, lo hacen las 
que son más suaves, de modo que el hecho anterior debe ser considerado no 
como de penalidad mayor sino menor, á los efectos de la reincidencia. 

(1) Ley de octubre 16 de 1868. 

(2) Proyecto de Código Penal, presentado al Poder Ejecutivo Nacional 
por la comisión nonibrada para examinar el proyecto redactado por el doc- 
tor don Carlos Tejedor, compuesta de los doctores Sixto Villegas, Andrés 
Ugarriza y Juan Agustín García (Buenos Aires, 1881). 

(3) Art. 100. 

(4) Art. 107. Pero el 103 prohibía, en ese caso, « llegar nunca á la pena 
capital )>. 

(5) « La comisión, — decía el diputado Solveyra, sesión de octubre 25 de 
1885, — ha tenido á la vista dos códigos : el redactado por el doctor Tejedor, 
y el mismo Código corregido por una comisión nombrada por el gobierno. El 
primero había tomado como base de sus estudios el Código bávaro ; el segundo, 
había tomado el bávaro y el español, es decir, á dos pueblos de raza distinta, 
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El H. Congreso, inducido por teorías erróneas, había 
cobrado en aquel entonces un inexplicable terror pánico á 
ocuparse de reformar los códigos vigentes. Dada la situación 
especialísima de no existir la unidad en la legislación penal, 
la comisión de la Cámara de Diputados presentó en 1885 un 
nuevo Proyecto, sobre la base del de Tejedor : se reconoció 
la urgencia de la reforma, pero fué menester que (1886) 
interviniera el ministro del ramo con inusitada energía, 
diciendo que « esto ni en Turquía es justicia», para que se 
sancionaran las modificaciones, y la ley de diciembre 7 de 
1886 dio existencia legal al Código que todavía rige. 

La materia de la reincidencia fué objeto de una reforma 
completa, y quedó legislada en los incisos 19 y 20 del artí- 
culo 84. La doctrina de Tejedor había sido adoptada, en el 
interim, por la enseñanza universitaria : todavía en 1875 el 
catedrático doctor Obarrio enseñaba (1) que « la definición 
de la reincidencia varía según las diversas teorías que hay 
sobre la materia : nosotros diremos que hay reincidencia 
cuando una persona, juzgada y condenada por un delito, 
comete otro de igual ó análoga naturaleza al primero, antes 
de un término que varía según las legislaciones de cada 
país » (2). Sin embargo, la doctrina moderna comenzaba á 

de tradiciones diferentes, de costumbres diversas. La primera cuestión que 
se inició en el seno de la comisión fué sobre cual proyecto tomaría como 
base de su trabajo, y se manifestó unánimemente sobre la conveniencia de 
tomar como base de sus estudios el del doctor Tejedor. Y este pensamiento 
fué unánime, no sólo entre los miembros de la comisión, sino también entre 
las personas ilustradas que se habían dedicado al estudio de este asunto. » 

(1) Apuntes de derecho penal, tomados en la clase que dicta el doctor 
Manuel Obarrio (Conf . La Nación^ de diciembre !• de 1875, á enero 15 de 
1876). 

(2) En este sentido, naturalmente, se expresaban las tesis universitarias 
que trataban esa cuestión. R. Castro, Estudio sobre la penalidad (tesis de 
1880) glosa la doctrina de Chauvbau y Hblie sóbrela perversidad, y acepta 
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ser difundida. Discutiendo la tesis de Tejedor, decía Elias 
(1) : « Este razonamiento no es admisible. Suponed que el 
ladrón que sale de la cárcel hiere á un individuo : aunque el 
delito sea de distinta naturaleza, ¿ no es más culpable que 
quien jamás ha delinquido? Por otra parte, es erróneo 
pensar que la agravación de la reincidencia se funda en una 
presunción de hábitos criminales ; la presunción es de mayor 
culpabilidad, y ésta, si puede manifestarse por la ejecución 
del mismo delito, puede revelarse también por la perpetra- 
ción de otro diferente. En fin ¿ de qué manera conoceremos 
los delitos del mismo género? Hasta hoy no ha podido 
hacerse una clasificación exacta de las infracciones, ni es 
posible hacerla, porque gran número de los delitos son 
complejos, mezclándose el atentado contra los particulares 
con el que daña la cosa pública, y el que se refiere á las 
personas con el que se dirige á los bienes. La clasificación 
sería, pues, incompleta y arbitraria^ porque se partiría de 
una base poco sólida para agravar las penas. » Pues bien : el 
H. Congreso resolvió la dificultad ambiguamente, estable- 
ciendo que la reincidencia consiste en (( haber sido el culpable 
castigado anteriormente por delito á que la ley señale igual ó 
mayor pena » y... en « ser reincidente de delitos de la misma 
especie ». 

Casualmente el camarista Aguirre se apresuró á publicar 
su Código Penal anotado (2), pero se limitó á reproducir 

sus conclusiones sobre homogeneidad en la delincuencia, sentencia que 
haya recaido en el primer delito, y el plazo dentro del cual el segundo se 
ejecuta. 

(1) A. Elías, El Código Penal estudiado en sus principios (Buenos Airees, 
1880), pág. 155. En el punto de la reincidencia, es evidente la influencia 
de Haus. 

(2) J. L. Aguirre, Código Penal déla República Argentina^ anotado y 
concordado con las notas del proyecto primitivo (Buenos Aires, 1887). 
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ias notas de Tejedor al pie del nuevo artículo, sin parar 
mientes en que éste sostiene una doctrina y la vieja nota, 
otra ; ésta, efectivamente, se refiere á la reincidencia especí- 
fica, y la reforma introducida establece la genérica y la 
especifica. De ahí que muchos, teniendo por originales las 
notas anticuadas del primer codificador, hayan creído que 
debía interpretarse el punto de la reincidencia con el 
criterio, ya abandonado, del Proyecto primitivo. Aperci- 
bido de este embolismo, Ri varóla (1) lo aclara con acopio de 
antecedentes y de doctrina : « El Código, dice, admite la 
reincidencia genérica y especial, pero limitada aquélla á la 
ejecución de un nuevo delito á que la ley señala pena igual ó 
menor que al delito anterior. La agravación^ en razón de la 
reincidencia especial ó de la reincidencia general, está sujeta 
á la regla del artículo 88, en cuanto á la aplicación de la 
penalidad ». 

Esta opinión es de importancia por ser de uno de los 
nuevos codificadores, nombrados por el P. E. para pro- 
yectar las nuevas reformas del Código i Penal (2). Este 
Proyecto fué presentado en 1891 (3); allí se lee : « El 



(1) R. Ri VA ROLA, Exposición y Critica del Código Penal de la República 
Argentina (Bueaos Aires, 1890), I, 216. 

(2) Decreto de junio 7 de 1890. La razón del cometido estribó en a que 
en los últimos años, diversos países han alterado su legislación penal, dic- 
tando sus códigos como el resultado de estudios minuciosos y completos que 
deben tenerse en cuenta ; y que la ciencia penal se ha enriquecido con 
nuevas doctrinas que, si bien son objeto de discusión y no se imponen 
desde ya como verdades inconcusas, deben tomarse en consideración para 
aceptar de ellas lo que pudiera importar un progreso para nuestra legis- 
lación ». 

(3) Proyecto de Código Penal para la República Argentina^ redactado en 
cumplimiento del decreto de 7 de junio de 1890, y precedido de una exposi- 
ción de motivos, por Norberto Pinero, Rodolfo Rivarola y José Nicolás 
Matienzo. (Buenos Aires, 1891). 
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papel que la reincidencia desempeña en el estudio del 
crimen y del criminal, es de primer orden y del más elevado 
interés. Por ella se puede descubrir el hábito del delito ó la 
tendencia á adquirir ese hábito; y, por lo tanto, la capacidad 
de un procesado para delinquir. Si una persona ha sido 
condenada muchas veces ó si se sabe que ha cometido 
muchos delitos, puede afirmarse con certidumbre que hace 
profesión del crimen ó que el crimen le es habitual. » Se ve, 
pues, que el criterio de la reforma es amplísimo. Criticando 
la doctrina del Código de 1886, dicen : « En el Código 
vigente se ha reemplazado los artículos de Tejedor por las 
reglas del Código español de 1850 ; la última regla consagra 
la reincidencia en especie, pero no la define^ de manera que 
no se sabe lo que es preciso entender legalmente por ella. 
No basta decir : reincidencia especial, desde que existen 
divergencias manifiestas entre las nociones contenidas en 
los códigos que sólo la admiten. La primera regla, ¿alude á 
la reincidencia? Aunque la comparación de los términos en 
que se halla concebida con los de la segunda, parecería 
indicar la negativa, puede afirmarse que si. Efectivamente, 
se refiere á la reincidencia en general, limitada á los casos 
en que, por el nuevo, delito, merezca una pena igual ó menor 
que la que sufrió. » Y formulando el alcance de la reforma, 
agregan : « Ni el sistema del Código vigente, ni el del Código 
Tejedor, ni el de otros códigos, que limitan el alcance de la 
reincidencia, son satisfactorios. Esta debe tomarse en una 
acepción amplia. Si la reincidencia revela la profesión ó la 
tendencia á adquirir la profesión del delito y la mayor 
perversidad del sujeto, es claro que el criminal acusa y pone 
de relieve aptitudes más varias para el crimen, una habi- 
lidad más desarrollada, una audacia y una inmoralidad más 
considerables, cuando repite sucesivamente, no obstante las 
condenas de que es objeto, delitos muy diversos por su 



— 33 — 

índole y clase (1). » De ahí, pues, que el nuevo Proyecto 
estableciera (2) que habrá reincidencia siempre que el conde- 
nado por sentencia firme, aunque haya mediado indulto ó 
conmutación, cometa un nuevo hecho punible de cualquier 
naturaleza que fuere. 

Esas doctrinas ejercieron influencia evidente en la ense- 
ñanza universitaria. En el curso de 1895 decía el profesor 
de la materia en esta capital (3), después de analizar los in- 
cisos 19 y 20 del articulo 84 vigente : « ¿ se refieren estas dos 
disposiciones á la reincidencia ? El inciso 20 evidentemente 
se refiere á la reincidencia en especie, dado que estos térmi- 
nos se emplean ; pero el 19, comparando los términos en que 
está concebido, con los del 20^ parece indicar que no. Sin 
embargo, fijándose bien, se nota que se refiere á la reinciden- 
cia en general, limitada al caso en que el delincuente por el 
nuevo delito, y por el cual ha sido castigado anteriormente, 
merezca pena igual ó menor que la que sufrió.» En la Uni- 
versidad de Córdoba susténtase análoga doctrina. « Nuestro 
Código— dice el catedrático Moyano Gacitúa (4) — legisla esta 
materia con la vacilación de siempre, fijando ó reconociendo 
dos clases de reincidencia, una genérica y otra específica, 



(1) Precisamente coincido esto coa la crítica de Lombkoso á la doctrina 
de Zanakdblli, con motivo del nuevo. Código italiano : « El reo que rein- 
cide siempre en lo mismo, — decía aquel : Troppo presto^ pág. 23 — es, casi 
siempre, un semi-imbécil menos peligroso y que tiene menos necesidad de 
una agravación de la pena ; al contrario, el que comete diversas formas de 
delitos indica tener mayor inteligencia é inclinación al delito, no teniendo 
un solo impulso, sino varios ». 

(2) Proyecto, art. 84. Como fuente se cita sólo la ley francesa de mayo 27 
de 1885. 

(3) A. RoMAÑACH y C. Miranda Naon, Apuntes de derecho penal, (Bue- 
nos Aires, 1896), pág. 393. 

(4) C. Moyano Gacitúa, Curso de derecho criminal, y derecho penal ar- 
gentino (Buenos Aires, 1899), pág. 400. 

3 
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aunque parece no llamarle tal sino á esta última. Pero á la 
otra la mira como agravante sólo cuando el autor haya co- 
metido delitos que tengan mayor ó igual pena, dejando sin 
castigo en las reincidencias, los delitos que tienen pena me- 
nor, lo que es inaceptable ». Y agrega : « no hay duda que el 
Código ha legislado dos reincidencias, pero en la genérica 
ha exigido condiciones más estrictas que en la específica » . 
Más aún : en el curso de derecho penal que se dicta á los 
agentes de policía, precisamente para que puedan ser buenos 
auxiliares de la justicia, dice el profesor Mujica Parías (1) : 
« Un individuo ha cometido el delito de incendiar una casa ; 
por este hecho fué condenado á 10 años de presidio, condena 
que cumplió; después de ponérsele en libertad, comete el de- 
lito de violación de una menor, en condiciones tales que me- 
rece 10 años de presidio. Aquí tenemos el caso de un cri- 
minal, que antes ha cometido un delito castigado con pena 
igual al que acaba de realizar. No tengo necesidad de poner 
un ejemplo de delito posterior que merezca pena menor, á 
cuyo caso se refiere la segunda parte del inciso 19. Estos dos 
preceptos contienen el hecho que se conoce con el nombre 
de reincidencia ». Y agrega (2) : « también lo es el caso hi- 
potético del inciso 20. El individuo que ha cometido iin hurto 
es castigado ; sale de la prisión y realiza otro, vuelve á ser 
condenado, y asi sucesivamente. Los hurtos que comete son 
delitos de la misma especie ». 

La interpretación, pues, de los profesores y tratadistas ar- 
gentinos, es uniforme al respecto. Antes deque el H. Congreso 
se ocupara del Proyecto de reformas de 1891, el señor fiscal 

(1) M. Mujica Farías, Curso de derecho penal. Conjerencias dadas en 
las academias de instrucción policial. (Conf. la Reoista de Policia^ 
1898-1899.) 

(2) Mujica Farías, Op. cit. (Reoista de la Policial II, 678) 
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de la Excma. Cámara de Apelaciones de la Capital, doctor 
Segovia, había publicado otro nuevo (1). En él se legisla igual- 
mente con amplitud sobre reincidencia : « habrá reincidencia 
— dice (2) — siempre que el condenado por sentencia firme 
cometa un nuevo delito dentro de los cinco años siguientes... » 
Tanto Segovia como los codificadores de 1891, establecen la 
pena accesoria de deportación, inspirándose en la ley francesa 
de 1885. 

El mismo Poder Ejecutivo participó pronto de ese orden 
de ideas y presentó al H. Congreso un proyecto de ley especial 
sobre reincidencia (3), que fué convertido en ley en 1895 (4). 
Por ella se establece la pena de deportación, á la segunda 
reincidencia, y se relega á los reincidentes á la Tierra del 
Fuego : pero se limitan los efectos de la ley á las penas de 
arresto y prisión, y tan sólo á los reincidentes en la capital y 
territorios federales. 



(1) L. Segovia, Proveció de Código Penal para la República Argentinay 
redactado oficiosamente. (Conf. Revista Jurídica y de Ciencias Sociales, 
1895). 

(2) Art. 25. « La reincidencia supone mayor corrupción ó perversidad en 
el agente, ya que la pena es una enseñanza y un mal que alecciona.» Se 
inspira en Haus y en Carrara, op. cit., y agrega : « Por esto, en diversos 
países se ha dictado leyes especiales sobre reincidencia, y los positivista^ 
insisten sobre la necesidad de defenderse contra los reincidentes, como in- 
dividuos incorregibles é incapaces de adaptarse á la convivencia social ». 

(3) Pasado en julio de 1894 por iniciativa del ministro de justicia, doctor 
Zapata. En esa fecha se calculaban en la capital de 600 á 700 reincidentes hasta 
con 70 delincuencias. Al discutirse el proyecto en las Cámaras, el diputado 
Daract — Sesiones de prórroga de 1895, pág. 558 — observó que de los conde- 
nados á penas correccionales «salen más del 90 por ciento de los reinciden- 
tes ; la mayor parte de ellos no tienen arte, oficio ó medio conocido de vida: 
permanecen en libertad, en muchos casos, una semana, y en seguida vuel- 
ven á la cárcel. » La Ezcma. Cámara de Apelaciones, en sus Memo/*¿as anua- 
les, ha insistido siempre, «en la necesidad de sancionar cuanto antes alguna 
medida para librar á la capital de esa plaga de incorregibles». 

(4) Ley N« 3335, de diciembre 19 de 1895. 
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La aplicación de esa ley provocó una cuestión de importan- 
cia. En una causa (1) se adujo por la defensa que dicha ley 
era inaplicable^ por cuanto « es repugnante á la Constitución, 
desde que se trata de una ley de carácter local aplicable sola- 
mente á la capital y territorios federales y en ella se deroga 
una disposición de carácter general, como es el artículo 49 
del Código Penal, la que no puede ser derogada ni modifi- 
cada sino por el Congreso Nacional, legislando para la repú- 
blica, pero nunca como legislatura local para la capital ». El 
juez a quo (2), á pesar de la letra de la ley, interpretándola 
con la discusión parlamentaria, desechó la observación. Efec- 
tivamente, en la Cámara (3) se insistió en hacer desaparecer 
« la desigualdad que existía respecto de los delincuentes con- 
denados en la capital y en los territorios nacionales, con los 
condenados por los tribunales provinciales por los mismos 
delitos, contrariando el principio según el cual la ley penal 
debe ser una para toda la república » ; y se insistió más tar- 
de, con motivo de modificaciones introducidas por el Senado, 
en que estas tenían « desde luego, este grave inconveniente : 
por ellas se dispone que el beneficio acordado por el artículo 
que se menciona del Código Penal se aplicará solamente á 
los reincidentes condenados por los jueces de la capital ó de 
los territorios nacionales ; de manera que los reincidentes, 
en igualdad de condiciones, condenados por los jueces de las 
provincias, vendrán á quedar en mejores condiciones que 
aquellos... esto era constitucionalmente inaceptable.» La 
Excma. Cámara confirmó la sentencia (4). 

(1) Fallos de la Excma. Cámara: LXXVI, 332. El defensor de pobres, doc- 
tor Giralt, fué quien promovió la cuestión constitucional. 

(2) Juez Larroque, Fallos cit. 

(3) Diputado Daract : sesión de diciembre 4 de 1895. 

(4) Fallos LXXV, 332. Posteriormente, en un caso parecido, insistió en 
esa jurisprudencia: Fallos LXXV, 207. 
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Y no podía ser de otro modo. Precisamente la razón pri- 
mordial que tuvo el Congreso para sancionar el Código de 
1886 fué esa. « Siempre es mejor tener una ley que puede 
ser reformada mañana, — dijo el senador Pizarro (1) 
— pero única en toda la república, que hoy tiene di- 
versas leyes penales, de suerte que un mismo hecho, en 
el mismo país, puede ser penado de diversos modos, tan 
sólo por una linea imaginaria que divide el territorio de 
una provincia del de otra : así, un hecho criminoso en 
un punto del territorio argentino, puede ser inocente á 
dos pasos de distancia en el mismo territorio. » ¿ Cómo, 
entonces, aceptar la hipótesis — una vez sancionado el 
Código nacional, que legisla sobre reincidencia — que ésta 
deba computarse de una manera en una parte y en otra 
de otro modo? No se me oculta que existe un fallo que 
establece que « la reincidencia ante otra jurisdicción no 
puede ser tomada en consideración por los tribunales de la 
capital» (2). Pero entiendo que esa jurisprudencia está 
erróneamente formulada, y, aun cuando fuera clara, la con- 
sideraría inconstitucional (3). 

Ahora bien : antes de entrar al examen de la reforma pen- 
diente de la discusión parlamentaria, conviene explicar cómo 

(1) Sesión del H. Senado : noviembre 25 de 1886. 

(2) Fallos, X, 293. Pero en realidad se desprende que se. trataba de un 
caso de reiteración, es decir : que no existía condenación previa. 

(3) Esta cuestión se presentó en Alemania, cuando el nuevo imperio abrogó 
las leyes penales de los diversos reinos. Pronto los tribunales alemanes se 
uniformaron : la reincidencia se computó sobre todo delito idéntico juzgado 
antes por los códigos parciales y malgrado la diversidad de las diferentes 
penalidades : sentencias de la Corte de Berlin, 4, 7, 73 ; Dresde 24, 4, 71. 
(Conf . RÜDORFF, op. cit., pág. 101). Sic: Clunet, Journal cit., 1892, pág. 1193. 
« La teoría contraria conduciría á este resultado inadmisible : que la repeti- 
ción del mismo delito sería castigada de diversa manera en los diferentes 
tribunales del país ». 
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ha sido aplicada por la jurisprudencia la doctrina vigente 
sobre reincidencia (1). 

Estando en vigencia el primitivo Código Tejedor, refor- 
mado en 1877, se estableció (2) que « la agravación de la 
pena por reincidencia, implica la agregación ó acumulación 
de la pena impuesta por el primer delito, haciendo omisión si 
el segundo es igual, mayor ó menor que el ya castigado ». 
Es importante ese antecedente, por cuanto se ve la tendencia 
de los tribunales á considerar la reincidencia en su sentido 
amplio, con arreglo á las doctrinas positivistas. Tan delibe- 
rada era esa tendencia de nuestra jurisprudencia, que se 
resolvió que « la reincidencia sólo existe cuando ha recaído 
sentencia que declara que existió delito » (3). 

Sancionado el Código de 1886, que suprimió la prescrip- 
ción de la reincidencia, declararon los tribunales que « la 



(1) Desgraciadamente, tengo que concretarme á invocar la jurisprudencia 
de la Excma. Cámara de Apelaciones, cuya jurisdicción se extiende sólo á la 
capital y territorios nacionales : es la única colección de fallos existente. Los 
tribunales de las 14 provincias no han realizado hasta ahora análoga publi- 
cación, por manera que no es posible conocer su jurisprudencia: vacío que 
debería llenarse sin demora. 

(2) FalloSy IV, 561. Hubo disidencia entre los camaristas Ortiz y Barra, 
triunfando la doctrina de éste: aquel sostenía que la reincidencia debía dis- 
tinguirse según fuera igual ó mayor el primer delito ; éste dijo : « El Código, 
al ocuparse de la reincidencia, no distingue si el delito actual es igual, ma- 
yor ó menor que el ya juzgado : sienta reglas fijas de procedimiento.» El 
fallo es de septiembre 12 de 1884. Esa jurisprudencia fué confirmada por otro 
fallo de octubre 13 del mismo año: FalloSy IV, 603. En ambos casos el señor 
fiscal Cortés estuvo con la doctrina de la minoría : « El artículo 179 considera 
reincidente — dijo — al que comete un crimen de la misma especie, después 
de sufrir una condenación, de modo que, según esa disposición, hay que 
atender si la segunda infracción es menos grave que la primera...» 

(3) Fallos, XVI, 149. Sentencia de abril 14 de 1890 ; camaristas Jofre, 
Bunge, Barra. El fundamento fué : «que la reincidencia implica una sen- 
tencia pasada en autoridad de cosa juzgada ». 
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reincidencia no puede conceptuarse circunstancia agravante, 
cuando entre uno y otro delito ha transcurrido un término 
igual al que exigía el antiguo Código para la prescripción del 
derecho de castigar la reincidencia » (1). 
• 

Reaccionando contra los fallos de la antigua Cámara de 
Apelaciones, la jurisprudencia ha resuelto ahora que « no 
existe reincidencia á los efectos de la agravación, si los deli- 
tos, aunque del mismo género, no son de la misma espe- 
cie )) (2). No puede ser más grave esa interpretación de la 
ley, contraria á la opinión de todos los que, entre nosotros, 
se han ocupado de ella. El cambio se debe al señor fiscal 
Marenco, quien manifestó que « delito de la misma especie 
no es lo mismo que delito igual al anterior, en el concepto 
jurídico. Para convencerse de ello basta leer en el Proyecto 
del doctor Tejedor, los siguientes conceptos... » Desde lue- 
go, pues, se parte de la base errónea de que el Código de 
1886 no ha reformado, en esto, al Proyecto de Tejedor : 
mientras que precisamente es lo contrario. La influencia del 
comentario publicado por el camarista Aguirre se hace, pues, 
sentir... El señor camarista Saavedra sostuvo que «la ley 
exige que el nuevo delito sea de la misma especie que el 
anterior : por más analogía que haya entre el homicidio y las 
lesiones corporales, no puede establecerse que sean delitos 
de la misma especie; sin duda pertenecen al mismo genero — 
delitos contra las personas — y aun son de una especie aná- 
loga, como que se dirigen á fines semejantes y revelan el 
mismo género de corrupción, pero esto no basta para carac- 

(1) Fallos, X, 222. La sentencia es de septiembre 5 de 1888. La doctrina fué 
sostenida por el señor fiscal Cortés : « viene á ser un derecho adquirido — dijo 
— el no poder ser castigado por la reincidencia ocurrida más de 10 años des- 
pués del primer delito, los cuales trascurrieron bajo el imperio de la anti- 
gua ley. » 

(2) Fallos, XXXVI, 360. 
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terizar la reincidencia, que supone delitos de la misma espe- 
cie, según el texto y la doctrina de nuestra ley. » Y agrega : 
« La nota del Proyecto del doctor Tejedor demuestra cuál 
es el verdadero pensamiento del legislad(»r sobre esta mate- 
ria (1), y la doctrina que en ella se establece es la misma de 
nuestro Código actual, si se tiene en cuenta los términos de 
la ley que puso en vigencia á éste y las resoluciones de este 
tribunal á ese respecto. » 

Me ha de ser permitido manifestar mi absoluta disconfor- 
midad con tal tesis. La nota del doctor Tejedor ilustraba — y 
eso mismo á medias, como se ha demostrado ut supra — el 
texto áesuProyecto, ó sea el artículo 5, título 5,libro II, que 
fué convertido en el artículo 179 del Código de 1877 ; pero 
la reforma de 1886, ó sea el Código hoy vigente, cambió en 
absoluto esa redacción, sustituyendo el modelo anterior (ar- 
tículo 111, Código de Baviera) por el adoptado (articulo 10, in- 
cisos 17 y 18, del Código español de 1850). El fallo que analizo 
fué dictado en julio 19 de 1894, es decir en plena vigencia del 

(1) R. RivAROLA, Orígenes y eoolución del derecho penal argentino (Bue- 
nos Aires. 1900), dice con razón : « La ley que sancionó el Código Penal no 
me ha parecido nunca exacta ó verdadera en su expresión ; « se observará 
como ley de la república, el proyecto de Código Penal, redactado por el 
doctor Carlos Tejedor, con las modificaciones introducidas por la comisión de 
códigos de la H. Cámara de Diputados.» Tome quien quiera el Proyecto y 
el Código, compárelos, y verá que no es posible ligar á éste el nombre del 
doctor Tejedor. » La poca claridad del razonamiento del fallo estriba en el 
embolismo de la frase : de la misma especie. Ya Zanardelli, op. cit.^ lo puso 
gráficamente de relieve. Así se requiere que el segundo delito sea idéntico al 
precedente, en el Código de Grecia ; ó de la misma naturaleza^ como en el 
Código de Portugal ; ó que sea homogéneo, como en el Código de Saint Gall ; 
ó de naturaleza afin, como en el de Austria ; ó del mismo género, como en 
los Códigos de Vaud, Berna y Valais ; ó del mismo titulo, como en el Código 
de España, y en los de San Marino, Zurich y Tesino ; ó de títulos determina- 
dos, como en el de Friburgo. . . Como se ve, la anarquía no puede ser más 
deplorable. En Dinamarca el Código exige la identidad. Conf. P. Da reste, 
Etude sur le Code Penal danois (en Bulletin de la société de législation 
cómparéf, VI, 17). 



J 
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Código de 1886 y estando abrogado el de 1877 : y sin embargo 
se ha invocado precisamente el artículo abrogado, 179 y la 
nota, también abrogada, del codificador primitivo... (1). He 
puesto antes de manifiesto cómo, en nuestras dos universida- 
des, se enseña la doctrina contraria, y cómo todos nuestros 
publicistas asilo entienden : pero nuestros tribunales aplican 
aún la vieja doctrina del Código de 1877. 

A pesar de ello, los equívocos áque se presta la interpreta- 
ción de la frase de la misma especie^ son susceptibles de pro- 
vocar una aplicación arbitraria de la ley, según sea la herme- 
néutica más ó menos restringida que se aplique á la letra del 
Código. En mi opinión, no es acertada la que sienta hoy la ju- 
risprudencia argentina ; pero es interesante hacer notar que 
cosa parecida acontece en los países que han aceptado aquella 
redacción. Tal sucede en Chile (2) : ni siquiera se ha unifor- 

(1) Á pesar de eso, la Excma. Cámara ha mantenido esa jurisprudencia res- 
trictiva. Así ha resuelto : Fallos, LXXVIII, 299, que « para que exista la 
reincidencia que permite aplicar la ley de extrañamiento para el cumpli- 
miento de la pena, el delito debe ser de la misma especie ». Ese fallo es de 
febrero 26 de 1898. No habiéndose aún publicado los tomos siguientes, sólo 
puedo referirme á una causa en que me ha tocado intervenir, ¿n re Forlengo, 
Francisco, por disparo de arma de fuego y lesiones, y en la cual se man- 
tiene esa jurisprudencia : el juez Madero había resuelto «que deben admi- 
tirse las agravantes de los incisos 19 y 20, artículo 84, Código Penal, debiendo 
aplicarse la ley número 3335 » ; y la Excma. Cámara (fallo de marzo 7 de 1901) 
desestima esa doctrina. El señor camarista Esleves dijo: « Hay prueba de 
la agravante de reincidencia por haber sufrido ya una condena por lesiones 
y otra por disparo de armas, pero no procede la aplicación de la ley número 
3335, porque esa ley se refiere á la doble reincidencia especial y no á la ge- 
nérica. F. no ha sido condenado antes dos veces por disparo de armas: no 
hay, pues, doble reincidencia en ese delito; tampoco ha merecido dos con- 
denas por lesiones. » 

(2) Código chileno, artículo 12, inciso 16. Fué tomado del Código español 
de 1850. Conf. Actas de las sesiones de la comisión redactoradel Código 
Penal (Santiago, 1873), pág. 16. La única modificación introducida fué 
aceptar delitos en vez de delito : « el haber sido condenado el reo anterior- 
mente más de una vez, da una presunción bastante de mala fama en su 
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mado, respecto de saber si hurto y robo son delitos de la mis- 
ma especie (1). Y, sin embargo, allí admite la jurispruden- 
cia que « la condena por falta sirve para agravar la pena co- 
rrespondiente á un delito de la misma especie » (2). En cam- 
bio, tampoco está de acuerdo respecto de si la tentativa, la 
complicidad y el delito consumado, tratándose de idéntico de- 
lito, implican reincidencia (3). Todas estás anfibologías de la 
jurisprudencia derivan forzosamente de la deficiente redac- 
ción de la ley, pero el público en general no acierta á expli- 
carse cómo el mismísimo texto — que parece tan claro y sen- 
cillo — es interpretado de la manera más opuesta, no sólo en 
las diversas naciones que lo han adoptado, sino dentro de la 
mismanación, según sea el tribunal. 

Al sancionarse la lev de diciembre 19 de 1895, se modificó 
la redacción primitiva que decía « reincidentes por tercera 
vez», en vista de esta observación del diputado Domaría : 

coQtra. » Fué votado el Código en 1874. La redacción chilena fué incorpo- 
rada al castigo costarricense : artículo 12, inciso 1. Conf . R. Orozco, Elemen- 
tos de derecho penal de Costa Rica (San José, 1882), pág. 46. 

(1) Por la negativa : fallos de la Corte de Concepción, sentencia número 
4345, año 1889; id. de Serena, sentencia 2470, año 1885, y sentencia 3317, año 
1889. Por la afirmativa: Corte Suprema, sentencias 1177 y 278, año 1888; 
Corte de Iquique, sentencia 60, año 1898. Conf. P. J. Fernández, Código 
Penal de la República de Chile, explicado y concordado (Santiago, 1899), 
I, 119. 

(2) Corte de la Serena, sentencia 1625, año 1876. Conf. Fernández, op. cit. 

m 

I, 115. Es notable el voto del vocal Covarrubias, en la sentencia de la Corte 
Suprema, (s. 2724, a. 1883) : « al enunciar el artículo 12, número 16, como 
circunstancia agravante la de ser el reo reincidente en delito de la misma 
especie, ha comprendido tanto la falta como el delito y el crimen. » Contra : 
R. Vera, Código Penal comentado (Santiago, 1883), pág. 131. Se decide por 
la identidad absoluta « en el sentido más estricto de esta palabra» : A. Fuen- 
salida, Concordancias y comentarios del Código Penal Chileno (Lima 
1883), I, 111. 

(3) Véanse las diversas sentencias en pro y en contra, en Fernández, op, 
cit , 1, 119. 
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« Debe decir : por segunda vez, porque ya esto importa el ter- 
cer delito. La primera reincidencia es el segundo delito; la 
segunda, el tercero » (1). De acuerdo con esa inteligencia, 
han resuelto los tribunales que « la ley sobre reincidencia sólo 
es aplicable en la segunda reincidencia » (2). 

La jurisprudencia, contrariando la doctrina general, había 
resuelto que « el simple proceso terminado por gracia no bas- 
ta para la declaración de reincidencia » (3). Hoy precisamen- 
te con motivo de una cuestión que me tocó promover (4), se 
ha establecido lo contrario : « la aceptación de la gracia im- 
porta el desistimiento del recurso pendiente, quedando asi 
firme la sentencia apelada » (5). 

En cuanto á la manera de comprobarla reincidencia, se ha 

(1) Cámara de Diputados. Sesión de diciembre 4 de 1895. 

(2) Fallos, LXXIV, 215. 

(3) Fallos, XII, 285. 

(4) in re Pensó. Conf. E. Quesada, El derecho de gracia. ¿ Tiene la 
Cámara de Apelaciones la facultad de graciar procesados f (Buenos Aires, 
1899). 

(5) Fallo de marzo 23 de 1899. Esta nueva jurisprudencia, en caso que 
prevalezca, viene á destruir los funestos efectos de la tal «gracia ». L. M. 
Drago, Los hombres de presa, ensayo de antropología criminal (Buenos 
Aires, 1888, pág. 148), observa al respecto : « Mientras que en Francia se 
dicta la ley de deportación perpetua para los reincidentes en cuatro condenas 
de carácter condicional, nuestros tribunales se arrogan una especie de de- 
recho de gracia, no muy claramente compatible con la Constitución, y, con 
motivo de la pascua, de la navidad, de la feria ó de la semana santa, de- 
cretan la soltura de los procesados por pequeños delitos, que son, justamente, 
los que hacen de la delincuencia habitual su manera de vivir y su fuente de 
recursos. Se ha discutido en los últimos tiempos la legitimidad del derecho 
con que la administración de justicia, en la capital y las provincias, procede 
en ese sentido; pero cualquiera que sea la solución legal á que se llegue, no 
por esto el sistema, considerado en sí mismo, dejará de ser inconveniente, 
como que está en abierta contradicción con los más elementales postulados 
de la ciencia, y lleva directamente al entronizamiento peligroso del senti- 
mentalismo como razón y norma de gobierno. » 
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resuelto — de acuerdo con la doctrina aceptada por los trata- 

» 

distas y por la jurisprudencia extranjera — que debe probarse 
por testimonio en forma : « el informe de policía sobre la rein- 
cidencia no forma prueba » (1). 

Como el Código de Procedimientos en lo criminal dispone 
en su articulo 377, que no podrá decretarse la libertad bajo 
caución cuando el procesado fuera reincidente, y la ley nú- 
mero 2755 (2) establece que sólo las condenas corporales en 
causas de excarcelación bajo fianza podrán sustituirse por pe- 
nas pecuniarias, asi lo tiene resuelto la jurisprudencia (3) 
confirmando decisiones anteriores á la ley (4). 

Al sancionarse la reforma que hoy discute elH. Congreso, 
convendría dejar claramente fijado el concepto de la reinci- 
dencia^ en su sentido amplio, tal como la doctrina novísima 
sostiene : de ese modo quedaría definitivamente fijada la ju- 
risprudencia en ese sentido, y se evitaría la antinomia hoy 
existente. El Proyecto de la comisión de la H. Cámara (5) 
no modifica la redacción actual del Código : luego deja en pie 
la interpretación restrictiva déla jurisprudencia nuestra, que 

(1) Fallos, XIII, 186. Sentencia de noviembre 30 de 1889. Confirmada por 
la de mayo 30 de 1892 : Fallos, XXIII, 358. 

(2) Ley de octubre 16 de 1890. 

(3) Fallos, XXX, 120. Sentencia de agosto 18 de 1893. Confirmada por la 
de mayo 30 de 1896 : Fallos, LVI, 324. 

(4) Fallos XII, 118. Sentencia de julio 29 de 1889. « La práctica ha ne- 
gado siempre la sustitución de pena al reo reincidente. La negación de la 
excarcelación ai reincidente, tiene por objeto proteger el orden público con- 
tra un individuo de quien puede legítimamente sospecharse que abusaría de 
esa misma libertad para cometer nuevas transgresiones, y como tal sospecha 
subsiste y se robustece considerablemente después de una nueva condena- 
ción, hay doble motivo para rehusarle la libertad por el tiempo de su con- 
dena. » 

(5) Abril 30 de 1900. 
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sólo admite como reincidencia la especifica. Este vacío podría 
y convendría ser subsanado, La reforma sólo introduce la pena 
de deportación, que reglamenta con el criterio de la ley fran- 
cesa de 1885 (1). «La comisión — observó Ri varóla (2) — 
no proyecta ninguna reforma en el artículo 84 : en la aplica- 
ción del Código Penal se han revelado en este punto erro- 
res que el proyecto de la comisión no salva. En el artículo 
84 (del Proyecto de 1891) se define la reincidencia según un 
criterio que la comisión debió admitir, ya que acepta la de- 
portación de los reincidentes. » El catedrático de derecho pe- 
nal en la Universidad de la capital decia á su vez (3) : « de 
muy diversa manera legisla el Proyecto de 1891 la materia 
de la reincidencia, y preciso es reconocer que la manera como 
la encara armoniza plenamente con los progresos modernos 
de la ciencia criminal ». Y analizando las disposiciones que la 
comisión de la H. Cámara deja vigentes, agregaba : « Ante 
el Código Penal, la reincidencia representa un antecedente 
personal que aumenta la responsabilidad en condiciones idén- 
ticas á cualquier otra circunstancia agravante. Pero la rein- 
cidencia sólo reviste caracteres legales de tal, cuando el cul- 
pable ha sido castigado anteriormente por delito á que la ley 
señale igual ó mayor pena... Con un criterio tan estrecho y de- 



(1) La Nación (septiembre 10 de 1900) observaba con razón : « La reforma 
alcanzará perfectamente los objetos considerados por la Cámara, substi- 
tuyendo ventajosamente á la ley en vigor sobre reincidentes, que carece de 
eficacia práctica, debido á que su autor, el ex-ministro de justicia, doctor 
Zapata, no se atrevió á abordar la indicación hecha en 1893 al Poder Ejecu- 
tivo por el ex-jefe de policía, general Viejobueno, quien aconsejaba la adop- 
ción de la ley francesa de 1885, para extirpar el considerable grupo de 
delincuentes incorregibles que han convertido esta capital en teatro de 
sus periódicas hazañas. » 

(2) R. RiVAROLA, La reforma penal. Análisis del proyecto de la comisión 
de la Cámara de Diputadas (Buenos Aires, 1900). 

(3) O. Pinero, Reforma de la legislación criminal (Buenos Aires, 
1900). 
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ficiente, nuestra ley penal prescinde de una apreciación cum- 
plida de la desmoralización del delincuente, revelada por el 
hecho mismo de perseverar en la carrera délos delitos...» 
En el seno mismo de la H. Cámara se observó análoga cosa : 
(( La comisión — decía el diputado Cullen (1) — ha dejado 
subsistente el criterio actual respecto de la reincidencia, que 
establece : únicamente se considera reincidente á aquél que 
comete delitos de la misma especie ó que comete delitos de 
distinta naturaleza, pero merezcan uíla pena igual ó mayor al 
delito que se cometió. La comisión, para ser lógica, al esta- 
blecer la pena de deportación, debió haber modificado los ar- 
tículos del Código, y aceptar el principio que para mi es el 
mejor principio moderno, que está aceptado por todos los có- 
digos y leyes sobre reincidencia: esto es, la reincidencia en 
género. » A esto contestó el diputado Argorich (2): « El des- 
pacho dice qué, cuando concurran las condenaciones siguien- 
tes, se aplicará le pena de la deportación : lo cual quiere de- 
cir que comprende la fórmula más amplia y general posible » . 

Desde que todos están de acuerdo en considerar á la rein- 
cidencia en su más amplio concepto, es indispensable esta- 
blecerlo claramente asi, en presencia de la jurisprudencia 
contraria corriente. ¿Por qué no aprovechar, entonces, la 
oportunidad que brinda la discusión actual de las reformas al 
Código Penal (3), pendiente hoy del H. Senado? Nada sería 

(1) H. Cámara de Diputados. Sesión de junio 20 de 1900. 

(2) H. Cámara de Diputados. Sesión de junio 22 de 1900. 

(3) O. Pinero, Op. cit.^ dice : « El proyecto de la comisión de la Cá- 
mara ha adoptado la legislación de la reincidencia del Proyecto de Código 
de los doctores Pinero, Rivarola y Matienzo, que la castiga con la relegación 
por tiempo indeterminado en una isla, según sean la calidad de las penas 
impuestas y el número de las condenaciones. Se prescinde, pues, de toda 
apreciación sobre la especie dé los delitos. Pero, como omite definir lo que 
debe entenderse por reincidencia, quedarán subsistentes las calificaciones 
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más sensillo que refundir en uno los dos incisos (19 y 20) del 
respectivo artículo (84) del Código vigente : i< Haber sido con- 
denado anteriormente por delito de igual ó diversa especie, y 
cuya pena haya sido mayor, igual ó menor, que la nueva que 
corresponda aplicar.» Y como (1) los tribunales toman en 
cuenta las circunstancias agravantes, teniendo en considera- 
ción la naturaleza y accidentes del nuevo delito, las diversas 
modalidades de reincidencia serian debidamente apreciadas, 
gracias á la latitud de criterio (2) para recorrer toda la ex- 
tensión de cada pena, desde el máximun hasta el minimun, 
(( según su prudente arbitrio » (3). Con esa reforma, la rein- 
cidencia seria siempre^ penada y no existirían las diferencias 
chocantes actuales, según la categoría de las penas, y esca- 
pando las de delito de pena menor, malgrado su gravedad in- 
trínseca. 

En las consideraciones anteriores concreto mis referen- 
cias á los delitos del Código Penal, porque la Constitución 

del Código para establecerlo, es decir : haber sido el culpable castigado ante- 
riormente por delito á que la ley señale igual ó naayor pena, y ser reinci- 
dente de delito de la misma especie. Tendremos, pues, la mayor incoheren- 
cia y confusión para deñnir las condiciones del reincidente : por un lado, lo 
consideramos como tal, sólo cuando cometa delitos de la misma especie; 
otras veces, se requerirá para declararlo, que haya sido castigado anterior- 
mente por delito que tenga igual ó mayor pena al que motiva el proceso 
actual; y otras, en fin, con arreglo á la extensión de la reforma proyectada, 
se llegará á tener en cuenta únicamente las condenaciones, se haya hecho ó 
no efectivo el castigo que ellas imponían; y estas ambigüedades, para enca- 
rar una condición que lleva como pena accesoria la deportación por tiem- 
po indeterminado...! Los resultados son fáciles de preveer : en medio de las 
distinciones interminables, en que se holgará la interpretación jurídica, para 
determinar si el inculpado es ó no reincidente, la negativa habrá de prevale- 
cer en la mayoría de los casos ; y, con ella, la impunidad del delincuente 
profesional. » 

(1) Código Penal, artículo 88. 

(2) Código Penal, artículo 52. 

(3) Código Penal, artículo 53. 
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Nacional (1) ordena que no exista en el país entero sino una 
sola legislación penal, « sin que altere las jurisdicciones lo- 
cales, correspondiendo su aplicación á los tribunales federa- 
les ó provinciales, según que los casos ó las- personas caye- 
ren bajo su respectivas jurisdicciones ». No se me oculta que 
tal no es lo que sucede, y que, concurrentemente con el Có- 
digo Penal de la nación existe una ley federal que designa 
los crímenes cuyo juzgamiento compete á los tribunales na- 
cionales, estableciendo su penalidad (2). De ahí que, en un 
mismo lugar, el mismísimo delito tenga dos penalidades ab- 
solutamente diferentes (3). Nada puede ser más chocante á 
los ojos de la razón y aúYi del sentido común : á pesar de que 
la comisión de la H. Cámara de Diputados no ha creído 
deber solucionar la dificultad, haciendo desaparecer esa dua- 
lidad monstruosa (4), abrigo el convencimjeryto de que esto 

(1) Artículo 67, inciso 11. J/^> ^\\ 

(2) Ley de setiembre 14 de 1863. 

(3) « La cuestión, — dice R. Rivarola, Orígenes y eoolución cit, — podría 
no haber tenido importancia alguna si, dividida la penalidad en dos listas de 
penas y delitos, un mismo sistema y medios de reprensión hubieran sido 
usados en los dos. Pero es todo lo contrario lo que ha ocurrido y ocurre con 
la vigencia simultánea del Código Penal y de la ley federal. Una y otra 
adoptan distintos modos de represión, y cuando les dan una denominación 
análoga los usan en una medida distinta. Así, por la ley federal la prisión se 
aplica desde 1 mes hasta 6 años, mientras que en el Código esta pena no ex- 
cede de 3 años, ni puede ser menor de 1. Los trabajos forzados se imponen 
por la ley federal desde 3 meses hasta 10 años, mientras que en el Código el 
mínimum de presidio, que correspondería á aquella denominación, es de 3 
años y el máximun, de tiempo indeterminado ». 

(4) « Por lo mismo que las leyes penales encierran las sanciones más se- 
veras del derecho general, — dice O. Pinero, loe. cit.y — deben ser pre- 
sentadas en forma que generalice y facilite su conocimiento por parte de to- 
dos : así advierten y precaven á las tentaciones humanas. Y es indudable 
que nada responde mejor á este' alto destino de las leyes penales, como su 
integración en un solo texto de legislación. Tal debió ser el propósito consti- 
tucional, al establecer un solo Código Penal, cualquiera que fuere la juris- 
dicción llamada á conocer y juzgar. La comisión posiblemente ha creído 
llegar áesta unidad de legislación, cuando ha establecido que «aquellos deli- 
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no podrá tardar. Mientras eso no suceda, tampoco se compu- 
tará la reincidencia en estos casos : así, un mismo delito de 
cohecho, juzgado y penado con arreglo á la ley de 1863, y 
vuelto á cometer más tarde en el mismo lugar, pero cas- 
tigado de acuerdo con el Código Penal, continuarán siendo 
extraño uno al otro y no se considerará reincidente el segundo 
delito. 

La solución pugna con el buen sentido, pero tiene su ex- 
plicación en la diversidad de las penas : así, la falsedad en un 
documento público tiene pena de prisión por el Código, y de 
trabajos forzados por la ley de 1863, r- sucediendo que, á las 
veces, el mismo día, igual delito cometido en el mismo lugar 
por dos personas diversas, con las mismas agravantes ó ate- 
nuantes, lleva á un reo á la prisión, y al otro... á presidio. 
¿Cómo computar entonces esos antecedentes á los efectos de 
la reincidencia? Convendrá, por ende, aprovechar la oportu- 
nidad de las reformas aún no sancionada, para solucionar esas 
incongruencias. 

Resumiendo, pues, esta exposición : puede afirmarse que 
hoy, en el derecho argentino, la doctrina de la reincidencia 
abarca toda infracción, cometida y juzgada con anterioridad, 
con prescindencia de la penalidad respectiva. En ese sentido 
se hace necesario aclarar dicho concepto en la ley. Según la 
clase de reincidencia y el número de condenaciones anterio- 
res, á la agravación de la nueva pena se unirá la accesoria de 



tos deünidos en este Código, cuyo juzgamiento ó conocimiento compete á la 
justicia ordinaria ó local, pero que por excepción correspondan al fuero fe- 
deral, serán castigados con arreglo á este Código, quedando derogadas las 
disposiciones de justicia federal, contrarias á él ». Por virtud de esta dispo- 
sición se habrá evitado, sin duda, la dualidad de legislación en varios de los 
delitos, pero quedará subsistente para ciertos otros, como la rebelión ó sedi- 
ción. Tenemos, pues, multiplicidad de hechos penales, en vez de un Código 
Penal, como lo manda la Constitución. » 

4 
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deportación, reformando así la ley vigente de 1895, que ha 
resultado estrecha y deficiente (1). 

La reincidencia amplia ha sido, además^ expresamente 
reconocida por los términos inequívocos en que la establece 
el Código de Procedimientos (2), que deniega la excar- 
celación « cuando el procesado fuera reincidente », lo 
que evidentemente abarca los dos casos de los incisos 19 
y 20 del artículo 84, Código Penal. Lo que se propone la 
ley es, efectivamente, penar al delincuente que reincide en la 
criminalidad; que, después de cometido un delito, vuelve á 
cometer otro ú otros, demostrando así que es un incorregible 
y que se ha convertido en un profesional del crimen. Para 
ello es indiferente que repita exactamente el mismo delito ó 
que cometa otro; más aún : es quizá más peligroso el delin- 
cuente que^ penado por una transgresión, lleva á cabo otra 
de diversa especie, porque eso indica que sus instintos crimi- 
nosos sonmás variados y que, por ende, es más peligroso para 
la sociedad. La gra/edad del delito, por otra parte, no se 
aquilata por su naturaleza sino por el criterio de la penalidad: 
todo delito de igual pena es igualmente grave á los ojos de 
la ley. Cometer nuevamente delitos de igual ó mayor penali- 
dad es, por lo tanto, reincidir en delitos de idéntica gravedad 
y sería absurdamente ilógico considerar que es sólo peligro- 

(1) o. PiÑBRO, op. cU., observa: « La ley de 1895 no altera la dureza de 
la pena impuesta al delito por razón de las reincidencias en que haya incu- 
rrido su autor : sólo cambia el sitio en que ha de ser cumplida. Y así sucede 
á menudo que cuando se trata de los delitos menores, que son precisamente 
aquellos que dan mayor tela á las reincidencias repetidas — como son los 
hurtos, las raterías, las pequeñas defraudaciones, las violaciones de domici- 
lio, etc., — el reincidente ha cumplido su condena quizá mientras vaya en 
viaje para la Tierra del Fuego: de tal suerte que el modo de cumplirla pena 
le proporciona una excursión saludable á la vez que pintoresca.» 

(2) Art. 377. Con razón un comentador — E. Sobral, Estudios prácticos 
sobre el Código de Procedimientos (Buenos Aires, 1898) — observa : « no 
se debe hacer diferencia de clase de delito, para que sea reincidente el pro- 
cesado : basta saber que ha sido penado por un delito. » 
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SO el delincuente que repite la mismísima infracción y que no 
lo es el que comete otra, que la ley penal, al señalarle igual 
pena, reputa igualmente reprensible. No se comprendería la 
disposición fuadamental del artículo 377, Código de Procedi- 
mientos, si hubiera de aceptarse que su inciso 1^ se refiere sólo 
ala reincidencia en especie, calificada por el inciso 20, artículo 
84 del Código Penal ; porque, especificando el inciso 2° de aquel 
artículo, tan sólo la reiteración ó concurrencia, como otras cau- 
sales de ladenegación deexcarcelación, resultaría que la graví- 
sima reincidenciagenérica,previstaen el inciso 19 del artículo 
84 citado, no obstaría á dicha excarcelación; lo que daría este 
resultado absurdo : que los criminales más peligrosos, precisa- 
mente aquellos avezados á cometer diversas clases de crímenes, 
podrían ser impunemente puestos en libertad bajo caución. 

La ley número 3335 usa, como el Código de Procedimientos, 
el solo término de « reincidencia». Desde luego, pues, hay que 
atenerse á la letra del mismo, á su simple significado grama- 
tical y no cabe anfibología posible: la reincidencia es la repe- 
tición de la delincuencia. Al usar el término general de «rein- 
cidentes » , dicha ley no se ha limitado á la específica, sino 
que se ha referido á la reincidencia en general, puesto que 
su objeto era moralizador y no podía someterse á los esfuer- 
zos de una hermenéutica jurídica demasiado medrosa. Pero 
debe aprovecharse la ocasión de la reforma que se discute 
para alejar toda duda, con lo que se evitaría continuara ri- 
giendo la presente jurisprudencia restringida. 

Y, por último, con claridad meridiana debe evitarse todo 
equívoco que menoscabe la unidad territorial de la legisla- 
ción penal : la reincidencia debe computarse respecto de de- 
litos comunes cometidos en cualquier parte del territorio de 
la república, juzgados por cualquiera de las jurisdicciones 
locales ó federales, de las 14 provincias y de la capital y terri- 
torios federales. Hoy esto no sucede. 
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II 



COMPROBACIÓN DE LA REINCIDENCIA 

Las manifestaciones hechas en el H. Congreso al discutir- 
se la ley de 1895, demuestran que el peligro de la reinciden- 
cia sólo ha sido estudiado por cifras poco fidedignas y que no 
permitían deducir conclusiones estrictamente científicas. To- 
dos están conformes en la magnitud del peligro, pero menes- 
ter sería analizarlo. 

No me inclino á la opinión de los que consideran el fenó- 
meno de la reincidencia como meramente antropológico (1) : 
paréceme, por el contrario^ que es más bien económico y so- 
cial. Las estadísticas europeas demuestran que el 69,3 Vo de 
los reincidentes son delincuentes contra la propiedad : robo, 
hurto y sus diversas variantes (2). Su intensidad es, ademas, 
variable según la clase de delito y la nación donde se comete, 

(1) « El criminal — dice Lacassagne — con sus caracteres antropomé- 
tricos y otros, no nos parece tener sino una importancia secundaría. Todos 
esos caracteres pueden encontrarse, por otra parte, en personas honradísi- 
mas. » Y Sergi añade : « No creemos que los signos de degeneración sean 
absolutamente la causa del crimen. Algunas veces, el signo exterior es limi- 
tado y no implica consecuencias graves en la totalidad de las funciones 
psíquicas. » La escuela lombrosiana hoy día ha decaído : sus adversarios la 
atribuyen una ligera dosis de charlatanismo científico. Conf . A. Riant, Les 
irresponsables deoant la justice (1888) pág. 230. Sin embargo, ya Kepler 
dijo : scire est mensurare. 

(2) BÉLO FoLüEs. Die StatisUk der Recidioitát. He aquí el cuadro que trae : 

En general Reincidentes 

Muerte 7.7 3.7 

Asesinato 19.9 7.8 

Infanticidios, etc 0.7 0.1 

Lesiones corporales 13.6 4.6 

Hurto y robo 39.7 69.3 

Asalto y defraudaciones 7.7 7.7 

Contra las costumbres 1.5 0.2 
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El aumento de la reincidencia es un hecho comprobado, sobre 
todo en los grandes centros y á medida que, con los adelan- 
tos de la civilización, las necesidades materiales aumentan 
y se tornan más difíciles los medios para satisfacerlas. Es 
también un hecho explicable que los delincuentes jóvenes 
tengan menos reincidencias : sin duda no han tenido mucho 
tiempo para repetir sus hazañas. También lo es que los deli- 
tos contra las personas demuestran menor número de rein- 
cidentes: probablemente la mayor duración de las penas im- 
piden la repetición exagerada. Las mujeres delincuentes son, 
por otra parte, más reincidentes que los hombres (1). Reinci- 
den menos los delincuentes que tienen familia : pero son menos 
frecuentes los que han recibido alguna instrucción (2). La falta 
de profesión y de fortuna es también otro factor de la reinci- 
dencia. Y es evidente el hecho tristísimo de que aumenta el 
número de los «incorregibles», estoes de aquellos que mul- 
tiplican sus reincidencias: quizá debido á la cuasi imposibi- 
lidad en que se encuentran, al salir de las cárceles, para ob- 
tener trabajo y ser bien recibidos por la sociedad (3). Por 
último, está averiguado que es mayor el número de reinci- 
dentes entre los delincuentes de menor cuantía : fenómeno 
evidente entre nosotros, por la lenidad de las penas de arres- 
to y prisión (4). 

(1) Tarde observa : « Losjemmes se déplacent et se rassemblent moins. » 

(2) Así, en 1891, la aplicación de la ley de deportación en Francia, dio 
este dato curioso : de 756 deportados, 184 eran analfabetos, ó sea 24 •/• ; 541 
sabían leer y escribir, ó sea 72 Vo ; 31 tenían una instrucción elemental, ó 
sea 4 Vo; y n¿ uno solo tenía instrucción superior. En las mujeres, la pro- 
porción fué idéntica : de 73, eran analfabetas 29; y sabían escribir y leer, 
42 : solamente 2 tenían una instrucción elemental, y ni una sola, una su- 
perior. Conf. : Archioes d'anthropologie criminelle, VIII, 208. 

(3) CoLAJANNi, Sociología criminale, II, 671. 

(4) LisTZT, Zeitschrift Jür die gesammte Stra/rechtswissenscha/t, sostiene 
que, en la mayoría de los países, es menor el número de reincidentes en de- 
litos de la misma especie. Contra Foldes, loe. cit. 
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Careciendo de datos estadísticos respecto de nuestro país , 
preciso es considerar á los reincidentes en conjunto, y proce- 
der á su respecto como si todos fueran igualmente peligrosos. 
Sería de desear, pues, que se llenara ese vacío y pudiera 
entonces estudiarse esta importantísima cuestión con un cri- 
terio positivo : dada la índole de esta república, inundada 
por inmigrantes adultos, es indudable que la importación de 
delincuentes « profesionales « ha de influir sensiblemente en 
la criminalidad del país. Se impone, por eso, elestudio del 
problema del punto de vista internacional, y, sin pretender 
que las condenaciones pronunciadas en el extranjero puedan 
legalmente producir aumento de la pena al juzgar nuestros 
tribunales los nuevos delitos, fuera de duda está la conve- 
niencia de obtener esos antecedentes y de producirlos en jui- 
cio, siquierapara apreciar la clase de delincuentes que se 
procesa (1). 

Para llegar á ese resultado, necesitaríase primero conocer 

(1) La tendencia contemporánea, al dividir en dos secciones ideales la cla- 
sificación de los delitos en cada Código, distingue los que son comunes á 
todos los paises y cuyas legislaciones califican con más ó menos severidad; 
y los que no lo son, y que unos aceptan y otros rechazan, ó que son mera- 
mente nacionales. Acepta, entonces, tomar en consideración, á los efectos 
de la reincidencia, las condenaciones anteriores en otros paises pero redu- 
ciendo la pena extranjera á la establecida en el Código nacional : relativa 
reincidencia, acordada á la categoría de delitos comunes á todos los países, 
como hurto, robo, etc. En cuanta á la segunda categoría, se eliminan todos 
los delitos de carácter local, como sedición, etc. ; y de los otros, sólo se to- 
man en cuenta los que más se acercan al tipo de los comunes : por ejemplo, el 
delito de sodomia, previsto en unos códigos y suprimido hoy en otros. 
Puede decirse que esta faz de la reincidencia, ó sea su internacionalización, 
está aún en el período de los tanteos : pero su importancia es tan evidente, 
y es tan grande la necesidad en que están todos los paises de asegurar una 
defensa común contra un peligro que también es común, que pronto ha de 
ser resuelto definitivamente, no ya por tratados parciales ó por simples con- 
venciones diplomáticas, sino por conferencias internacionales que planteen 
reglas uniformes : como se ha hecho ya con la organización del servicio 
postal, para no citar sino un ejemplo. 
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con exactitud las reincidencias dentro del país mismo, y esto, 
que en todas las naciones civilizadas es un problema resuelto 
hace largo tiempo, es todavía para nosotros una incógnita 
singular. A pesar de la unidad territorial de nuestra legisla- 
ción penal, en el hecho un delito cometido y juzgado en una 
provincia pasa desapercibido en otra y no influye para nada 
en el juzgamiento de una delincuencia nueva; la reinciden- 
cia, pues, no se aprecia sino dentro de los limites de cada 
jurisdicción local, lo que produce el absurdo de que un cri- 
men cometido en una orilla del Riachuelo no le sea tenido 
en cuenta al criminal que, condenado ya, comete otro en la 
orilla opuesta. En la justicia criminal de la capital, por ejem- 
plo, sólo se cuentan los antecedentes judiciales locales de los 
procesados, yeso mismo con arreglo á los registros, deficien- 
tísimos y anti-cientificos, llevados en la alcaidía de policía. 
Este es un estado de cosas jurídicamente intolerable, y 
que amenaza hacer de este país la Jauja de los delincuentes. 

Por ello, sea cual fuere la forma en que se resuelva modi- 
ficar la legislación existente sobre reincidencia, es indudable 
que, al aplicarla, se tropezará con esta gravísima cuestión 
previa: ¿cómo establecer en la práctica que un detenido, 
acusado por cualquier delito, es ó no reincidente? 

Dado nuestro régimen federal de gobierno, las leyes de 
fondo son de atribución nacional, pero las de forma corres- 
ponden á las provincias. De ahí la primera dificultad, porque 
las leyes procesales no son uniíormes en todo el país. Cada 
organización judicial local observa, en lo relativo á la 
filiación de los presos, prácticas arbitrarias y rutineras (1). 

(1) Lo curioso es que la ley de septiembre 14 de 1863, sobre procedimientos 
en los tribunales nacionales para los delitos de fuero federal, establece en 
su artículo 352 que « el sumario en las causas criminales se instruirá en la 
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Así, tomando el Código de Procedimientos en lo criminal 
que rige en la capital, puede afirmarse que ha encarado aquel 
problema de una manera muy deficiente. Teniendo en cuenta 
que, en todas partes del mundo, la primera precaución que 
adopta un delincuente « profesional » para despistar á la jus- 
ticia, es borrar todo rastro relativo á sus antecedentes judi- 
ciales, asumiendo para ello un falso nombre, dispone el 
artículo 270 que « si el presunto reo, al recibirle su declara- 
ción, negare su nombre y apellido, su nacionalidad ó domi- 
cilio, ó lo fingiese, se procederá á identificar su persona por 
medio de testigos de reconocimiento, y, en su defecto, por 
los medios que parezcan oportunos ». Hay cierta ingenuidad 
en esa disposición : ¿ cómo puede el juez, primafacie, saber 
si el nombre que el acusado da, es verdadero ó no ? Necesita 
tener alguna base para sospechar. ¿ Y cuáles son los datos 
de que, con arreglo á la ley, ha podido disponer ? Los esta- 
blece el articulo 271 : « á fin de que puedan servir como 
prueba de identidad, se harán constar con la minuciosidad 
posible las señas del procesado ». Esto es de una vaguedad 
desesperante : cada actuario anotará las que le parezcan más 
salientes, y resultará lo que pasa con las papeletas de enro- 
lamiento y la filiación que llevan al margen, á saber, que 
pueden aplicarse indistintamente á muchos individuos á la 
vez, y que, con ellas, no puede honestamente decirse que 
corresponden á un individuo determinado. Además, el artí- 
culo 241 indica taxativamente qué datos son los que deben 



forma que se observa en los juzgados de provincia », con lo que consagraba 
las deficiencias y rutina imperantes, y sancionaba esta incongruencia : que, 
dado el caso que variaran las leyes procesales de las diversas provincias — 
lo que ha sucedido — y que en unas se observara un procedimiento y en 
otras, otro, los tribunales federales observarían á su vez esa pintoresca varie- 
dad de procedimientos, según fuera la provincia donde funcionaren I Las 
leyes federales de 1863 están clamando, á gritos, por una reforma funda- 
mental. 
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consignarse : « su nombre y apellido, sobrenombre ó apodo, 
si los tuviere, edad, profesión ú oficio, patria, domicilio y 
residencia », agregando : « si ha sido procesado en alguna 
otra ocasión; y, en su caso, por qué causa, en qué juzgado, 
qué sentencia recayó, y si ha cumplido la pena que se le im- 
puso ))... Legalmente, pues, todo depende del procesado, 
que dirá verdad ó no, según le parezca. En la práctica, como 
la policía desempeña la función judicial de instruir el suma- 
rio de prevención, al detener al inculpado le da entrada en 
en el registro de detenidos en la alcaidía : alli se ' anota el 
nombre que da el detenido y los datos de nacionalidad, edad, 
profesión é instrucción, que igualmente suministra, agre- 
gándose el color del pelo, ojos y señales visibles, si las 
hubiere. Con esos datos se ve si en el registro ha tenido 
otras entradas, y esto se comunica á los jueces. No puede, 
por lo tanto, ser más informal esa comprobación de la reinci- 
dencia « á ojo de buen cubero». 

Y si esto sucede en la ciudad más populosa de la república, 
cuya policía cuenta con un personal experto y con empleados 
avezados á reconocer un delincuente malgrado los disfraces 
más ingeniosos que adopte, ¿qué no sucederá en otras pobla- 
ciones del país? Es cierto que, cuanto menos numerosa sea 
la población de un lugar, más hacedero es aquel sistema pa- 
ternal de reconocimiento, porque en los villorrios se conocen 
todos, y la policía, á ojos cerrados, sabe cuál es la vida y 
milagros de cada uno de los habitantes . La dificultad aumenta 
á medida que la población se multiplica, sobre todo, debido 
á bruscas accesiones de inmigrantes. Á poco resulta inapli- 
cable el tradicional sistema anterior. ¿Cómo hacer entonces? 

Antes de examinar el grado de exactitud que tienen datos 
semejantes y de entrar al estudio de la identificación auxi- 
liar antropométrica que funciona en dos ó tres puntos de la 
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república, debe partirse de aquella base para apreciar cómo 
es que los diversos tribunales del país pueden comprobar la 
reincidencia, y llegar á esta conclusión : que, en conjunto, 
la justicia argentina libra á los mismos procesados el comu- 
nicar si son ó no reincidentes ! 



§1 



Comprobación de la reincidencia en el extranjero 

Ese estado de cosas no es, indudablemente, una peculia- 
ridad argentina: en las demás naciones ha pasado otro 
tanto... pero hace tiempo que ha sido modificado. Parodian- 
do una frase de Ortolan, puede decirse que las leyes proce- 
sales comienzan por esas indicaciones vagas y elementales : 
es como de instinto que se llega por ellas á conocer los 
antecedentes de los delincuentes: es la infancia de la 
legalidad sobre este punto ; á medida que la ciencia penal se 
va. desarrollando y que la vista del legislador adquiere 
mayor extensión, llegan las previsiones y los reglamentos 
técnicos sobre identificación, rigurosamente científica, de 
los reos, estableciendo registros judiciales donde se archiva 
la historia de la delincuencia y cada delincuente tiene su 
página completa. 

¿Cuál ha sido la marcha de esa evolución en otros países, 
y cuál es el estado actual de la reglamentación respectiva ? 

En Francia, la legislación, hasta que se dictó el Código de 
instrucción criminal, nada especificaba sobre reconocimiento 
de la identidad de los detenidos. Fué un caso judicial el que 
obligó á reglamentar la materia (1) : bajo el consulado se 

(1) Hacia fines del año VIII el tribunal deTArdéche tuvo que resolvéroste 
caso : un condenado, evadido de la prisión, fué nuevamente aprehendido y 
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dictó una ley que establecía un juicio contradictorio, con 
audiencia de testigos, en cualquier caso de duda. Hoy es el 
ministerio público el que resuelve esa cuestión previa (1). 
Los datos de la filiación se exigen con arreglo á los términos 
del articulo 310 del Código de instrucción, y se consignan 
en una fórmula sencilla : nombre y apellido, domicilio, edad, 
profesión, estado civil, condenas y procesos anteriores, clase 
de los robos, fecha de los crímenes, fecha de la detención (2). 
El artículo 600 del Código de instrucción obliga á los 
actuarios á formar registro alfabético con las sentencias y 
extracto de cada proceso : debiendo enviar trimestralmente 
copia al ministerio de justicia, el cual organiza un archivo 
general con esos elementos (3). Pero, á pesar del auxilio de 
semejante archivo, era frecuente el caso de reincidenles que 
daban falsos nombres : las policías conocían, por la práctica 
diaria, á gran parte, — los llamados chevawc dei^etour{A)^—- 
pero en otros casos el ministerio público, y los mismos 
jueces, al instruir el proceso, se veían obligados á tratar de 
comprobar la identidad : para ello se recurrió á la fotografía, 

negó ser la misma persona. Como se trataba de una condena á la pena de 
muerte, el asunto hizo ruido: ¿cómo comprobar la identidad del detenido? 
El Cuerpo Legislativo dictó entonces la ley de 22 frimario, año VIII, esta- 
bleciendo el juicio contradictorio. Conf . exposición de Albisson, en Logré 
XXVIl, p. 194. Se confirió jurisdicción al tribunal de la sentencia y no al 
jurado; esa fué la jurisprudencia primitiva : Casación, agosto 5 de 1834; hoy 
es atribución del jurado : Casación, mayo 1839. Conf. C. Ffiérejouan du 
Saint, Traite tkéorique et pratíque de la Cour cTAssises (Paris, 1896), pág. 
183. En el mismo sentido : Le Sellyer, Traite de la compétence et de 
Vorganisation des tríbunauas chargés de la répression (Paris, 1875), I, 549. 

(1) Casación : junio 5 de 1834. Conf. Massabiau, Manuel du Ministére 
Public (Paris, 1857), III, 273. 

(2) Conf. modelo respectivo, en Vallet & Montagnon, Manuel des ma- 
glstrats du Parquet (Paris, 1899), I, 319. 

(3) Este archivo fué reorganizado por circular de noviembre 6 de 1850, y 
ha servido de base al «Casier judiciaire». 

(4) J. GuYOT, La Pólice (Paris, 1884), pág. 405. 
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y se hadan circular profusamente por todas las policías y 
cárceles del país los retratos de los sospechados (1). La 
eficacia del procedimiento era dudosa (2). 

La cuestión era muy seria. « No basta legislar contra los 
re incidentes : es menester poder aplicar las disposiciones 
dictadas y, para ello, reconocer al reincidente, establecer su 
identidad. Si un individuo anteriormente condenado bajo un 
nombre dado, toma después otro y sostiene que se encuentra 
virgen de toda condena, ¿cómo podrá convencérsele déla 
falsedad y volver á encontrar su estado civil? Sin duda, si 
delinquiera nuevamente en el mismo lugar donde cometió 
la primera infracción, y fuera juzgado por los mismos jueces 
que antes lo condenaron, ó detenido en la misma cárcel 
donde anteriormente estuvo, el reconocimiento de su identi- 
dad es, sino fácil, por lo menos posible (3). Pero ese es un 
caso excepcional, y se comprende que más frecuentemente 
el condenado huye de donde puede ser vigilado y sospecha- 
do. Los individuos condenados repetidas veces viajan con 
frecuencia : no hay viajeros más infatigables que los reinci- 
dentes. . . Reconocer, pues, en cualquier momento la identi- 
dad de los reincidentes, tal era el problema que debía 



(1) Fué tan grande el abuso hecho de la fotografía, que el gobierno tuvo 
que contenerlo por circular de febrero 23 de 1887: «el uso inmoderado y 
muy dispendioso que se hace de la fotografía para poder comprobar la iden- 
tidad del inculpado ». Los resultados que se obtenían no correspondían al 
esfuerzo : P. Sarraute, Manuel dujugc d'¿nstruct¿on(Pa.TÍSy 1890), pág. 316. 

(2) Es interesante, á este respecto, el informe presentado por Bertillon, en 
marzo 22 de 1894, con motivo del caso curiosísimo de la identidad del falso 
Pauwels y del falso Rabardy : conf. Archices cVanthropologie criminelle^ 
IX, 276. 

(3) Precisamente es lo que pasa entre nosotros : hay empleados baqueanos 
que, en la policía y en la Penitenciaría, son capaces de reconocer á la ma- 
yor parte de los « huéspedes» antiguos que vuelven. Pero. . . es siempre ua 
reconocimiento «aojo de buen cubero». ¿Y la prueba legal? 



— 61 — 

resolverla justicia represiva (1), después que la organización 
del archivo criminal, el casier judiciawe, hizo más frecuen- 
tes los cambios de nombres en los procesados. Una solución 
se imponía imperiosamente, sobre todo después de concebida 
la legislación sobre deportación de reincidentes. Los medios 
que poseía la justicia de instrucción para reconocer, en caso 
de negativa, á un individuo ya condenado; la filiación y la 
fotografía, eran manifiestamente insuficientes. » Tal era, en 
verdad, el estado de la cuestión en 1882 (2). 

Los médico-legistas se habían ocupado con empeño de 
resolver el problema, presentando una fórmula de eficacia. 
(( La cuestión de identidad, afirmaban con razón (3), domina 
toda la instrucción criminal. » Para resolverla, era menester 
estudiar los caracteres anatómicos, el estado del sistema 
óseo, y la inspección del sistema dental, de la estatura, del 
número y coloración de los cabellos, y, por último, las 
cicatrices ó señales profesionales: tal era la doctrina de 



(1) La policía de Paris había logrado contiauar con regularidad sus regis- 
tros de criminales, desde 1766 : cada condenado tenía su carpeta, con su 
filiación y sus antecedentes ; en 1832 fué reorganizado metódicamente ese 
enorme archivo, que tenía millones de carpetas. Todos los datos de ese gé- 
nero, de cualquier parte de Francia, eran enviados en duplicado á ese 
archivo central, cuyo manejo constituía una ciencia suigeneris. Esos som- 
miers judiciaires, como se les llamaba gráficamente, eran preciosos, y M . 
DU Camp, Paris, ses organes. ses fonctions et sa cié (1876), III, 102, los 
elogia con justicia. Pero el reconocimienio de un reincidente era siem- 
pre, — en caso de negativa y no siendo muy conocido el delincuente, — un 
asunto arbitrario : era menester una especie de investigación previa en el 
archivo, y tratar de abrumar con datos y pruebas al recalcitrante ; en última 
tesis, los tribunales no podían prestar fe legal á semejante prueba ; no era 
sino un dato aproximativo, y, sobre todo, excesivamente arbitrario, porque 
no era controlable por un profano. 

(2) Lepine, Repertoire de Pólice administratioe et judiciaire (Paris, 1896), 
1, 1144. 

(3) CouTAGNE, Manuel des expertises medicales, pág. 48. 
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Legrand du Saulle (1). Otros sostenían que el método más 
certero, era determinar las particularidades délas cicatrices, 
clases de pelo, tatuaje eventual, y deformaciones profesio- 
nales (2). Los tribunales vacilaban, y cada caso difícil era, 
en realidad, resuelto por la pericia médico-legal, según la 
doctrina y la ciencia del respectivo perito. La determinación 
se hacía con relación al sexo, edad, caracteres étnicos, carac- 
teres profesionales, y particularidades de naturaleza anató- 
mica, fisiológica ó patológica (3). En el fondo, todo se redu- 
cía á comprobar las cicatrices permanentes ó las señales de 
deformación que deja cada oficio ó profesión (4). Con todo, se 
tropezaba con este inconveniente gravísimo : como la duda 
que requería tales pericias surgía forzosamente al tratarse de 
un delito posterior, se carecía de punto de comparación, porque 
al que delinque por vez primera no se le somete á tal examen : 
era menester proceder por inducción, y es fácil comprender 
cuan hipotética tenia que ser semejante forma de probanza. 
Pero esta misma sólo podía emplearse en pericias ante los 
tribunales, y en los casos de duda. Las policías y las prisiones 
difícilmente apelaban á tal procedimiento: se fiaban á la 
práctica de empleados antiguos que recordaban, ó pretendían 
recordar, álos delincuentes. . . La prefectura de París preten- 
día enseñar ese arte sutil de reconocer á ojo (5). Los abusos 

(1) Legrand du Saulle, Traite de médecine légale (Paris, 1874), pág. 983. 
Curioso es observar, al pasar, que en todos los sistemas «científicos» de 
ideatifícacióD, se ha hecho abstracción del sistema dental, que sin embargo 
es concluyente : un diente arrancado no vuelve á crecer, y esa señal no 
puede disimularse... Conf. Galton, Finger Drints, pág. 166. 

(2) Briand et Chaudé, Manuel cit. (Paris, 1880), III, 157. 

(3) Sarraute, op. cit. y 313. 

(4) Briand et Chaudé, op. ctí., se extienden largamente sobre el tópico. 
ViBERT, Précis de médecine légale, pág. 463. 

(5) Funcionábala curiosa, école de réconnaissance, de que fueron «profeso- 
res » los pesquisantes famosos Tructin y Vicencini. Conf. G. Macé, Mon 
musée criminel (Paris, 1890). 
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á que ello daba lugar eran intolerables : se sometía á los 
presuntos reincidentes á espionajes indignos ó á verdaderos 
procedimientos inquisitoriales (1), abusando de la gratifica- 
ción que la autoridad acordaba por cada reconocimiento (2). 
La ineficacia de ese sistema obligó á la policía á sustituirlo 
con el de la fotografía : y todo el que entraba detenido era 
fotografiado. Esto no resolvía la dificultad, porque las foto- 
grafías eran clasificadas con el nombre que daba el detenido, 
quien, cuando era reincidente, nunca daba el verdadero, y 
cuidaba de cambiar su fisonomía : corte diverso de pelo ó 
barba, expresión distinta, cicatrices intencionales, etc., de 
modo que, aún teniendo á la vista la fotografía anterior, no 
era fáoil reconocer su identidad (3). 

Fué entonces (1879) que Alfonso Bertillón, — siguiendo las 
huellas de su padre (4), discípulo de Quetelet, quien había 
fundado el estudio antropológico en la aplicación de las me- 
didas y comparaciones antropométricas, dando nacimiento 
á la ciencia de « la mensuración de la familia humana » (5), 

(1) I. GuYOT, op. cit., describe las torturas de los cheoauo! de retour. 

(2) La orden del día de la prefectura de París, de julio 1844, acordaba 5 
francos por reconocimiento. Los agentes se ponían de acuerdo con los rein- 
cidentes para reconocerlos. . . y dividían con ellos la gratificación. Conf . H. 
Le Roux, Le chemin ducrime (Paris, 1899). Esa gratificación fué modifioada 
en febrero 1 de 1886 por una orden del día del entonces prefecto, León 
Bourgeois, quien ideó una combinación con los empleados de la antropo- 
métrica : conf. Une expérience de sociologie bureaucratique^ Lyon (1890). 

(3) La tendencia á se blanchir hacía ineficaz el sistema ; además, en sólo 
10 años el archivo fotográfico reunió más de 100,000 retratos... su compulsa 
era engorrosa ó imposible. Conf. la crítica que hace Bertillón en su con- 
ferencia del congreso penitenciario de Roma : Actes^ I, 690. Conf. además 
L GuYOT, OJO. cit.: « se fotografía para reconocer á un reincidente ; pero, una 
vez obtenida la fotografía, es preciso encontrar el nombre verdadero. Le cer- 
cle est encoré plus oicieuw que les gens quiy sont enfermées ». 

(4) L. A. Bertillón, Démographiefigurée de la France (1874). 

(5) Oh. Roberts, O/i the uses and Umits o/ anthropometry, pág. 13. 
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la que acaba de formar cuerpo de doctrina con Broca (1), — 
ideó su sistema de identificación, basado en la antropometría, 
y lo sometió al estudio de la prefectura de Paris . Después de 
examinarlo ésta maduramente (2), autorizó su planteamien- 
to por vía de ensayo, y en 1882 se instaló la primera oficina 
antropométrica (3). Al cabo de algún tiempo, en 1885, el go- 
bierno se decidió á recomendar la adopción del sistema (4), 
pero solamente en 1888 recibió su definitiva consagración 
oficial (5). Aún asimismo, el nuevo sistema fué recibido con 
desconfianza, porque se le consideró sólo una aplicación de 
las deficientes pericias médico-legales (6) . 

El procedimiento del bertillonage ha sido expuesto repe- 
tidas veces, en congresos internacionales (7). Por ello, no 

(1) Broca, Instructions genérales pour les recherches anthropologiques 
(Paris, 1879). Conf. L. Malthieü, Catalogue des ¿nstruments anthropolo- 
giques (Paris, 1873). Sobre todo, la obra fundamental de M. Bbnbdikt, Ma- 
nuel technique et pratique (Tanthropométrie (Paris, 1889). 

(2) A. Bertillon, Une application pratique de l'anthropométrie, publi- 
cada en : Annales de démographie (1881). 

(3) El prefecto Camescasse la instaló en noviembre de 1882. 

(4) Circular ministerial de noviembre 13 de 1885. 

(5) Id. id. de agosto 28 de 1889. Por último, el gobierno general dictó el 
decreto de abril 11 de 1893 creando el « servicio de identidad judicial », y el 
prefecto Lepine lo reglamentó por resolución de agosto 12 de dicho año. 

(6) En vez de basarse en las particularidades fisiológicas, diversamente 
interpretables en esas pericias, lo hacía en los caracteres anatómicos, com- 
plementándolos con las señales patológicas : cicatrices, tatuajes, etc. Todo 
esto había sido ya estudiado, y parcialmente aplicado. Mallb, Annales d'hy- 
giéne publique et de médecine légale (1840); Tripier, Archioes genérales de 
médecine (1886); Coutagne, op. cit., pág. 60; Briand et Chaudé, op. cit.y 
pág. 162; Lacassagne, Annales d'hygiéne, serie III, t. 5. Conf. Vibert, op. 
cit, pág. 457. 

(7) Bertillon, Une application pratique de Vanthropométriet publicado 
en : Annales de démographie (1881) ; id. Archioes d'anthropologie crimi- 
nelle, III. 138; id. Les signalements anthrnpométriqueSy p\iblic3,áo en. Actes 
du Congres pénitentiaire de Rome (1885), I, 689 ; Rapport adressé au direc- 
recteur de Vadministration pénitentiaire (Paris, 1887) ; id. de Berna (1890) ; 
id Actes du 2^ Congrés d'anthropologie criminelle (Paris, 1889). Además : 
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considero necesario entrar á describir su funcionamiento (1). 
El sistema reposa (2) : V en la fijeza casi absoluta de la osatura 
humana, á partir de los 20 años ; 2'' la extrema diversidad 
de dimensiones que presenta al esqueleto humano, com- 
parándolo de un individuo á otro; y 3° la facilidad y la exac- 
titud con las cuales es posible medir ciertas dimensiones del 
esqueleto. En consecuencia, se resuelve el problema tomando 
tres clases de medidas : á) del conjunto del cuerpo; 6) de la ca- 
beza, y c) de los miembros. De las primeras a) se determinan: 
1^ la talla, es decir, la estatura del hombre parado; 2** el lar- 
go de los brazos abiertos en cruz ; 3** el busto, su altura es- 
tando sentado el hombre. De la segunda, 6) se eligen : 1" lar- 
go de la cabeza ; 2° ancho de la misma ; 3° largo de la oreja 
derecha; 4° ancho de la misma. Por último, de la tercera, c), 
se toman : 1** largo del pie izquierdo ; 2** largo del dedo ma- 
yor de la mano izquierda ; 3® largo del dedo meñique de la 
misma mano ; 4** largo del antebrazo izquierdo, desde el 
codo hasta la punta de los dedos. El valor, como señal, de 
una medida del sistema óseo está, en efecto, siendo iguales 
los demás factores, en proporción directa á la precisión de la 

Sur le fonctionnement du seroice des signalements, publicado en : Annuaire 
statistique (1889) . 

(1) La más completa y clara descripción se encuentra en la monografía : 
Vanthropométrie judiciaire á París en 1889. Installations et plans des 
locaux; récents perfectionnements (con 4 láminas : publicado en Archioes 
d'anthropologie crimine lie, 1899, 1, 473). 

(2) Las referencias al bertillonage siguen lo expuesto en la edición de 1893 
de las Instructions signalétiques^ que modificaron y completaron el proce- 
dimiento original. Este, puede decirse, aún está científicamente infieri^ es 
decir, no ha asumido una forma ne oarietur. Los libros fundamentales son: 
Bbrtillon : Identification anthropornétrique . Instructions signalétíques 
<Melun, 1893.2 vol. con álbum); id. La photographie judiciaire (Pa.ñSy 1890). 
Posteriormente, el opúsculo complementario : Instructions pour photogra- 
phie signalétique. Además, la casa Laurent (de Paris) ha publicado el catá- 
logo de todos los instrumentos que requiere el sistema : Mesures linéaires 
métalliques : Anthropométrie, systéme Bertillon. 

5 
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mensuración ; es preciso, pues, como condición sine qua 
non, que las medidas sean tomadas de una manera uniforme 
y exacta : cuanto mayor es la precisión, más individualizada 
queda la mensuración ; pero la menor negligencia tiende á 
generalizarlas confundiéndola con otras (1). Ahora bien, la 
mensuración de un mismo individuo (2), repetidas veces se- 
guidas, da casi infaliblemente, en la práctica, otros tantos re- 
sultados distintos, que difieren entre sí en cantidades insig- 
nificantes, pero que todos son igualmente exactos : es casi 
imposible, por ejemplo, obtener en dos ocasiones el conjunto 
de las misma» cifras milimétricas de la talla, del busto v del 
ancho de la oreja (3). 

En presencia de ese hecno, ¿que valor jurídico puede te- 
ner para un tribunal esa filiación, desde que la sola posibili- 
dad de la confusión con las de otros individuos, tiene que 
producir una duda punzante? El mismo Bertillon dice que, 
cuando las observaciones antropométricas, discutidas por el 
interesado, son sometidas á la decisión de un tribunal, el 
perito encargado de la interpretación de esos documentos 
debe fijarse en las medidas que se aparten de la media pro- 
porcional : sin embargo, cualquiera que sea la semejanza de 
dos filiaciones de mensuración, por más anormales que se 

(1) Las probabilidades de acierto, según Bertillon (op. cít.^ pág. XVII). 
representan el coeficiente 4,096: mensurando con una exactitud que reduzca 
á la mitad la tolerancia ordinaria, se duplica el valor del dato, y, siguiendo 
la duplicación sucesiva de medida en medida. La tolerancia admitida {op. cit., 
pág. XXVI) es la siguiente : talla, 7 milímetros; largo de brazos abiertos, 10 ; 
busto, 7; largo cabeza, 0,5; ancho id. 0,5; largo oreja derecha,!; ancho 
id, 1,5; largo pié izquierdo, 1,5 ; largo dedo mayor mano izquierda, 0.5; id. 
del meñique, 0.75; largo antebrazo izquierdo, 1.5. 

(2) Cuando se dice indioiduo, se comprende tanto al hombre como á la 
mujer : son muy pocas las variantes que presenta ésta en las mensuraciones. 
Conf. P. Tarnowsky, Etude anthropométrique sur les prostituées et les 
ooleuses (1889). 

(3) Bertillon, Op. cí¿.,pág. XXXIV. 
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las imagine del punto de vista antropométrico, no podrán 
bastar para determinar la convicción de un tribunal (1). 

La cuestión, pues, reviste extraordinaria gravedad. Si un 
acusado niega enérgicamente ser un reincidente y protesta 
de la similitud de su mensuración con la de otro, archivada 
antes, ¿cómo podrán los jueces considerarlo reincidente, en 
presencia de las mismas afirmaciones del inventor del siste- 
ma? La sola probabilidad de error tiene forzosamente que 
influir en su decisión. Por eso es que Bertillón, perfeccionando 
su sistema, lo complementa con : a) los datos descriptivos, y b) 
la mención de las señales particulares . En primer lugar, para 
disminuir las causas de error, divide en 3 cada medida de 
las ya tomadas ; grande, mediana y pequeña, con arreglo á la 
medida normal; después, describe los caracteres cromáticos: 
I"" el color del ojo, ó sea la pigmentación del iris; 2° el color de 
los cabellos y barba ; 3*^ la piel ; en seguida, los caracteres 



(1) A. LuTAUD, Manuel de médecine légale (1892), página 284, resume la 
cuestión, dando al bertillonage un lugar muy secundario. « Para establecerla 
identidad de una persona es preciso estudiar : 1» los tatuages^ que dan exce- 
lentes indicios respecto de la clase y profesión; 2°. las cicatrices; 3® las 
señales profesionales y que consisten en un espesor de la epidermis, modifi- 
cación de la coloración de la piel, y deformación de los miembros en los 
individuos que ejercen diferentes profesiones ; 4» las medidas antropométri- 
cas, según el sistema Bertillón. Por lo que toca á la edad, son elementos 
decisivos los dientes y el sistema oseo. » Conf. además : A Lacassagne, 
Vade m,ecum du médecin experta que trae los famosos cuadros de Magitot ; 
trae también cuadros detenidos del crecimiento y modificaciones de la osifi- 
cación, que demuestran que las mediciones de la misma no implican una 
verdadera certidumbre en las cuestiones de identificación. Así, no se explica 
que se haya hecho caso omiso del importante factor de la dentadura. Conf. 
M. Merciolle, Appréciation de Vewamen médico-légal de la dentition dans 
les questions d'identité (1891), quien demuestra que, por medio del sistema 
dentario, se puede reconocer con certidumbre la edad, individualidad profe- 
sional, etc. Conf. también : H. Coutagne, Manuel des expertises medicales 
(1887) quien, si bien pondera el bertillonage, demuestra sus vacíos. Lo mismo 
Ch. Vibert, Précis de médecine légale (1890). 
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morfológicos : 1" frente; 2' nariz; 3** oreja; 4" corpulencia, es 
decir, cuadratura y cintura (1) ; por último, las señales par- 
ticulares : cicatrices, abcesos^ lunares, forúnculos, etc. De 
toda esta serie de observaciones, salvo las relativas á señales 
particulares, las demás se prestan á semejanzas engañosas ; 
en cambio, las cicatrices y señales particulares obedecen á 
esta regla : « todas las mencionadas en una filiación anterior 
deben forzosamente encontrarse en la nueva, pero no todas 
las anotadas en ésta pueden hallarse en la otra «. En conclu- 
sión : « la antropometría — dice Bertillón (2) — que es un 
mecanismo de eliminación, demuestra antes que todo la no 
identidad, mientras que la identidad directa está probada ex- 
clusivamente por las señales particulares que, únicamente, 
pueden producir la certidumbre jurídica. » 

No debo todavía entrar á discutir la bondad del sistema : 
me basta comprobar que es sólo una aproximación á la 
certidumbre, y que esa aproximación está sometida á una 
larga y delicada serie de mensuraciones y descripciones, 
en las cuales el error es casi inevitable y la mínima variante 
puede hacer confundir la individualización de cada filia- 
ción : sólo queda en pie, como hecho cierto^ la vieja doctrina 
médico-legal sobre marcas y señales particulares, y cuya 
aplicación permitió al célebre Louis salvar al desgraciado 
Baronet (3\ 

Tan es así que el mismo Bertillón, buscando cabalmente 
esa certidumbre á la que no puede alcanzar, ha cambiado 

(1) No pareciéadole esto suficiente, todavía aconseja la anotación : V de 
los rasgos característicos del perfil; 2"* id. de la fisonomía; 3° id. del conjunto. 
Entre ellos entra la descripción de los labios, barba, párpados, arrugas : dimen- 
siones del cuello, caida de las espaldas; timbre de la voz, etc. Op. c¿í.,pág. 80 . 

(2) Op, ciL, pág. LXV. 

(3) Causes célebres, t. XXVI. 
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(1894) la medida del largo de la oreja por la del diámetro bi- 
zygomatico ; y ha introducido el complemento de las impre- 
siones digitales. Al mismo tiempo, agrega la fotografía judi- 
cial, como elemento indispensiible para la comprobación : 
(( debe admitirse como regla — dice — que es difícil prac- 
ticar una verificación en los archivos antropométricos, para 
individuos de menos de 21 años; y que es absolutamente im- 
posible hacerlo para los de menos de 18 años, sin la ayuda de 
la fotografía del perfil derecho». 

Á pesar de todo, el bertillonage fué recibido en Francia con 
general aplauso y, con la exuberancia latina, se le consideró 
infalible (1). Sin embargo, se procedió con una sensata cau- 
tela : se le adoptó primero como ensayo en la prefectura de 
policía de París (2). Sólo varios años después se extendió á 
todas las cárceles y lugares de detención en todo el territorio 
francés (3). Todavía en 1887 el ministro de justicia no se atre- 
vía á recomendarlo á los tribunales (4). Sólo un año después se 
comenzó á organizar el archivo central antropométrico, pero 

(1) Herbette, en el congreso penitenciario de Roma, sostenía que : «sea 
que se trate de dar á los habitantes de una región, á los soldados de un ejér- 
cito, á los viajeros que se marchan á paises lejanos, noticias ó pasaportes 
individuales, ó sea, señales de reconocimiento que permitan determinar y 
comprobar quiénes son ; sea que se quiera completar con indicaciones exac- 
tas los datos del registro civil, para impedir todo error y sustitución de 
personas ; consignar esas señas distintivas del individuo en documentos, 
títulos, contratos, donde su personalidad debe quedar bien establecida en su 
mismo interés, en el de los terceros y aún en el del estado, — el sistema de 
la identificación antropométrica debe ser utilizado » Conf. Archices (VAn- 
thropologie crimínelley I, 232. 

(2) En noviembre 1882. Conf. Lépine, Répertoire, cit. 1148. 

(3) Por circular ministerial de marzo 7 de 1887, se estableció obligatoria- 
mente el uso del sistema antropométrico para todos los encarcelados en 
todas las prisiones y casas de detención en Francia. Conf. discurso del 
fiscal David, en el diario Le Droity noviembre 15 de 1795. 

r4) Ia circular ministerial de febrero 23 de 1887 decía : «Un procedimiento 
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inicamente con los elementos de las diversas prisiones (1). 
Y aún hoy mismo los tribunales se sirven de él como de una 
pericia complementaria para comprobar la identidad : sus dg.- 
tos no son ni obligatorios, ni hacen fe legal (2). Por eso fun- 
ciona por simple decreto ministerial, y no ha recaído sobre él 
ley alguna : la administración « legalmente » ignora su exis- 
tencia.. .(3). Bertillon mismo conviene en que su sistema com- 
prende tres partes : la filiación descriptiva, de antaño usada en 
las policías ; la ídem antropométrica, propiamente dicha, ó 
sea las mensuraciones técnicas, cuyo servicio corresponde á 
las cárceles de todo género ; y la idem de particularidades, ó 
sea la vieja pericia médico-legal sobre cicatrices y marcas; la 

de identificación más seguro, y hoy ensayado con éxito en París, hará inne- 
cesario el empleo de las filiaciones ordinarias y de las fotografías» una vez 
que haya sido generalizado en todas las casas de detención. El sistema antro- 
pométrico no tardará en ser implantado en todos los departamentos. Me 
reservo, una vez de acuerdo con la administración penitenciaria, trasmitiros 
ulteriormente instrucciones precisas para que los tribunales puedan benefi- 
ciar de los datos preciosos que pueda procurar la aplicación generalizada de 
ese sistema... » Conf. Sarraute, op. cit.^ 316. 

(1) Por circular de agosto 28 de 1888, pero tan sólo relativa á los delin- 
cuentes que cumplan su condena, sus fichas debían ser remitidas por cada 
Cárcel, con un mes de anticipación. El ministerio las comunicaba á la pre- 
fectura de París, y así el archivo antropométrico de ésta pudo poseer pronto, 
700.000 fichas de delincuentes. Conf. David, loe. cit. 

(2) Sarraute, op. cit. El ministerio público observa todavía lo mandado 
por circular de diciembre 6 de 1840, id 1876, sobre el état signaUtique^ diri- 
giendo sus pedidos al ministerio del interior. Este, efectivamente, los hace 
confrontar ó controlar por el archivo de la prefectura de París. Conf. Vallet 
y MONTAGNON, op. c¿t., 1, 289. 

(3) La circular ministerial de junio 29 de 1887 aconseja á los tribunales el 
uso de las filiaciones antropométricas, que provengan de las diversas prisio- 
nes y casas de detención, pero les indica la necesidad de controlarlas 
enviándolas al archivo central; pero todo ello como un simple medio com- 
plementario. Dada la centralización administrativa de Francia, se ha desen- 
vuelto allí el be rtillonage i^oT medio de simples circulares ministeriales, que 
concentran todas las fichas de identificación en el archivo antropométrico de 
la policía de París. Las policías de Lille, Nancy, Niza, Tolosa y Burdeos, 
tienen sus oficinas antropométricas y su archivo particular, pero remiten 
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primera corresponde en rigor á la policía ; la segunda, al ré- 
gimen carcelario ; y la tercera — « la filiación judicial » — á la 
administración de justicia. 

De todas maneras, ya ha sido notable el servicio prestado 
por el bertülonage para comprobar la reincidencia: instalado 
á fines de 1882, en 1883 descubría 49 reincidentes; en 1884, 
241 ; en 1885, 425 ; en 1886, 356 ; en 1887, 487 ; en 1888, 550 ; 
en 1889, 562; en 1890, 614; en 1891, 600; en 1892, 680 (1). 
Hasta 1895, en 12 años había logrado descubiir 6580 reinci- 
dentes (2). Propiamente el servicio antropométrico quedó de- 
finitivamente establecido fen 1888. Además, Bertillon asegura 
que ((infaliblemente, hasta hoy (1893) la exactitud délas 
identificaciones antropométricas ha sido confirmada por las 
sentencias posteriores de la justicia » (3). 

El hecho es que ese sistema ha sido aplaudido en los con- 

diariamente un duplicado de sus fichas á la prefectura de París ; las otras 
ciudades sólo conservan el viejo sistema de la filiación descriptiva, y tam- 
bién envían copia diaria de cada entrada. Se parte de la base que los grandes 
centros son los más frecuentados por delincuentes reincidentes ; y que, en 
los pequeños, las policías los conocen de memoria. « La centralización de las 
investigaciones judiciales, policiales y militares, todavía no se ba realizado 
en Francia de un modo absoluto, ni tampoco su comprobación con las deten- 
ciones diarias. Hasta ahora los jueces de instrucción, cada vez que algún 
indicio les hacía sospechar un antecedente cualquiera, se dirigían á la policía 
de Paris ó al departamento de donde se decía originario el procesado. Ahora 
bien, es indispensable que la indagación sea hecha de oficio. » Conf . Ber- 
tillon, Rapport adressé á M. Herbette (en Archioes cfAnthropologie crimi- 
nelle, III, 138). 

(1) Bertillon, Instructions cit. pág. LXXIV. 

(2) David, loe. cit. 

(3) En Francia se ha hecho una aplicación interesante del bertillonage : 
reconstituir la identificación antropométrica por medio de las piezas de ves- 
tir encontradas. Si el criminal desaparece, pero se tienen sus ropas, se pue- 
de por medio de éstas inducir cuáles son las diversas mensuraciones de su 
dueño : el zapato da el largo del pie ; el sombrero, el de la cabeza ; el panta- 
lón, la talla. Si se conoce la mensuración de un acusado, y se trata de 
probar que las ropas encontradas en el lugar del crimen le pertenecen, es- 
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gresos penitenciarios y de antropología criminal, los que han 
aconsejado su implantación en todas las naciones civilizadas ; 
que en Berna, en diciembre 19 de 1890, se reunió una 
« conferencia antropométrica » precisamente con ese fin, y con 
el ulterior de establecer un servicio internacional de cambios 
de filiaciones, las que se reconcentrarían en una oficina cen- 
tral de Suiza, como funcionan instituciones análogas para co- 
rreos, etc (1). Funciona hoy en Rusia, Bélgica, España, Ho- 
landa y Rumania; en América, como veremos luego, también 
ha sido generalmente adoptado. 

¿Puede acaso decirse que el bertülonage resuelve la cues- 
tión, y determina con certidumbre la identidad délas perso- 
nas, de modo que la justicia pueda adoptarlo como método 
fidedigno para comprobar la reincidencia? Sería prematuro 
contestar afirmativamente. 

Por de pronto, no es científicamente exacto que la osatura 
humana no se modifique después de los 20 años (2). En cuan- 

lando prófugo aquél, puede deducirse de las medidas antropométricas las 
correspondientes de las ropas. Conf. Georgbs Bertillon : De la recons- 
titution du signalement anthropométrique au moyen des cétements (1893). 
Conf. además, las observaciones criticas al respecto : Archíces d^anthropolo- 
g¿ecr¿m¿nelley y lll y 171. 

(1) Proposición Guillaume. El sistema fué oficialmente establecido en 
el cantón de Ginebra : conf. ut supra. Esa misma internacionalización 
del servicio antropométrico ha sido defendida por Ryckí;re, Journal des 
Tríbunaux (Bruxelles). Por otra parte, está en el orden de ideas domi- 
nante y con la jurisprudencia internacional : la comunicación recíproca 
de las sentencias penales es obligatoria ya entre muchos estados. Italia ha 
tomado la iniciativa celebrando al efecto los tratados siguientes : Italia y Mo- 
naco, tratado de mayo 20 de 1886; Italia y España, junio 3, 1868; Italia y 
Austria-Hungría, febrero 27 de 1869; Italia y Bélgica, abril 15 de 1869; Italia 
y Holanda, noviembre 20 de 1869; Italia y Grecia, mayo 23 de 1878; Italia 
y Portugal, julio 18 de 1878. Por otra parte, la institución de los casiers judi- 
ciaires tiende también á internacionalizarse : circular ministerial francesa 
de mayo 5 de 1877. Conf. Fiore, op. c¿t., 188. 

(2) Legrand du Saulle, op, ctí.,992, apoyado en Orfilay Sappey , demues- 
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toa la categoría numerosa de delincuentes menores de 20 
años, el mismo Bertillon reconoce que su sistema es sólo apro- 
ximativo. Además, las mensuraciones deben ser tomadas con 
una prolijidad que exige un personal muy adiestrado, y la 
sola negligencia de pocos milímetros en cualquiera de las 11 
medidas, coloca la ficha respectiva en otra categoría, y au- 
menta las probabilidades de error, dificultando la comproba- 
ción. La misma descripción de las señales complementarias, 
como la pigmentación del iris, exige una perspicacia extraor- 
dinaria en el operador, y es facilísimo clasificar diversamente 
una coloración que no todos aprecian de la misma manera (1). 
El hecho de que haya ido completando su sistema, con agre- 
gado de otros datos^ demuestra que no existe la certidumbre 
científica ni la precisión matemática que se proclamó. La 

tra que el esqueleto humano se modifica hasta mucho después de los 20 años. 
VucETicH, Sistema dactiloscópico^ dice « que el antropometrismo sólo puede 
ser empleado en individuos que han llegado á su completo desarrollo somá- 
tico, pues en el crecimiento del cuerpo hay diferencias individuales y de 
razas. Tampoco existe concordancia en las opiniones de los sabios respecto 
á la edad en que el cuerpo alcanza á su completo desarrollo : los últimos 
estudios realizados por el profesor Pfitzner, de Estrasburgo, han demostrado 
que el cuerpo sigue desarrollándose hasta los 40 años y no hasta los 25 de la 
opinión vulgar. » Conf. P. Beknard, Coasidérations médico-légalas sur la 
taille et le poids depuis la naissance jasqu'á Váge adulte (en Archives 
d'anthropologie criminelley II, 213). « El crecimiento total del hombre no ha 
terminado á los 23 años ». Y la base del bcrtillonage es su estabilidad desde 
los 20 años I 

(1) Tan es así que Bertillon mismo se ha visto obligado á redactar una 
serie de instrucciones detalladísimas, llenas de minuciosidades que deben 
observarse, lo que exige una enseñanza ad hoc para que el personal se 
adiestre convenientemente. Conf. sus //isí/*ací¿ons, op. cit., donde emplea 144 
páginas de cuerpo 8 en fijar las reglas que deben conocer á fondo, y de 
memoria, todos los empleados del servicio. Suponiendo un personal, completa 
y satisfactoriamente instruido, todavía hay que admitir un margen por falta 
accidental de atención, por efecto de cansancio después de varias horas de 
mensuraciones, etc. Este inconveniente es fundamental: el sistema aplicado 
por un personal poco instruido ó negligente, es no sólo inútil sino peligroso. 
« La más estricta revisación de las operaciones es indispensable para una 
eficaz aplicación del sistema antropométrico, — observa Galton (en A'¿- 
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multiplicidad de medidas, de señales descriptivas y de datos 
complementarios, hace complicada la aplicación del método, 
salvo en ciertos centros populosos donde puede reclutarse un 
personal competente y vigilársele con celosa atención. En de- 
finitiva : ese sistema no implica certidumbre sino probabili- 
dad, si bien muy grande; su adaptación es delicada y compli- 
cada, y el menor descuido del personal que lo aplique induce 
irremisiblemente en error. 

Todos estos inconvenientes, cientificamentedemostrados(l) 
fueron los que, ante la comisión inglesa nombrada (1893) 
por aquél gobierno para estudiar el mejor procedimiento de 
identificación (2), hicieron aconsejar sólo en parte el ber- 

neteenth century, número de julio, 1900) — pues una medida errada es peor 
que inútil, induce á equivocaciones, y protege, en vez de descubrir, al rein- 
cidente. » 

(1) F. Galton, Personal Identification^ publicado en Journal o/ the Roya I 
Institution (mayo 25 de 1888). 

(2) La comisión fué nombrada por el ministro Asquith, en octubre 21 de 
1893. Se expidió en febrero 12 de 1894, después de haber oído á todas las 
personas competentes, y de haber practicado un examen directo de los siste- 
mas de Bertillon y de Galton. El informe, con las sesiones estenográficas 
previas y todos los datos necesarios, está publicado en el Blue Book, C. 
7263. Conf. además F. Galton, Fingerprint directories (London, 1895). 
En Inglaterra la cuestión, de la identificación despertaba un vivísimo inte- 
rés, por las peculiaridades de la legislación británica. Como la reincidencia 
es castigada con rigor y su concepto es latísimo : « a preoious conciction in 
any one part of the United Kingdom may be prooed against a prisoner in 
any other part of the United Kingdom... » (Preoention of Crimes Act.y 1871), 
la ley establecía que cualquier condenación anterior podía probarse siempre 
que se probara la identidad de la persona que aparecía condenada: 34 y 35, 
Vict. c. 112, s. 18. Esa prueba era delicada : en cuanto á la sentencia 
(de magistrado ó de jurados), bastaba producir un testimonio en forma, 
y, en salvaguardia del acusado, se llegó hasta ordenar por la ley 6 y 7, W. c. 
111, que al ser juzgado por el nuevo delito no se le inculpara la reincidencia, 
á fin de que los jurados no estuvieran prevenidos respecto de su culpabili- 
dad, pero que, en resultando culpable, se hiciera entonces valer el antece- 
dente, y podía el delincuente discutir con la prueba de testigos su identidad. 
La jurisprudencia y los tratadistas ingleses interpretaron diversamente tan 
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tíllonage, y eso principalmente por su admirable método de 
clasificación, pero siendo necesario completarlo con el siste- 
ma dactiloscópico, cuyos datos son los únicos que representan 
una certidumbre absoluta. Tres condiciones, efectivamente, 
deben tenerse en vista para adoptar un sistema de identifica- 
ción : V las descripciones, mediciones ó señales, que consti- 
tuyen la base del sistema, deben ser tales que puedan ser 
fácilmente, y con las menores probabilidades de error, em- 
pleadas por el personal común de policía y de las prisiones ; 
2° la clasificación de tales filiaciones debe ser, además, de tal 
naturaleza, que, al ser detenido un reincidente que dé un 
nombre falso, pueda encontrarse su ficha pronto y con exac- 
titud ; 3** cuando se encuentre la ficha éntrelas filiaciones cla- 
sificadas, es menester que produzca sin más trámite la certi- 
dumbre de la evidencia. El método de Gal ton, ó sea el siste- 
ma dactiloscópico, responde perfecta y absolutamente á la 
1** y 3" condición ; el sistema de Bertillon, ó sea el antropo- 
métrico, á la 2\ En el sistema de Galton no hay margen para 
un error posible del operador : la operación es en si correcta, ó 
no hay operación. Pero el método de Bertillon es insuperable 
en la clasificación, y precisamente ésta es una condición pri- 
mordial, no sólo para encontrar la ficha deseada, sino para 
encontrarla pronto : tiene como base la combinación mate- 
mática de la cifra 3, sometida á una progresión geométrica, de 
la que resulta que 100.000 fichas pueden repartirse en 243 ca- 
jas conteniendo cada una 400 fichas, y estas últimas, á su vez, 
subdivídirse en otros 3 grupos^ y llegar á carpetas contenien- 

equívoca ley. Conf. Jefivis, Pleading, eoidence and pratíce in criminal óases 
(Londoa, 1900, pág. 1248). La controversia terminó por la reforma de la ley 34 
y 35, Vict. c. 112, dictada en 1871. De manera que el derecho de un acusado 
á discutir su identidad, y á presentar testigos en ese sentido, hizo materia de 
un incidente por separado la prueba de la reincidencia. Era, por lo tanto, 
indispensable encontrar un procedimiento que pusiera ala justicia á cubierto 
de esa i n certidumbre. 



-re- 
do 15 fichas (1). En semejantes condiciones la comprobación 
es asunto de cinco minutos. 

La explicación de este fenómeno es sencilla. Parte de la 
base que cada serie de medidas puede ser dividida en 3 
categorías : grande, mediana y pequeña, las cuales práctica- 
mente son equivalentes, si bien con un cierto margen de 
tolerancia (2). La masa de fichas sufre asi 12 veces la divi- 
sión en terceras partes. La manipulación es así sencillísima : 
con la nueva ficha, la primer medida al quedar clasificada en 
una de las 3 divisiones genéricas, deja por revisar sólo el 
tercio de las 243 cajas, ó sea 81; la segunda medida deja 27; la 
tercera, 9 ; la cuarta, 1 (3). La combinación es elástica, porque 
si aumentaran las fichas extraordinariamente, todavía podría 
seguirse indefinidamente la operación del tercio aplicándolo 
á la serie ilimitada de datos descriptivos. Además, en la 

(1) La subdivisión se efectúa en esta forma : la medida del largo de la ca- 
beza divide el total de fichas en 3 partes ; esta tercera parte es, á su vez, 
dividida en tercios por el ancho de la cabeza ; con el tercio restante, el largo 
del dedo medio divide de nuevo todo en 3 partes; el nuevo tercio, por el 
largo del pie, queda reducido á su tercera parte, ésta, por el largo del ante- 
brazo, á otro tercio... Generalmente, para los objetos de la investigación 
práctica, se pone límite á las subdivisiones después de esta quinta elimina- 
ción ; este procedimiento matemático, es, pues, la multiplicación de 3 por sí 
mismo 5 veces. La dificultad estriba en las medidas que caen dentro de 
la tolerancia de los límites de cada una de las 3 clases, entonces hay que 
duplicar las fichas y, por lo tanto, duplicar la rebusca. 

(2) Galton, op. cit. dice : « Doy por sentado que los grupos son aproxi- 
madamente del mismo número de fichas, aún cuando no encuentro prueba 
alguna ó razonamiento convincente de que así sean. Esa igualdad es condi- 
ción implícita del tan ponderado poder del bertillonage^ pero la verdadera 
demostración de ella no ha sido hecha en parte alguna, ni siquiera se des- 
cribe la manera cómo se asegura esa igualdad. » 

(3) Se nota, pues, que las 11 mensuraciones sirven principalmente, no 
tanto como medios de identificación, sino como índice para encontrar los 
otros datos que conducen á la decisión final, y que son : la fotografía, con 
sus señales descriptivas, y las señales particulares. Luego, en puridad de 
verdad, son estas últimas las que deben producir la convicción. Conf. C. H. 
Alden, en The american anthropologist (número de septiembre, 1896). 
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práctica, se han construido muebles ingeniosos que, por 
medio de divisiones horizontales y verticales, mecánicamente 
establecen todas las subdivisiones deseables, de modo que el 
operador, con una simple ojeada, sabe la caja que debe 

SclCclF* • • 

Las conclusiones de la comisión investigadora fueron acep- 
tadas por el gobierno inglés (1), y es interesante observar que 
Bertillon, en presencia de aquellos resultados, resolvió en- 
tonces (1894) complementar su sistema... con la inclusión 
de la esencia del método de Galton : la impresión digital de 
los dedos pulgar, índice, medio y anular derecho (2). Esto 
implicaba la consagración del triunfo del sistema inglés so- 
bre el francés, desde que éste convenia en que sólo se aproxi- 
maba á la certidumbre, y el otro la alcanza materialmente. 
Pero resulta de ahí que hoy ambos países tienen un sistema 
mixto : en Francia, 90 por ciento de bertillonage y 10 por 
ciento de galtonismo ; en Inglaterra, 90 por ciento de galto- 
nismo y 10 por ciento de bertillonage. 

¿ En qué consiste, pues, el método de Galton^ que ha obte- 
nido tan señalado triunfo, pues del punto de vista judicial 
y de la comprobación de la reincidencia. Ja cuestión insoluble 
era la de llegar á la absoluta certidumbre? Tampoco creo 

(1) En 1894, modificando la sección 8 del Penal seroitude Act (1891). En 
el informe presentado al establecer el bertillonage en el Brasil, (Hce R. 
CarmiLj Relator ¿o (1898), hablando de los trabajos de aquella comisión: « que, 
para transar con la rutina inglesa, los miembros déla comisión propusieron 
un sistema especial, denominado flnger prints », lo que no es exacto, 
pues la razón fué cabalmente el resolver el problema de la certidumbre ju- 
dicial. 

(2) En 1894, según lo expuso en sus Additions au releoé du signalement 
anthropométríque. La excelente obra de M. Mujica Parías, La Policía de 
París (Buenos Aires, 1901), página 288, hace notar, sin embargo, que los 
escritores posteriores parecen ignorar aquel complemento. 
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menester entrar en detalladas explicaciones sobre ese método, 
llamado sistema dactiloscópico, porque consiste exclusiva- 
mente en las impresiones digitales de las yemas de los dedos : 
Galton lo ha explicado en libros conocidos (1). Lo curioso es 
que si bien es cierto que las impresiones digitales, como me- 
dio de identidad de los iletrados, han sido practicadas en la 
antigüedad y en la edad media ; y que, en la India princi- 
palmente, se han usado para autenticar actos notariales en 
razón de la inmensa cantidad de hindostanes analfabetos ; 
fueron estas estudiadas del punto de vista científico por Pur- 
kenje, á principios del siglo anterior (2). Sir W. Herschel, 
durante su administración en Bengala, lo empleó en grande 
escala con los indígenas. Galton se había servido de él, como 
uno de los tantos procedimientos auxiliares para sus investi- 
gaciones antropológicas (3), pero principió á profundizarlo 
como sistema de identificación, cabalmente á raíz del dete- 
nido estudio que hizo del bertillonage en 1^88 (4), y con- 

(1) F. Galton, Finger prints (London, 1892, 1 vol. de 216 pág.); id. 
Decipherment qf blurredjínger prints (London, 1893); y Fingerprint direc- 
tor ies (London, 1895). Además, ha explicado su sistema, á medida que lo 
desenvolvía, en las siguientes monografías: Patterns in thumb and finger 
marks (en PhiL Trans. Roy. Societt/t 1891) ; Method of indexing finger 
marks (en Proc. Royal Societyy 1891) ; é Identification by finger tips (en 
Nineteenth Century, de agosto 1891). Conf. además F. Galton, Identifica- 
tion Offices in India and Egypt (en Nineteenth Centuryy de julio, 1900). 

(2) En una tesis universitaria presentada en Bresiau, en dicienibre 22 de 
1823 : J. E. PuRKENJE, Commentatio de examine physiologico organi oisus 
et systematis cutanei. Estudia las líneas y cinconvoluciones de la impresión 
digital, y las clasifica. Conf. Galton, Fingerprints, pág. 84. 

(3) Galton, Li/e history álbum; id. Hereditary genius; id. InqtUres inXo 
human fiículty and its deoelopment; id. Record of hum.an fixculties. Es 
admirable que haya inventado su método dactiloscópico, á los 70 años, prac- 
ticando investigaciones penosas y pacientes. 

(4) Con motivo de dar á conocer en Inglaterra el invento de Bertillon : 
conferencia dada en el Instituto Real de Londres. Conf. Galton, Personal 
identification, en Journal Royal Institution (mayo 1888). El mismo ha 
explicado el génesis y desenvolvimiento de su sistema, en su deposición 
ante la comisión investigadora de 1893. 
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vencido de que éste no resolvía de una manera absoluta el 
problema científico y jurídico. Quedó comprobado que el 
nuevo sistema tenía estos dos rasgos fundamentales : 1° la 
persistencia de las líneas; y 2** la enorme variedad de combi- 
naciones en diferentes individuos. Fisiológicamente, desde la 
existencia uterina hasta la putrefacción cadavérica, el di- 
bujo de « los deltas » ó sea la yema de los dedos, permanece 
invariable; no hay accidente, quemadura, cicatriz, que borre 
ó desvíe las formas de las curvas del delta : siempre se pue- 
den comprobar. Al mismo tiempo, cada individuo tiene una 
peculiar combinación de las líneas de sus « deltas » ; de modo 
que la coincidencia de dos deltas ofrece una probabilidad de 
1 en 64.000 millones, de que no se trata de la misma persona : 
probabilidad que llega á la certidumbre comparando, en vez 
del delta de un dedo, los de los diez dedos de ambas ma- 
nos (1). El modus operandt no puede ser más sencillo, pues 
consiste simplemente en aplicar los dedos sobre una ficha de 
papel, después de haberlos colocado sobre una planchuela, en 
cuya superficie se pone tinta de imprimir : cualquier indivi- 
duo, por poco inteligente que sea, puede desempeñar esa ta- 
rea. Error no cabe : no hay medidas que tomar; la impresión 



(1) Galton, FingerpriniSy pág. 112, dice : « Cualquiera que sean las re- 
ducciones que una crítica legítima pueda hacer en las cifras de probabilida- 
des que acabo de demostrar, el hecho positivo queda: que la completa 
concordancia entre dos impresiones de un sólo dedo, y mucho más las de 
dos ó más, constituye una evidencia que no requiere comprobación, probando 
que las personas de quien fueron aquellas sacadas, son las mismas. Esta 
evidencia se aplica no sólo á los adultos, sino que establece la identidad de 
la misma persona en cualquier edad de su vida, entre la tierna niñez y la 
extrema vejez, y todavía por un tiempo después de su muerte. Se cuenta 
que el cuerpo de Jezabel fué devorado por los perros de Jezrael, de modo 
que nadie pudiera decir : « esta fué Jezabel », pues los perros sólo dejaron 
su calavera, las palmas de las manos y las de los pies. Y bien, las palmas de 
las manos y de los pies son precisamente los verdaderos restos, mediante los 
cuales pueda ser identificado un cadáver, en caso que, én vida, se hubieran 
tomado impresiones de los mismos. » 
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se produce mecánicamente y queda estampado el delta en la 
ficha. 

La parte delicada consiste en la interpretación de cada 
impresión digital y en su clasificación correspondiente en 
el archivo. Galton, para interpretar las combinaciones de 
los deltas encontró 4 grupos fundamentales, y cada delta 
orienta sus lineas en 3 divisiones : arcos, precillas y verti- 
cilo (1). Es curiosa la coincidencia con la base del bertilLo- 
nage, pero no puede llegar á la progresión geométrica de las 
subdivisiones, porque sus grupos no le permiten esa multi- 
plicación, y siempre quedan subdivisiones muy recargadas de 
fichas: hasta 500 en las más aligeradas. Aún trabaja el sep- 
tuagenario sabio en resolver esa dificultad de detalle : por 
eso ha aceptado las conclusiones de la comisión de 1894. Par- 
tiendo de la base de la clasificación de Bertillon, resulta que 
las 243 divisiones de éste, se multiplican por los 500 de 
Galton, llevando así, en caso necesario, la división hasta lo 
infinitesimal (2). 

El punto capital es la absoluta evidencia de la identidad 
del individuo, por la igualdad de las dos impresiones digita- 
les. Pero esto no lo puede comprobar ningún profano: es 
menester que sea un perito, es decir un hombre familiarizado 
con la teoría y práctica del sistema dactiloscópico, la clasifi- 
cación de sus grupos y la interpretación de las líneas. El exa- 
men debe practicarse con lentes especiales. Pero, dado un 

(1) Son los arches, loops y whorls de Galton. el cual, para facilitar la 
manipulación de su sistema, los abrevia en las anotaciones de sus fichas, 
las que así vienen á convertirse en combinaciones de a, I y w; aly lly 
icay etc. 

(2) Conf. ¿ntra, exposición del sistema Vucetich, empleado en el servicio 
de identificación de la provincia de Buenos Aires, y que ha resuelto precisa- 
mente esa dificultad, perfeccionando el método de Galton, y solucionando 
el único óbice que presentaba. 
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perito en la materia, la confrontación es inmediata y la evi- 
dencia absoluta. En esto indudablemente es inferior al berti- 
llonage, cuyos datos, una vez tomados, pueden ser interpre- 
tados por cualquier persona de mediana instrucción y sin 
práctica previa. Asi ¿qué valor de prueba juris acordarían 
los jueces á la declaración de un perito del sistema de Galton? 
¿ladeuna pericia ordinaria^ es decir, apreciable «según las re- 
glas de la sana crítica»? (1). Se perdería entonces cabal mente 
la ventaja de la certidumbre, que permitiría acordar á la prue- 
ba dactiloscópica el carácter de presunción juris et de jure. 

Es ese todavía el estado de la cuestión en Inglaterra. En 
la práctica: en las policías y establecimientos carcelarios, el 
sistema es perfecto; ante los tribunales y los jurados es una 
simple pericia, pero que cada día se va convirtiendo en me- 
nos y menos controvertida. La combinación hoy existente 
consiste: I'* en fotografiar á los delincuentes, como antes 
se hacía, pero suprimiendo el espejo y adoptando las dos pos- 
turas, de perfil y de frente; 2^ en tomar las cinco mediciones 
antropométricas, á saber: a) largo de la cabeza, 6) ancho id., 
c) largo del dedo medio izquierdo, rf) largo del antebrazo iz- 
quierdo, y é) largo del pie izquierdo; 3® tomar las impresio- 
nes digitales, de los 10 dedos (2); 4® agregar el resto de la 



(1) LacomisiÓD inglesa, estudiando esa faz del problema, dice : «Si se 
presentan fotografías de las impresiones digitales, aumentadas conveniente- 
mente, creemos que, con poco trabajo, puede establecerse la prueba de 
la identidad It seems too ¿mposstble to' insist too strongly on the abso- 
luto certainty ojthecriterion ofidentlty afforded by the fínger prints.í* Conf. 
BlxjLe Book, C. 7263, february 1894. 

(2) Los modelos, instrucciones, etc., se encuentran en el Report citado. 
Allí se encuentran detalles minuciosos respecto del funcionamiento del sis- 
tema, de modo que sirvan de texto á los que deben trabajar en las oficinas 
respectivas : así como las ¡nstructions signalétíques citadas son el manual 
del bertíllonage en Francia. 
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filiación ordinaria, describiendo altura, color del pelo, ojos, 
tez y señales particulares . Todos esos datos se inscriben abre- 
viados en un ficha manuable, y cada prisión ó policía envía 
un duplicado al archivo central de la policía de Londres, en 
Scotland Yard. 

La opinión de las naciones civilizadas se ha dividido con 
motivo del funcionamiento de estos dos sistemas (1); ambos 
están en su primer período, y sólo cuando haya pasado una 
generación — y desaparezcan los reincidentes cuyas primeras 
infracciones fueron anteriores al establecimiento de estos 
sistemas — es que podrá resolverse definitivamente cuál de 
ambos sistemas es el más práctico y el más conveniente. De 
ahí que, á la vez que muchas naciones han aceptado el berti- 
llonage, otras estén á la espectativa : en este grupo se cuen- 



(1) La opinión científica da, sin embargo, el triunfo á Galton. Conf. Fou- 
CEOT, Des empf'eintes digitales étudiées au point de cue médico-judiciaire ; 
Varigny, Les empreintes digitales (en Reoue scientifiquey XL, número 18) ; 
Feré, Note sur les empreintes des doigts (en Comptes- rendas de la société 
de biologies número de julio 1893). El reciente trabajo de Forgeot es deci- 
sivo ; he aquí cómo se expresa : « Les mains présentent des crétes papillaí- 
res á dessins linéaires tres compliques Jorm,ant un ensemble indioiduel 
iNMÜABLE. ¿Pourquoi n'aooir pas pensé plus tótd utiliser ceréseaude lignes 
donnant des caracteres dHdentité mathématique f Je dirai mieua;: cette 
identité mathématique est le complément nécessaire et scienti fique du 
systéme de M. Bertillon ». Esta declaración tiene grande importancia, pues 
se basa en estudios detenidos hechos en el laboratorio de Lacassagne. Y 
llega á esta conclusión : « la phalangette d'un doigt est sujfisante pour éta- 
hlir une identité certaine ». Sostiene, por último, como tesis científica in- 
destructible, que : « Vempreinte d'une seule phalangette su^fit pour établir 
une identité et cela d^une faqgn mathématique indéniable, evidente». 
Puede, pues, afirmarse que el antropometrismo de Bertillon hoy ha cedida 
su lugar al método de Galton. Todo está en perfeccionar éste ; y precisa- 
mente eso es lo realizado entre nosotros por Vucetich ; en Francia, aun bus- 
can la solución y Feré sólo ha adaptado á la terminología francesa la inglesa 
de Galton, reemplazando con las letras a, />, r, c las que el otro denominaba 
5, 6, Wy o. 
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tan Alemania (1) y Austria (2), las que conservan el antiguo 
sistema de la fotografía doble, por el espejo, y anotan, en la 
filiación, las medidas de estatura, busto, cabeza, dedos y ante- 
brazo, completándola con las señales particulares. En el res- 
to de Europa el bertillonage predomina^ si bien con variantes 
en cuanto á los rubros de las fichas, pues cada nación las 
simplifica, especializándolas con arreglo á sus necesidades; y 
en su aplicación, pues no se le acuerda el carácter policial 
predominante que tiene en Francia, donde se identifica á to- 
do detenido antes de ser procesado, mientras que en otras 
naciones sólo se identifica á los procesados, si bien se efectúa 
ello administrativamente al ingresar á cada establecimiento 
carcelario : por último, en algunas se necesita una orden del 
juez para identificar al procesado, como sucede en Inglaterra. 

¿Cómo funcionan legalmente los diversos sistemas de iden- 
tificación de reincidentes, en Europa? Debido quizá á encon- 
trarse en el primer período, no han querido las naciones dar- 



(1) En Alemania, las policías tienen su servicio especial de identificación, 
pero que no es el bertillonage, sino que estriba especialmente en el retrato. 
Así, en Hamburgo — por orden del día de mayo V de 1898 — se ha es- 
tablecido que la oficina de identificaciones use una ficha que contiene de 
un lado la fotografía (de frente y perfil) del inculpado, y del otro estas 
indicaciones, basadas en las mensuraciones antropométricas : número del 
retrato, número de la carpeta de antecedentes, número de la ficha antropo- 
métrica, altura, color de ojos, color de pelo, forma y color de barba, señales 
características y descripción de las marcas visibles en ambas manos, cara y 
cuello. Conf. Nueoos métodos de filiación, en Revista dePoliciay IV, p. 193. 

(2) H. Gross, Manuel pratique d'in^truction Judiciaire (París, 1899), I, 
280, se muestra partidario de la identificación geométrica : sistema preconi- 
zado por W. Matheios, Britisk Journal Almanach (1890). Conf. G. Pizzi- 
GHELLi, Handbuch der Photographie. El sistema es ingenioso, pero, en el 
fondo es una variante del que resultaba de la superposición de diversas foto- 
grafías, agrandándolas á un diámetro común, á fin de encontrar las lineas 
que se superponen exactamente. Pero es un procedimiento mecánico que 
da sólo un resultado aproximativo, y que jamás puede producir la certidum- 
bre como presunción de Jure. 
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les una forma legislativa, como tampoco incorporarlos á las 
administraciones de justicia, reformando las disposiciones 
pertinentes de las leyes procesales. Tan sólo Inglaterra no 
se consideró autorizada para establecer administrativamente 
un procedimiento que implicaba una obligación para los de- 
tenidos : fué necesario una ley del parlamento, modificando 
la sección 8 de la Penal Servitude Act de 1891 : pero no se 
dictó disposición especial que influyera en los procedimien- 
tos judiciales ó que diera al nuevo sistema un determinado 
valor legal. En cambio, en Francia — donde todo se hace pa- 
ternalmente por la administración — se consideró que el mé- 
todo antropométrico era un simple perfeccionamiento de la 
antigua filiación, y fué reglamentado el nuevo servicio por 
«órdenes del día» de la policía y por circulares ministeriales. 
En Rusia, lógicamente, fué establecido por simple resolución 
del presidente general de policía. En el cantón de Ginebra, 
fué necesario un decreto del consejo de estado : allí se somete 
á la identificación átodo detenido por orden del juez de ins- 
trucción (1). 

En toda Europa, las policías efectúan el intercambio de fi- 
chas antropométricas, principalmente las referentes á hijos 
del país recibidor ; además las nuevas fichas vienen á comple- 
tar y dar verdadero valor práctico á los archivos judiciales 
(los castersjudíctaires), que, de tiempo atrás, también can- 
jean entre sí las sentencias y antecedentes de los delincuen- 
tes. La tendencia contemporánea es á completar ambos ser- 
vicios, concentrando en cada país un archivo central que con- 
tenga la identificación y los antecedentes judiciales de todos 



(1) Decreto de junio 10 de 1891. El artículo 2 establece que todos los indi- 
viduos detenidos, así que la orden de detención haya sido expedida por el 
juez de instrucción, serán identificados; y el artículo 3» dice que todo dete- 
nido está obligado á someterse á la mensuración, bajo pena de ser conside- 
rado como culpable de rebelión. 
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ios delincuentes, áfin de canjear las fichas de los reinciden- 
tes, procurando asi las diversas naciones hacer eficiente la de- 
fensa social contra el gravísimo mal de la reincidencia. 

También en América han seguido el movimiento. 

En los Estados Unidos el bertülonagetxxé en el acto so- 
metido á comprobación : pero la iniciativa la tomaron las au- 
toridades militares, empeñadas en resolver el problema de los 
voluntarios enrolados después de desertar. El resultado fué 
desfavorable : <( el método de Bertillon fué declarado insufi- 
ciente por los tribunales militares, en razón de las inevita- 
bles discrepancias en las mensuraciones y del margen de tole- 
rancia para equivocaciones. Sólo la identidad demostrada por 
la coincidencia subsidiaria de altura, edad y pelo, era indu- 
dable : de esa manera la prueba secundaria de Bertillon prác- 
ticamente se convierte en la principal ante un tribunal » (1). 
En consecuencia se estableció un sistema especial, basado 
en la coloración de pelo y ojos, y en las señales particulares, 
ya que es cosa averiguada que casi ningún hombre carece de 
alguna, por lo menos (2). Es decir, se amplió el tercer ele- 

(1) Ch. R. GíiEENLEAF v Ch. Smart, Persoíial identity : informe presen- 
tado al congreso internacional de demografía (Londres, 1891 : Abstracts of 
paperSy pág. 233;. La impresión que produjo ese informe ofícial obligó á 
sosteuer á los bertíUonistas que, en E. U., el método había sido aplicado 
por gente poco preparada. Pero, si se reflexiona que esas decisiones de las 
autoridades militares de aquel país están de acuerdo con las observaciones 
de la sana crítica, y aun con lo que reconoce el mismo Bertillon, ¡nstruc- 
tions cit., pág. LXV, se reconocerá lo infundado de aquella defensa. 

(2) Este nuevo método principió á funcionar en 1891. si bien ya desde 
1899 se había ensayado el sistema de filiaciones por fichas. El archivo de 
identificación tenía, en junio 30 de 1898 — conf . Report of the surgeon-gene- 
ral of the army to the Secretary of Wa/\ for the fiscal yearended June 30, 
7S9S (Washington. 1898), pág. 25, — 95.065 fichas generales y 4808 por delin- 
cuentes militares ya condenados. Desde su comienzo, se han descubierto 
941 reincidentes (423 desertores, 289 dadob de baja por faltas y 229 otros) 
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mentó del bertillonage: las señales particulares, omitiendo 
la fotografía y las minuciosas mensurado nes, anotando sólo 
la altura del individuo y tamaño de sus cicatrices. La medi- 
cina legal, pues, triunfa en definitiva: sólo las señales parti- 
culares sirven para producir la evidencia de la identidad, por 
su individualización y su invariabilidad (1). 

Sin embargo, el régimen policial y el carcelero, en Estados 
Unidos, no siguieron las huellas prudentes del militar : se 
apresuraron á adoptar, como asunto inconcuso, el bertillona- 
ge. La asociación de alcaides lo aceptó, y pronto fué empleado 
en todos los establecimientos carcelarios y en los departa- 
mentos de policía, organizando archivos regionales para con- 
centrar las fichas (2). Más todavía : la asociación del foro 
norteamericano, en su reunión anual de 1895, adoptó el 
sistema, complementándolo con el de los archivos de ante- 
cedentes, y con su intercambio entre los estados de la 
Unión (3). Pero aún las diversas legislaturas no han creído 

que han sido nuevamente juzgados por los tribunales militares. La preci- 
sión del método ha sido tal que hoy el ejército se encuentra libre de la plaga 
de desertores, delincuentes y malos elementos : la identificación los detiene 
al enrocarse ; de ahí este fenómeno : en 1892 se identificaron 215 reinciden- 
tes ; en 1893, 104 ; en 1894, 110; en 1895, 121 ; eñ 1896, 108 ; en 1897, 68. Conf. 
además : C. H. Alden, The identificaUon of the indíoiduaL Wíth special 
reference to the system ¿n use ¿n the U. S. Army (Washington, 1896 : mono- 
grafía presentada en la sociedad antropológica de Washington). 

(1) Precisamente los dos caracteres típicos del sistema dactiloscópico de 
Galton. 

(2) En septiembre de 1887, fué adoptado por la WarderCs Association; en 
1888 se estableció una escuela para formación del personal, en Joliet, Illinois. 

(3) S. E. Baldwin, Modera political institutions (Boston). He aquí las 
dos resoluciones adoptadas en aquel congreso: «1» que debe disponerse por 
ley, en cada estado, que se guarde un registro en que se anote el nombre, 
edad, apariencia personal, residencia, ocupación y antecedentes generales de 
toda persona que hubiera sido condenada por sus tribunales, por crímenes, 
ó que hubiere sido dos veces sentenciada á prisión por cualquier crimen ó 
delito ; y que se imprima anualmente este registro para distribuirlo á sus tri- 
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deber intervenir : se deja (Jue la práctica demuestre la bon- 
dad ó defectos del sistema^ cuya adopción y funcionamiento 
ha sido obra administrativa, y revocable, por ende, en cual- 
quier momento ; los tribunales, por lo tanto, ignoran « legal- 
mente » la nueva filiación y la admiten como una pericia cual- 
quiera, si bien en carácter de valiosísimo auxiliar (1). 

En el Brasil funciona el bertillonage en las policías de Río 
de Janeiro, Ouro Preto y San Pablo. Desde 1889 la opinión 
se agitó en ese sentido (2) ; el gobierno hizo estudiar el sis- 
tema en Europa (3) ; la sociedad de antropología de Río 

buoales y autoridades de policía, y para canjearlo por publicaciones seme- 
jantes de los otros estados ; y que se tome las fotografías de los condenados 
que se consideren especialmente peligrosos, para usarlas de la manera an- 
terior ; 2» Que debe disponerse por ley, en cada estado, que todas las perso- 
nas que hubieren sido dos veces condenadas á prisión por algún crimen ó 
delito, queden sujetas á la vigilancia de policía por toda la vida, ó un tér- 
mino no menor de 5 años á contar de la expiración de su segunda prisión, 
según lo ordene el tribunal ; y también á la privación perpetua del voto y 
desempeño de funciones públicas». Para ello se recomendaba el sistema Ber- 
tillon que, entonces (1895), había sido aceptado por las policías de Hlinois, 
Michigan, Wisconsin, Massachussets, Rhode Island y ciudad deNuevaYork. 
Conf. además, el discurso pronunciado por el diputado Ugarriza, en la se- 
sión de septiembre 9 de 1900, de la H. Cámara de Diputados.. 

(1) He aquí lo que escribe autoridad tan respetable como C. H. Alden, 
desde Estados Unidos (febrero 18 de 1901 : C. H. Aldqn á J. Vucetich). « El 
gobierno de los Estados Unidos no tiene ley alguna relativa á la identifica- 
ción de los criminales. El sistema usado en el ejército tiene la autoridad del 
ministerio de la guerra, pero en ninguna repartición general se emplea sis- 
tema alguno de ese género. Los gobiernos tampoco han dictado leyes en ese 
sentido. El sistema Bertillon ó, por lo menos, algo muy semejante, se utiliza 
en los departamentos de policía de nuestras ciudades más populosas y en 
algunas de las grandes prisiones de los estados. En cuanto á fotografiar los 
criminales y colocar sus retratos en la llamada Rogtie's Gallery, es una 
práctica usual en todas las grandes oficinas de policía. » 

(2) En esa época el doctor H. Moriat, presentó una Memoria al jefe de po- 
licía Sampaio Ferraz. Poco después, el doctor Gregorio Th. de Azevedo, 
en mensaje de noviembre de 1891, solicitó de la legislatura del estado de Ama- 
zonas el establecimiento del servicio. 

(3) El gobierno federal, en septiembre de 1891, comisionó al doctor Barros 
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aconsejó su adopción (1), y, por último, fué instalado en 
la ciudad de Ouro Preto en 1893 (8). En la ciudad de San 
Pablo funciona desde 1898 (3). En la capital se hizo un en- 
sayo deficiente en 1894 (4), siendo establecido en forma de- 
finitiva en julio de 1899 (5). No puede, pues, afirmarse que 
se procediera con precipitación : la cuestión fué sesudamente 
estudiada, teniendo en cuenta los diversos sistemas usados 
en Europa, y se dio la preferencia al bertillonage, si bien 
modificando la redacción y contenido de las fichas antropo- 
métricas. Lo interesante del caso es que ha sido el gobierno 
federal el que ha establecido oficialmente el servicio (6), re- 
glamentando por decreto el funcionamiento del mismo (7). 

Guimaraes con ese objeto. Presentó unRelatorio (diciembre 1892), del que re- 
produce partes el Boletimdo sercigo de identificaQáojudiciaria (número 4). 

(1) Se presentó con ese objeto al gobierno en 1892, y éste le sometió á 
informe el Relatorio de Barros Guimaraes : la sociedad se expidió de acuerdo, 
en abril 20 de 1893. Conf. informe de Méndez, Teixeira y Souza Gómez. 

(2) En nombre de la sociedad de antropología, fué comisionado Souza 
Gómez para instalar ese servicio, que fué inaugurado en dicha ciudad en di- 
ciembre de 1893, bajo la dirección de F. Catáo. 

(3) Fué instalado en julio de 1898. Conf. Evaristo da Veiga, Gabinete 
anthropometríco de S. Paulo. Relatorio apresentado ao exmo. senhor doctor 
clieje de policia do Estado (1899). Es un opúsculo lleno de interés (edición 
privada), conteniendo un estudio sobre el criminal A. Perelli, del punto de 
vista de la antropología penal y patológica. 

(4) En octubre de 1894 el jefe de policía Valladáo hizo un ensayo, bajo la 
dirección de Th. Coelho : pero sólo fueron identificados 19 detenidos, desde 
1894 á 1899, Mientras tanto, el gobierno envió dos otros comisionados á Eu- 
ropa: Brazil Silvado y F. Catáo, los que presentaron sus Relatorios al mi- 
nistro del interior. Conf. además: Renato Carmil, Anthropometria ou ma- 
thodo para ceriftcagáo de identidade pessoal. Relatorio apresentado ao mi- 
nistro da justiga (Rio, 1898). 

(5) Inaugurado en agosto de 1899, bajo la dirección de Carmil y Souza 
Gómez. 

(6) Decreto número 3640, de abril 14 de 1900, firmado por el presidente 
Campos Salles y el ministro Pessoa. 

(7) Reglamentación del decreto número 3641. Conf. Boletim do sercigo de 
identificagáo Judiciaria (n* 3, junio de 1900). 
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Con arreglo á esos decretos, «todos los indi\ciduos presos se- 
rán sometidos á la identificación, inmediatamente después 
de detenidos ó en el día inmediato » (1). Establece el princi- 
pio del secreto, pero no para la policía, tanto de los estados 
brasileros como del extranjero, los litigantes, el ministerio 
público, los jueces y el ministerio de justicia: á todos los 
cuales faculta para obtener duplicados de las fichas. Es ente- 
ramente la organización del régimen francés de los casiers 
Judiciaires, sin tomar en cuenta las últimas leyes Berenger, 
de 1899 y 1900, que han restringido esa comunicación tan 
amplia de los registros respectivos. (2). Sin embargo, se nota 
la tendencia á internacionalizar el servicio de identificación 
de reincidentes, con todos sus antecedentes judiciales : para 
el Brasil, es ahora materia de tratados á celebrar con las de- 
más naciones. Mientras tanto las policías, administrativa- 
mente, han inaugurado el canje internacional de fichas : ins- 

(1) Artículo 70, decreto número 3640. Exceptúanse, síq embargo, los presos 
administrad vamente ; los que no lo fueren por causa criminal ; las prostitutas y 
en general las mujeres detenidas por infracción á la moral ; los inculpados 
de crímenes políticos, ó de calumnia, ó injuria, ó duelo (sin lesiones corpo- 
rales), ó adulterio, ó por contravenciones policiales (menos los del Código 
Penal : lib. IH, cap. XII;, ó contra el libre ejercicio délos derechos políticos. 
Además, el artículo 151 del reglamento establece que « en casos muy espe- 
ciales el ministro de justicia podrá dispensar de la identificación á los presos 
no comprendidos en las excepciones anteriores ». Conf. Boletlm, número 
citado. Es interesante observar con qué criterio, diametral mente opuesto, 
resolvió ese punto el gobierno inglés : « No sería consistente con las ideas 
inglesas el confiar á la policía un poder arbitrario de mensurar ó fotografiar 
á cualquier persona arrestada, sin orden de un magistrado y sin relación con 
la necesidad, para los fines de la justicia, de descubrir sus antecedentes y su 
carácter... Cuando los antecedentes de un preso, acusado de un crimen, son 
desconocidos pero se sospecha que es un reincidente, la policía solicitará del 
juez en la primera audiencia del caso, que ordene la mensuración y fotografía 
del inculpado, y el juez, si opina que ello es necesario, así lo ordenará al 
someterlo á juicio. » fíeport o/a departamental Committee cit. 

(2) Conf. A. BiiiiLET, Comm^ntaíre des lois et réglements sur le casier 
judiciaire (París, 19(X)). Adde : P. Reutenauer, De la réhabilitation en 
matiére pénale et disciplinaire (Paris, 1900). 
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talado el servicio en agosto de 1899, la oficina de Río se di- 
rigió, en enero 30 siguiente, á todas las similares de París, 
Lyon, Marsella, Londres, Berlín, Viena, Ñapóles, Roma, 
Milán, Turin, Genova, Lisboa, Oporto, Bruselas, Ginebra, 
Nueva York, Chicago, Buenos Aires, La Plata, Montevideo 
y Santiago de Chile (1). Del punto de vista del valor legal 
de ese servicio, en los procesos criminales, aún no puede juz- 
garse, por ser tan reciente su instalación, y no haber tiempo 
para la formación de una jurisprudencia de la materia. Sin 
embargo, ya los tribunales habían sufrido con los informes 
equivocados délas alcaidías de las casas de detención restas, 
cuyos registros se llevan por el sistema antiguo de anotar lo 
que se le ocurre decir al preso, informaban frecuentemente 
no existir antecedente ó existir uno solo... mientras el pro- 
cesado confesaba ser reincidente repetido, y citaba los proce- 
sos y los jueces. Todo esto comienza á cambiar, por remitir 
hoy los antecedentes la oficina de identificación (2). 

El bertillonage funciona, además, en las repúblicas del 
Uruguay (1) y Chile. 

En la India fué también introducido al principio, pero en 

(1) Conf. Boletim cit., número 3. Hubo quizá uq poco de trop de séle: en 
Bruselas no existe establecido el sistema de identificación . También se es- 
tableció el canje de fichas con las policías brasileñas de Para, Amazonas, 
Bahía, Pernambuco, Minas, San Pablo y Rio Grande. 

(2) Conf. Boletim, número 5 (octubre 1900). El dato es sugerente, por cuanto 
el director de aquel servicio, R. Carmil — (Souza Gómez está en Europa), — 
ha sido precisamente fiscal del crimen y se refiere á casos en que ha interveni- 
do. Precisamente me ha pasado lo mismo, lo que motivó mi opúsculo : La 
reincidencia y el sistema antropométrico. 

(3) En Montevideo, la penitenciaría tiene anexo un soberbio gabinete an- 
tropométrico, dirigido por el doctor Garibaldi. Pero su instalación demuestra 
que su objetivo es más bien científico, y que utiliza las identificaciones de 
los penados para servir de elementos de comprobación á estudios antropo- 
lógicos. 
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brevísimo tiempo el archivo antropométrico excedió de 
200.000 fichas y su manipulación se convirtió en un serio 
problema. El gobierno virreynal nombró entonces una comi- 
sión para que estudiara á fondo la cuestión, y se procedió á 
practicar una de esas enquétes luminosas, tan frecuentes en 
los anales británicos. En 1897, la comisión presentó su infor- 
me, llegando á estas conclusiones : « que el método de 
identificación por medio de impresiones digitales es cierta- 
mente superior al sistema antropométrico : 1° en sencillez de 
aplicación ; 2** en el costo de las instalaciones ; 3** en el hecho 
de que todo el trabajo inteligente de interpretación se concen- 
tra en el archivo central ú oficina de clasificación; 4** en la 
rapidez con que se opera; y 5® en la certidumbre de sus 
resultados». En consecuencia, el. gobierno de la India, por 
resolución de junio 12 de 1897, efectuó el cambio. Se adoptó 
el sistema dactiloscópico de Gal ton, pero perfeccionado, en 
cuanto á su clasificación, por Henry ; quien ha logrado, por 
medio de clasificación de las líneas, multiplicar las subdivi- 
siones y llegar al mismo admirable resultado práctico de la 
progresión geométrica, que sirve de base á la clasificación 
Bertillon(l). 

En Egipto, la policía puso en práctica el procedimiento 



(1) Galton, ídentiflcaUon offices, en Ni neteenth Century {n^ áe ]u\io 1900). 
Conviene recordar que fué en India que Herschel aplicó el sistema de las 
impresiones digitales para el uso de la vida civil, y hoy se emplea también 
para lo mismo, haciendo acompañar la firma, si se trata de un alfabeto, de 
la yema de su dedo pulgar ; y, si es analfabeto, se estampa esa sola impresión 
digital, á guisa de firma. Hoy los contratos de todo género van acompaña- 
dos de esa garantía supletoria : la legislatura de la India ha sancionado por 
ley la innovación. En caso de controvertir la autenticidad de la impresión 
digital, los tribunales recurren á peritos, los cuales, por medio del aumento 
fotográfico de las impresiones, demuestran con facilidad su exacta identidad. 
Conf. : exposición de E. R. Henry, en la British Association (septiembre 
1889). 
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mixto aconsejado por la comisión inglesa de 1893, pero con 
variantes en el contenido de las fichas (1). 

Resumiendo : el problema de la comprobación de la reinci- 
dencia puede darse por resuelto, adoptando como sistema de 
identificación un procedimiento mixto de bertiUonage y 
dactiloscopia; aquél, para la más segura clasificación ; éste, 
para la perfecta certidumbre. Las fichas respectivas deben 
correlacionarse con las carpetas, conteniendo la historia 
criminal de cada delincuente, expediente abreviado de vita 
et moribus, con la copia de las diversas sentencias testimo- 
niadas, y las cuales, clasificadas en orden alfabético, forman 
el archivo penal. Ambos archivos deben funcionar en una 
oficina central para todo el país, y cada tribunal, prisión ó 
policía debe enviar copia duplicada de los antecedentes, 
sentencias y fichas de identidad. De esa manera, al ser 
detenido un sospechoso ó al ser capturado un procesado, su 
ficha de identidad se envía á la oficina central, alli se practi- 
ca la rebusca, y, á vuelta de correo, se expide el extracto 
de la confrontación con todas las indicaciones precisas. 
Organizado así el servicio dentro del país, los gobiernos, por 
medio de tratados internacionales, establecen el canje con 
las oficinas análogas de otros países, de modo que sea 
factible la rápida represión de la reincidencia, que hoy se 
multiplica por la facilidad de pasar de un país á otro. 



§2 



Comprobación de la reincidencia en la Argentina 

Ahora bien, ¿cómo se ha procedido y se procede entre 
nosotros para comprobar la reincidencia ó para identificar 

(1) Galton. op. cít., en revista cit. 
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delincuentes ? He explicado ya cuáles son nuestras disposi- 
ciones legales al respecto, y la franciscana pobreza de las 
filiaciones que resultan del texto del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal (1). En la práctica, conveniente es 
darse cuenta de cómo se ha procedido en las policías. 

Me concretaré primeramente á la capital de la república, 
porque no existe organización de carácter nacional que 
pueda servir para los casos de reincidencia. Primer vacio 
que debe llenarse. La unidad territorial de la legislación 
penal debe implantarse en el hecho : por lo menos en materia 
de reincidencia no existe, como lo he demostrado má 
arriba (2). 

La tarea de anotar las filiaciones de los detenidos debe 
siempre corresponder á la policía, la que, al instruir los 
respectivos sumarios de prevención, desempeña las funciones 
judiciales de « juez de urgencia », no para juzgar, sino 

(1) Sobral, Op. c¿t., comeatando el artículo 271 de dicho Código, dice : 
«esto siempre se hace, pero, por más cuidado que en ello se ponga, por. más 
minucioso que sea el detalle que se consigne, siempre será una prueba muy 
imperfecta ». 

(2) Conf. Reoista de Policía (Buenos Aires, 1900), IV, 149. «Un individuo 
comete un homicidio en Barracas al Sud : es preso, juzgado y condenado 
por los tribunales de la provincia ; y, cuado recupera su libertad, hiere ó mata 
otra vez en la capital federal. Juzgado de nuevo, los jueces de la capital no 
lo consideran reincidente : Fallos^ X, 295. El ejército de nuestros ladrones 
metropolitanos hace expediciones lucrativas, en ciertas épocas del año, á los 
pueblos veraniegos de los alrededores ; si la policía provincial les echa el 
guante, no corren el riesgo de ser tratados como oeteranos ; gozan de todos 
los beneficios acordados al primer desliz. Y lo que ocurre entre la capital y 
la provincia de Buenos Aires, sucede en los tribunales de todas las provin- 
cias y de todos los territorios ». De modo que se llega á este absurdo : un 
asesino que, después de juzgado cada crimen, pase de una provincia á otra, 
puede llegar á tener quince asesinatos probados y, sin embargo, se le con- 
sidera siempre como si fuera un hombre honrado que hubiera sucumbido á 
una única tentación ; la justicia ignora tales antecedentes y, si se los comu- 
can oficiosamente, prescinde de ellos, porque no pertenecen al territorio de 
su jurisdicción I... 
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para organizar los datos del primer momento, relativos á 
cada hecho delictuoso. Al ser detenido un inculpado, su 
filiación es registrada en los libros de la alcaidía; hasta 
1889, — época en que se implantó el bertillonage, pero como 
servicio independiente, — era esa la única fuente de informa- 
ción de que disponían los tribunales para conocer si un pro- 
cesado era reincidente. 

La ineficacia de los registros de la alcaidía ha sido puesta 
en evidencia por uno de los altos funcionarios de la poli- 
cía (1). « En la alcaidía no hay índice general de detenidos, 
donde puedan hallarse, con la rapidez y la seguridad necesa- 
rias, los datos que se requieran respecto á un individuo deter- 
minado ; de manera que, para obtener esos datos, es preciso 
recorrer una larga serie de libros, tomando siempre de la 
última entrada lá referencia de la entrada anterior ; referen- 
cia que está ó no anotada, porque, si cuadra la casualidad 
que ella figuró en alguna de las muchas hojas substituidas 
por deterioro (2), habrá bastado el menor descuido ú omi- 



(1) Recista de Policía^ IV, 133. 

(2) « Cuando alguno de los libros matrices — dice el mismo funcionario, 
loe. cit. — se deteriora por la acción del uso, se mandan reponer las hojas 
destruidas y se pasan á las nuevas las anotaciones que figuraban en las vie- 
jas: irregularidad sin nombre, que ha hecho perder toda la confianza y la fe 
que aquellos libros debieran merecer ». Pero hay aún algo más, que está 
suficientemente explicado en la siguiente vista fiscal mía : — abril 7 de 
1901, in re Méndez ó Mena, por hurto; juez Barrenechea, secretario Díaz 
Romero. — « No puede ser más grave el caso presente. El reo José Mena 
ó Méndez es procesado por el delito de hurto: convicto del mismo, es con- 
denado al término medio de la pena, en virtud del artículo 52, Código Pe- 
nal por no existir circunstancias agravantes ni atenuantes. En cuanto á las 
primeras, constaba del informe respectivo de la alcaidía de policía, que era 
esa la primera entrada del reo. Al notificar á éste la sentencia, en la peniten- 
ciaría, fué allí informado el actuario por la dirección del establecimiento, 
que Mena era precisamente un « veterano » de las cárceles, y que allí era la 
séptima vez que iba á purgar otras tantas condenas. 

« El actuario, con el consiguiente asombro, dio cuenta del hecho : se me 
corrió vista, y pedí se recabara por oficio á la penitenciaría la confirmación 



-J 
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sión del empleado copista para que se pierda para siempre 
el rastro de la historia judicial de un reincidente. Se advierte, 
pues, por este solo dato, que un trabajo tan delicado como el 
de la alcaidía no está sometido á control alguno, y es bas- 
tante esta deficiencia fundamental para justificar todas las 
desconfianzas con respecto á la seguridad de sus informes 
judiciales. » 

De manera, pues, que no sólo se contentaba con inscribir 
las filiaciones que, con más ó menos fantasía, se les ocurría 
dictar á los detenidos; sino que llevaba los registros respec- 
tivos con la (( despreocupación» á que acaba de aludirse. No 
es, pues, de extrañar que, apenas fuera conocido en el mundo 

del dato. Ésta, lo confirma claramente : Mena había tenido 7 entradas : 4 por 
lesiones, 2 por atentado á la autoridad y la actual por hurto. Se recabó en- 
tonces de la policía nuevos informes : la alcaidía insiste en que aquel « no 
tiene más entrada que en la que entiende el señor juez oficiante » ; y la ofici- 
na antropométrica dice que « no tiene más antecedentes anteriores al 27 de 
octubre último, en que fué medido y fotografiado ». Para mayor certeza, 
consta que el reo fué tenido á la vista al expedir esos nuevos informes. 

« Resultaba, pues, un verdadero escándalo judicial. La policía había apre- 
hendido 7 veces á un reo, reincidente conocidísimo, y ni siquiera le había 
dado entrada en los registros de la alcaidía, ni menos hecho identificar por 
la oficina antropométrica. Me pareció tan enorme el concreto, que preferí 
creer erróneo el dato de la penitenciaría, y solicité que se lo hiciera controlar, 
recabando de aquella repartición una relación circunstanciada de cada en- 
trada, con los datos necesarios, á fin de poder hacer certificar cada causa, y 
agregando la filiación tomada en cada caso, con el objeto de ver si no se tra- 
taba de un caso curioso de homonímia. 

« El informe circunstanciado expresa inequívocamente todos los datos 
pedidos. Las entradas han sido 7 : 1» junio 5 de 1892, condenado por lesio- 
nes ; 2' junio 27 de 1893, por lesiones : sobreseído provisionalmente ; 3* oc- 
tubre 8 de 1895, por atentado á la autoridad, condenado ; 4' octubre 29 de 
1897, por lesiones, condenado ; 5" diciembre 27 de 1897, por lesiones, conde- 
nado; 6' abril 4 de 1900, por lesiones, condenado; 7* noviembre 3 de 1900, 
por hurto, condenado. Se trata, pues, de un reincidente que, en 9 años 
ha tenido 7 procesos y ha sufrido 6 condenas ; sus entradas policiales se si- 
guen unas á otras, t^nto que, á veces, apenas sale de purgar su condena 
comete un nuevo delito y es otra vez capturado : así el 12 de diciembre de 
1897 sale de la cárcel, después de cumplir una condena de 3 meses de 
arresto, y el día 27 del mismo mes y año comete el delito de atentado á la 
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el feliz resultado del sistema antropométrico, el jefe 
i de la época se preocupara de introducirlo aqui (1). 

en tales condiciones que es condeDado at máximum de la peua. 

resulta, ignorarlo la policía: sus libros de re)(i$tro no conservan 
jtnejante delincuente ; sus empleados de ojo avizor, con el reo á 

recuerdan haberle visto nunca; su oficina antropométrica, que 
ís lunciún que identificar pasivamente á los detenidos que la al- 
aada, tampoco ba mensurado nunca á tal a profesional u. Real- 
^ explicación tiene tan inexplicable negligenciaT Y no hay duda 
i filiación es idéntica en todos los casos, variando sdio arbitraría- 
^dad. pues el procesado se ha dado el placer de aumeularla ó 
. á su paladar. Todos los demás datos coinciden : ba; señales 
i inconfundibles, como cierta cicatriz en el dedo anular derecto, 
la en cada filiación, sirve de hilo de Aríadna. Además, los datos 
inciaría han sido escrupulosamente certificados en cada juzgado 
lusa á la vísia. Por último, vuelve á informar la alcaidía, tras- 

Qliaciún rutinaria del reo : es exactamente la misma que las cod- 
el informe de la penitenciaria. Y la oficina antropométrica, i n- 
uplicado de la ficha de identificaciún del reo : las señas parlicu- 
iden, — lo único que no coincide es esta mención : en el rubro 
octubre 29 de 1900, burlo»... y nada más. 

bien ; aparte del desorden singular que eso revela en la alcaidía,— 
á anotado el reo y no se ha sabido encontrar dichas anotaciones, 
os repetidos informes, lo que demostraría que no puede tenerse 
confianza en tal oficina ; ó el reo, en sus diversas entradas, no ba 
lo en los libros, lo que revela que hay individuos á quienes se 
la cuya detención no quedan rastros en la policía, lo que serla 
— resulla que su equivocado informe ba impedido á la justicia 
1 reo como lo manda la ley, porque V. .S., engañado por un in- 
D al que prestó crédito, no computó la agravante del inciso 19, 

Código Penal. (Qué remedio legal tiene esta situación peregrina! 
696, Código de Procedimientos, dispoue que, en materia deproce- 
;nal, no habrá más nulidades que las establecidas en dicho Código 
isul taren de la violación de sus disposicioness expresas. El caso 
ícuadranien una ni en otra alternativa: tampoco pueden aplicarse 
iones sobre recurso de revisión.artículo 556, Código citado. En esta 
I, soy de opinión que V, S. eleve estas actuaciones á la Excma. 
fin de que ésta, en virtud de las (unciones que la encomienda el 
I de la ley orgánica de los tribunales, se sirva tomar las medidas 
conveniente a... 

, Duago, Lo" hombres de presa. Ensayo de antropología crimi- 
is Aires, 1884), pág. 133, llamó la atención hacia el hertUlonagr, 
! las opiniones manifestadas por el primer congreso antropoló- 
ia : II el general Capdevila piensa instalar en breve una oficina 
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Efectivamente, en 1889 fué creada la oficina antropomé- 
trica (1), « destinada á la determinación de la identidad de 

9 

antropométrica anexa al departamento central ; la que, además de las ventajas 
ya apuntadas, ofrecerá la de poder constatar la idenidad, de una manera 
inequívoca, en los casos de extradición de criminales, que, con tanta fre- 
cuencia, solicitan las autoridades extranjeras ». E. R. Coni, Código de hi- 
giene y medicina legal en la República Argentina^ I, 392, trae la historia 
de la fundación de la oficina antropométrica. « Mucho antes se hubiera 
fundado — dice — si circunstancias especiales no lo hubieran impedido, 
pues, desde fines de 1887 existía ya la idea de establecer entre nosotros 
esta repartición tan necesaria, á semejanza de las existentes en Europa y 
principalmente en Francia, habiendo sido París el punto donde el doctor 
Agustín J. Drago (el fundador del servicio; hizo su aprendizaje del 
método Bertillon y de todo lo referente á la organización completa del 
sistema adoptado por la prefectura de policía de París. El coronel Cuenca 
jefe de policía en 1887, fué quien comisionó al doctor Drago, médico de 
la repartición, que se encontraba en París, para estudiar el sistema á fin de 
ponerlo en práctica en esta ciudad. Drago, á su regreso (abril 1888) expuso 
el resultado desús estudios al coronel Capdevila, sucesor del coronel Cuen- 
ca, quien le comisionó á su vez para adquirir los instrumentos y demás 
aparatos necesarios para la fundación de la oficina, lo que tuvo lugar en 
abril 1889. Se inauguraron los trabajos el 31 de mayo, pues fué necesario 
instruir el personal y ponerlo práctico en el manejo de los instrumentos, fi- 
chas, etc. » 

(1) Por orden del día de la policía, abril 3 de 1889. M. Mujic.\ Fakías, 
Repertorio de Policía, 1880-1898 (Buenos Aires, 1899), pág. 343. Los conside- 
randos de esa orden del día justificaron la medida, basándola en estas razo- 
nes : 1' Que, en vista del crecimiento gradual de la población, y por consi- 
guiente, el aumento proporcional de la criminalidad, es necesario adaptar al 
servicio de la repartición de policía todas aquellas mejoras, cuya práctica en 
las naciones europeas ha dado excelentes resultados, favoreciendo la buena 
marcha de la administración de justicia ; 2' Que no hay actualmente base 
Jija para la comprobación de la identidad, ni se subordina aquélla á nin- 
gún principio científico^ de donde resulta que la circunstancia agraoanie 
de la reincidencia no puede, en la mayor parte de los casos, ser establecida 
con precisión, por el cuidado que generalmente tienen los criminales en 
ocultar su nombre y suministrar datos falsos, que hacen incurrir en error, 
no teniéndose para ello otro medio de comprobación que la hecha por elper- 
sonal de empleados, sistema defectuoso que subordina al recuerdo personal 
esta condición tan importante; 3" Que tanto en Francia como en Inglaterra 
y Estados Unidos, se ha establecido desde el 1* de julio de 1884 el servicio de 
identificación ideado por Bertillon, cuyos resultados ha venido á comprobar 
la eficacia de esa oficina, dando una base racional y segura á la justicia, 
para ecitar que los criminales burlen su acción, complementando de ese 

7 



ividuos que sean remitidos detenidos ó presos, bajo la 
,clóti de un delito »; con cuyo objeto « las oficinas de 
i remitirán diariamente á la oficina de identificación 

aquellas personas que se encuentran en las condicio- 
¡ncionadas. » En lugar de recabar del H. Congreso 

especial autorizando su funcionamiento, siquiera en 
le aplicación local del articulo 271, Código de Procedi- 
s, se optó por el temperamento observado en Francia, 
csir : establecer la nueva oficina como un servicio sim- 
te asimilado ai antiguo y como complemento de las 
ones en los libros de la alcaidía, la que continuaba 
la fuente autorizada de informaciones para los tribu- 
íin duda, muy buenas razones abonaban ese procedi- 
, pues, en definitiva, la mensuración antropométrica 
individuo no es mas que la descripción del mismo, 
,da por un cierto número de medidas. La oficina, sin 
:o, nació á la vida de una manera precaria y como ver- 
te; asi, uno de los artículos de la resolución que la 
ce que « se solicitirá de! señor ministro de justicia 
ición para que el jefe de la oficina proceda á la men- 
n de los penados existentes en los establecimientos 
ciarios de la capital; y de los señores jueces respecto 
resos que se encuentran á su disposición )>. No se ex- 
■mo, si no se creyó conveniente la sanción de una ley, 

menos no se amparó tan grave innovación en un 

del P. E., ó, en el peor de los casos, en una sim- 
)lución ministerial : se prefirió la vía reservada de 

ervioio de fotografía judicial ; 4' Que es una obligación del depar- 
te policía demostrar no solamente la existencia del delito, sino lam- 
t las demás condiciones que puedan ejercer alguna inQnencia en la 
las penas que los jueces deben aplicar, y que, por oira parle, está 
lultades arbitrar los medios para que este precepto legal pueda 
». Como se ve, el servicio antropométrico fué instalado en ca- 
rióte de auxiliar déla justicia. 
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una « orden del día », que rara vez llega á conocimiento 
del público... Desde luego, el ensayo se inició tímido ó 
irresoluto : si era una mera función policial interna, consi- 
derando á la mensuración como un simple complemento de 
la anotación en lo^ libros de entradas, no correspondía soli- 
citar de nadie autorización especial para ello; si era una 
función auxiliar de la justicia, á fin de que sus datos reem- 
plazaran á los usuales ó inútiles, entonces debió francamente 
así decirse, y los jueces — á falta de un texto legal que lo orde- 
nase — debían autorizar en cada caso la aplicación del nuevo 
sistema (1). Pero otro artículo de aquella resolución admi- 
nistrativa, decía que « al recibirse las comunicaciones de los 
señores jueces sobre el resultado de los sumarios levantados 
contra los individuos que hayan tenido entradas por delitos, 
en el departamento, se pasarán á la oficina de identifica- 
ción... » Todas son incongruencias : el servicio se crea para 
identificar á todos los que fueren detenidos ó presos, bajo 
inculpación de delito; y al mismo tiempo no se procederá 



(1) Tal había pasado en el Brasil, y fué esa precisamente la causa del fra- 
caso del primer servicio antropométrico instalado en la policía de Río, en 
octubre de 1894. Se resolvió que sólo se practicaran tales identificaciones des- 
pués de estar el procesado condenado por el juez : en esas condiciones los 
detenidos no corresponden á la policía sino á los jueces : si éstos no lo or- 
denan, no serán identificados. Sucedió entonces que, por negligencia ú 
olvido, no se ordenaba tal cosa en las respectivas sentencias, y de ahí que 
aquella oficina pasara meses enteros sin identificar un sólo individuo. Conf. 
Jornal do Commercio (Río, noviembre 6 de 1895, artículo : Identificagáo dos 
criminosos). Por eso se explica que, en tales condiciones, sólo fueran iden- 
tificados 19 individuos desde octubre 1894 hasta julio 1889. Conf. Boletim do 
seroLQO de identi/ícagáo (Río, enero 1900) . Al reorganizar el servicio, se 
adoptaron las conclusiones de BrazilSilvado, O se roigo policial em Parize 
Londres: «Tan sólo la naturaleza de la falta que da por resultado la con- 
ducción de un individuo á los cuadros policiales, debe obligar á su mensu- 
ración y fotografía » . Era pasarse al otro extremo : una especie de tout a 
¿'é<7oa¿ policial ; por lo cual el decreto del gobierno (abril 14 de 1900) esta- 
blece qué detenidos deben ser identificados, y cuáles no. Pero resuelve ine- 
quívocamente la cuestión. 
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j cuando cada juez lo autorice; y más adelante se esta- 
:w que sólo se aplicará cuando se comunique la sentencia... 
í establece la posibilidad de destruir las mensuraciones en 
ís de absolución, aun cuando sea por falta de pruebas, 
y cuántos delincuentes son maestros en el arte de evitar 
pruebas! En una palabra : los inconvenientes fueron 
¡s y tales las deficiencias de servicio semejante, que la 
icia, para regularizarlo, solicitó de la Excma. Camarade 
elaciones — en septiembre 4 de 1889 — que se adoptara 
i medida general y obligatoria, de modo que todos los 
;es tuvieran que conformarse con ella. Esto era más ex- 
io aún : el tribunal supremo, careciendo de ley al respecto 
ratándose de un servicio que funcionaba como resorte 
ainistrativo é interno de una repartición que no está 
letida á su superintendencia, difícilmente podía tomar 
3ida semejante. Desgraciadamente, el señor fiscal Cortés, 
ayo dictamen fué pasada dicha solicitud, encaró el asunto 
un punto de vista, en mi concepto, errado; y se expidió, 
ieptiembre á4, diciendo : « la indicada medida importaría 
vejamen á los procesados, pues no imponiéndoles la ley 
■er sufrirla, no se les puede obligar á esto, ni V. E. debe 
Drizarlo en manera alguna ». Y la Excma. Cámara, en su 
a número 1300, comunicó á la policía que adoptaba como 
)lución dicho dictamen (1). 

'.se contratiempo estuvo á pique de esterilizar el laudable 
2;reso que implicaha la implantación de la identificación 
ropométrica. Ha sido el origen de una serie de conflictos 
re los tribunales y la policía, que han puesto en condición 
íaría á ese servicio. La policía misma se consideró con 



I Conf. mí nota al señor Qscal Segovi&. Ed ; La reincidencia y el s 
■ antropométrico. 
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poca autoridad para hacerlo obligatorio, y se concretó á apli- 
carlo administrativamente y no en todos los casos, especia- 
lizándose tan sólo en la formación de la temida galería públi- 
ca de retratos de los L. C. ó sea « ladrones conocidos », á fin 
de que el personal policial pudiera reconocerlos en el acto. 
Por último, dictó la « orden del día » de mayo 15 de 1896 (1 ), 
modificando la de su creación y restringiendo las funciones 
del servicio antropométrico á la identificación: I"" de todo de- 
tenido por delito contra la propiedad; 2® de los detenidos 
por « delito grave contra las personas », exceptuando los ca- 
sos de lesiones, ,si el acusado no es rein^idente ; 3° de los 
acusados de falsificación de monedas. De todos los demás 
detenidos bajo inculpación de delitos, tiene la jefatura que 
autorizar «en cada caso» su identificación. Si la orden del 
día de 188y estaba llena de incongruencias, la de 1896 es real- 
mente extravagante, porque, de ser cumplida estrictamente, 
quedaría nulificado el servicio de identificación : sólo tres 
especies de delincuentes podrán ser mensurados ; y eso que, 
en realidad, los de « delito grave contra las personas » tam- 
bién escapan... porque ¿qué significa decir : «cuando el de- 
tenido lo sea por lesiones, y no haya sufrido condena ante- 
rior^ por esa ú otra causa, no será identificado » ? Pues, si 
no se le identifica ¿cómo va á saberse si es ó no reincidente, 
si « ha sufrido condena anterior» ó no? Es un circulo vi- 
cioso. Luego, tampoco se comprende la facultad arbitraria 
de la jefatura de hacer ó no identificar á todos los demás in- 
culpados de otros delitos. «El secreto de las ventajas del sis- 
tema antropométrico — dice la Revista de Policía — es- 
triba en la más rigurosa aplicación general de la identifica- 
ción á todos los detenidos que la policía somete al juzgamien- 
to de los jueces; y cualquier excepción á esia regla hace 

(l) MujiCA Parías, Repertorio, cit. pág. 344. 
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malograr el sistema, convirtiendo á la oficina de mensura- 
ciones en un detalle de mero adorno, tan costoso como 
inútil. » 

Tal efectivamente se ha revelado en el reciente v ruidoso 
caso de la evasión de un penado reincidente (1). Resultó que 

(1) Evasión de Alejo [barra. Caso de mi fiscalía. Conf. mi nota al señor 
fiscal Segovia, mayo 20 de 1900; publicada loe. cit. Con motivo de la evasión 
de la penitenciaría, del penado Alejo Ibarra, se exigió de la oficina antro- 
pométrica la mensuración y fotografía del reo, para facilitar su captura. La 
alcaidía informó que el reo «ep las entradas que ha tenido en ésta, se ha 
negado á la mensuración é identificación antropométrica ». Entonces dicta- 
miné lo siguiente : « La oficina antropométrica, con arreglo al artículo 1" de la 
orden del dia de su creación (abril 13 de 1889) está destinada á la determina- 
ción de la identidad délos individuos que sean remitidos, detenidos ó presos, 
al departamento central bajo inculpación de un delito. El prófugo Ibarra 
ha tenido su primera entrada en mayo 26 (íe 1898, la segunda en septiembre 
7 de dicho año, y la tercera en abril 18 de 1899 ; desde luego no ha podido 
ser eximido de someterse á la identificación antropométrica, para lo cual no 
es dable consultar la adquiescencia de los interesados, pues si así fuera nin- 
guno se dejaría identificar. Podría alegarse que la primera entrada fué objeto 
de un sobreseimiento provisional y que. por lo tanto, ha cabido la destruc- 
ción de dicha mensuración, con arreglo al artículo 5* de la orden del dia 
cit. Pero, con posterioridad, en su fallo de octubre 17 de 1886 {Fallos 
LXII, 202), la Excma. Cámara ha sentado jurisprudencia de que no corres- 
ponde destruir la mensuración antropométrica en los casos de sobreseimiento 
provisional, porque este supone dejar el juicio abierto hasta la aparición de 
nuevos datos ó comprobantes. De ahí, pues, que la segunda entrada — que 
terminó por una condena á 2 años de prisión, en diciembre 12 de 1897, es 
decir, cuando ya no había duda respecto de la procedencia de la identifica- 
ción, — ha debido indudablemente ser objeto de la mensuración y fotografía 
del caso. Sobre todo, ya en la orden del dia de mayo 15 de 1896, artículo 4» ; 
se establecía que « los inculpados por delito grave contra las personas debe- 
rán ser identificados preventivamente ». Á mayor abundamiento, cumplida 
la condena anterior, Ibarra fué nuevamente aprehendido en abril 18 de 
1899, bajo la inculpación de su último delito. Era, pues, reincidente, y el 
artículo 3 de la orden del dia di, establece que, en casos semejantes, bajo 
principio alguno serán destruidas las mensurado nes preventivas. Tratándose 
de un reincidente, con varias entradas, con varias condjenas, no habría ex- 
cusa alguna si no hubiera sido identificado en la oficina antropométrica. Si 
ésta no ha de ejercer sus funciones con estrictez respecto de criminales se- 
mejantes, no se comprendería su funcionamiento. Es, pues, fuera de duda 
que debe encontrarse en su archivo la mensuración y fotografía respectivas. 
Á los efectos del artículo 271, Código de Procedimientos, es, por lo tanto, 
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un reincidente por segunda vez en breve tiempo, no había 
sido identificado... por haberse negado á ello, y la policía, 
por toda explicación, dijo « que* no cuenta con elementos 
para obligarlo ». Me fué preciso dictaminar oficialmente 
como sigue : « De estos antecedentes se desprende que el ser- 
vicio de identificación antropométrica depende del beneplá- 
cito de los delincuentes, y que éstos pueden impunemente 
reincidir^ y, con negarse cada vez á ser mensurados, escapan 
á la posibilidad de que sea comprobada su identidad. Servi- 

indispensable requerir esos antecedeates, á fin de poder activar la aprehen- 
sión de este penado, que ha logrado burlarse de la vigilancia de la peniten- 
ciaría, y que se mofaría de los resortes auxiliares de la justicia si resultara 
que, á pesar de sus antecedentes pésimos, se hubiera hecho con él la excep- 
ción de no identificarlo ». Y bien : la oficina antropométrica informó : « El 
prófugo Alejo Ibarra no ha sido enviado á esta oficina á los efectos de la 
identificación ». Entonces insistí, diciendo que dicho informo « da á conocer 
que se ha practicado una excepción verdaderamente extraordinaria con el 
penado Ibarra, lo cual no puede haber sucedido sino por orden expresa su- 
perior : la jefatura de policía podrá informar qué razones ha habido para 
dicha excepción, ó si fué ordenada por poseer aquella otros medios de com- 
probación de la identidad del reo ». No me pareció aceptable que se hubiera 
hecho uso de la facultad del artículo 5* de la orden del día de 1896. La jefa- 
tura contestó : « que, de las averiguaciones practicadas, resulta que Ibarra no 
fué identificado porque se negó á ello, y aun cuando la oficina antropomé- 
trica manifiesta que el detenido no fué enviado á aquella oficina á los efectos 
de la identificación, el alcaide asegura que sí lo fué, conjuntamente con 
otros detenidos, y que, no habiéndose dejado retratar, fué remitido á la cár- 
cel penitenciaría » ... Y agrega todavía la jefatura : « No es posible estable- 
cer cuál de las dos oficinas esté en lo cierto, por cuanto en ese entonces no 
se llevaban anotaciones escritas á este respecto, pero es seguro que los he- 
chos han ocurrido en la forma que lo manifiesta el alcaide, pues no sería 
admisible que con este sujeto se hubiera hecho una excepción de esta natu- 
raleza. Todo individuo que es detenido por un delito grave es identificado y 
retratado; pero sucede con frecuencia que el preso se niega á una y otra 
cosa, y entonces, como la policía no cuenta con elementos para obligarlo 
á ello, lo remite á la cárcel penitenciaría sin dejar su identificación antro- 
pométrica; y es esto seguramente lo que ha ocurrido con Ibarra»... La 
Reoista de Policía , IV, 23, comentando esa doctrina, dijo : « La cosa es 
fuerte. Á fin de cuentas, un concreto grande como un templo, una negligen- 
cia injustificable y una falta grave que la jefatura debe reprimir severa- 
mente ». 
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lejante no es servicio, no es auxiliar de la justicia : la 
cía de su funcionamiento es evidente y se convierte 
odaje casi inútil de la justicia penal». 

sistencia del reincidente á ser identificado no es un 
no aislado. En todas partes del mundo, donde fun- 

bertillonage i'i otro sistema de identificación, ha su- 
eso, sobre todo al principio : los «profesionales» han 
3 posiblejpara impedir ser mensurados. La única di- 
i es que, en todas partes, ese ha sido un fenómeno pa- 
y que, entre nosotros, presenta la singular gravedad 
istir después de funcionar el servicio por más de diez 
- y la policía se considera impotente para remediar 

Bertillon. tres años después de instalado el servicio 

primera en París, informaba al congreso penitencia- 
toma al respecto, diciendo : « Desde que la identifica- 
tropométrica ha sido hecha obligatoria, los delincuen- 
lian sometido 'gustosos á ella, y no puedo indicar un 
10 de resistencia que no haya cedido á algunas horas 
ixión. El criminal más peligroso, como el reincidente 
adino, tiene siempre la convicción de que es la última 
B lo toman, de modo que se muestra lleno de des- 
por el nuevo sistema. Cuando más adelante se les 

una segunda vez y dan un nombre falso, su única 
wción es h» de no llamar la atención sobre si mismos y 
almente sobre su identidad, por manera que se toman 

como corderos » (1). En Inglaterra la dificultad fué 

íTiLLON, Sur le /onctionneinení du seroíce d' identijf catión, ; confe- 
! noviembre 25 de 1885 (ActQ» du congré» pénitentiare iníernatio- 
le, 1887, 1. 689). Podrá objetarse quizá que esa aflrmacidn es hija 
auie ; exagerado optimisaio que caracteriza á Bertillon ; en este 
JgiiíO, porque diflcilineDíe resistiría un detenido á esas « horas de 
B en una prisión francesa. Guvot, La Pólice (1884), p. 405, explica 
ieote claridad el procedimiento de hacer mariner á un recalcitrante : 
henal de retour (vulgo : reincidenle) que resista. 
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encarada de otra manera : « Ninguna dificultad serla proven- 
drá de la resistencia de los detenidos á la mensuración ó á 
cualquier sistema de identificación. Es cierto que antes al- 
gunos se han resistido á ser fotografiados, pero su número 
es reducido y basan su resistencia en la razón de que no exis- 
te disposición legal que los someta á ello. Si se les demuestra 
que el procedimiento ha sido sancionado por ley, los casos 
resistencia tendrán que desaparecer. En última tesis, las 
mensuraciones ó impresiones digitales pueden ser tomadas 
perfectamente, aún luchando con una resistencia enérgica. 
La resistencia á la mensuración no tiene importancia y pue- 
de fácilmente vencerse, si bien eso es más dificultoso con 
la fotografía >* (1). En el Brasil^ el gobierno ha establecido 
una penalidad para esa resistencia : w el detenido que rehu- 
sara someterse á las operaciones antropométricas — dice el 
articulo 52 (2) — sufrirá la pena disciplinaria de prisión solita- 
ria, al arbitrio y por determinación del administrador ». Tales 
son las soluciones únicas del problema : ó el sometimiento 
por la fuerza á la ley, ó imponerles penas disciplinarias hasta 
vencer la resistencia. Lo único que no es solución, es respetar 
tal resistencia y considerar que no hay nada que hacer. 

Esa actitud de la policía ha colocado á la oficina antropo- 

(1) Informe de la comisióa inglesa, febrero de 1894. Conf.: Rcport C. 7263. 
Entre nosotros, la razón fundamental de la resistencia de los inculpados á la 
identificación, no está en la mensuración misma sino en dejarse fotografiar . 
Á esto puede observarse lo manifestado por el mismo Bertillon (Actes du 
congrés pénttentiare, loe. cit.) : « Sucede algunas veces que ciertos delin- 
cuentes oponen una tenaz resistencia á dejarse fotografiar, pero siempre con- 
sienten en que se les mensure. Esos casos no nos embarazan en nada. Una 
ficha sin fotografía se clasifica en el archivo, y cuando el individuo reinci- 
de, bajo otro nombre, la mensuración conduce á su ficha blanca, en vez de 
conducir á su fotografía : el resultado es el mismo, puesto que el nombre 
verdadero se vuelve á encontrar ón ambos casos ». 

(2) Reglamento del decreto número 3641 (abril 14 de 1900). 
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.rica en una situación peregrina : está moralmente desau- 
zada(l). hamisiaa Revista de Policía {2) lo ha reconocido: 
3 circunstancias nos obligan á ocuparnos de esa oficina, 
i estudiar su deficiente reglamentación, y señalar las cau- 
conocidas que malogran y esterilizan su importancia y su 
ón, dentro del complicado mecanismo de la policía judi- 
ian. 
or esas razones es que la administración de justicia no ha 

la importancia debida á ese servicio : en la práctica pa- 
; como si lo ignorara, pues es el informe deficiente de la 
idia el que prima sobre el otro, cuando se solicita suple- 
itariamente— y eso no lo hacen tampoco todos los jueces 

1 de la oficina antropométrica. La bondad misma de la 
itificación, practicada de la manera poco franca con que 
establecida, no fué bien mirada por los tribunales. 

os jueces mismos, entregados en esto á su criterio indí- 
lal, se dividieron al acordar unos importancia y al negarla 
3, á dicho servicio. Lo mismo pasó con los representantes 
ministerio público, los que, en la generalidad de leseases 
uizá por la natural influencia que en ellos debía ejercer la 
lión del señor fiscal Cortés — se mostraron más bien hosti- 
Así , el entonces agente fiscal Cullen se expresaba así (3) : 
. expresión está retratado, del vocabulario policial, re- 
Cosa aaáioga pasú con la oficina antropomélrica de Río, en su primera 
1, Fundada en octubre 12 de 1394 por resolución del jefe de policía Va- 
0, tuvo que ser suprimida en 1893 por el jefe Cavalcaiiti. Era un rodaje 
.. po[ defecto de su origen poco franco y de su reglamentación equtvo- 
incongruenta. Fué menester reorganizarla sbre bases claras, con airibu- 
s definidas, y legalizada su existencia y funciones por un decreto del 

IV, 24. 

Vista fiscal de diciembre 16 de 1896. (Fallos. UCVl, 1«8> in re Pas- 
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presenta una grave injuria para la opinión corriente, que sue- 
na como el chasquido de un latigazo en la reputación de un 
inculpado». Podría observarse á eso que, desde el momento 
que un individuo es detenido, su reputación no debe ser ex- 
traordinariamente inmaculada : en 9999 casos sobre 10.000 la 
razón de su detención es mil veces más agravante á su repu- 
tación que el simple hecho de que se le fotografíe : esta preo- 
cupación de la fotografía, que sirve de base á toda oposición 
contra cualquier sistema de identificación, no se explica en 
otras partes del mundo donde, las policías la emplean desde 
ab initio sin que los retratados se cuiden mayormente de ello, 
por ser precisamente facilísimo modificar la fisonomía hasta 
producir dos retratos distintos de la misma persona (1) ; pero, 
entre nosotros, debido á la formación de la galería de retra- 
tos de los L. C. — expuesta en todas las comisarías — se con- 
sidera como una afrentad ser fotografiado por la policía, por- 
que se cree que significa ser incluido en tal galería, lo que es 
un craso error. Las fotografías de los que no son L. C. — y 
éstos maldita la vergüenza que pueden experimentar al verse 
retratados, siendo, como son, rateros y ladrones « profesio- 
nales )) y constantes huéspedes de la policía, — se conservan 
archivadas v reservadas : sirven al sólo efecto del reconocí- 
miento posterior (2). El fiscal Cullen, examinando el fondo 

(1) Lo observó ya Guyot, La pólice, pág. 406, y lo confirmó Bertillon 
en la conferencia citada (Actes du congrés pénitentiairey I, 699). 

(2) Á este respecto observa E. Weigel Muñoz, ex-secretario general de 
policía de esta capital (en la introducción á J. Vucetich, Instrucciones ge- 
nerales para el sistema de filiación. La Plata, 1896) : «No ignoro que se 
hace argumento de las fotografías, pero éstas no se toman sino de los proce- 
sados reincidentes y de los condenados. Además, no circulan entre el perso- 
nal subalterno sino para capturas ó cuando el fotografiado es un pillo de 
tomo y lomo. » Pero esto no condice con la reglamentación de la orden del 
día de abril 13 de 1889 — puesto que la de mayo 15 de 1896 fué posterior á la 
época en que aquel estuvo en la policía, — la cual (art. 1») es obligatoria para 
todo detenido « bajo la inculpación de un delito », y (art. 7) ordena que « un 
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I cuestión, agregaba : u Sin entrar á considerar las ven- 

: que pueda ofrecer el sistema de filiación antropométrica, 
jctrina uoiformemente aceptada por sus más entusiastas 
inedores, que dichas medidas no deben ser aplicadas sino 
condenados y reincidentes, porque importan, en cierta 
era, una pena subsidiaria que no existe derecho á inflin- 
■ No me parece exacta la argumentación : la filiación de 
etenido es sencillamente su « estado civil policial >> y equi- 
á su inscripción en los registros de entradas. Siempre se 
la medido la estatura, por ejemplo : agregar otras medi- 
10 puede tener un significado diverso (1). 
. juez que intervenía en la causa, en la cual emitía el fiscal 
cicmado el dictamen anterior, resolvió de acuerdo con las 
riñas de éste : « El juzgado — dice el fallo (3) — está per- 
imente de acuerdo con el ministerio público en que se 
ete un abuso al someter á la vergüenza de la identificación 
opométrica á un simple detenido. Que se mensuren y re- 
ín á los penados y álos reincidentes, perfectamente ; pero, 
I caso, se ha procedido á adoptar una medida vejatoria 
e el primer momento del arresto». Quizá podría obser- 
eque para identificar álos «reincidentes», es preciso 
iamente saber que lo son, y que cabalmente ese es el ob- 
de la identificación que se practica desde su primer en- 
a, pues ella es la que sirve de punto de comparación para 

>lar de la fotografía será siempre agregado á la mensuración ». Sin em- 
>. aquella aseveración sírvid de argumento al ñscal Cullea : oista cit. 
9 He oido pesies contra el nuevo sistema de ido nii Acacio n — decía Wbi- 
luÑoz. loe. cit. — porque implica procedimientos que se traía de incluir 
Los vejatorios para los detenidos. Nada más errúneo : el que, legal- 
:, es privado del mejor de sus derecbos. la libertad, no puede prelen- 
ae la autoridad se haga cargo de su persona sin previo r^istro, el que 
ser minucioso, á punto que las policías europeas obligau á desnudarse 

Juez Larroque. ¡n re Pascuzzi. Sentencia de diciembre 30 de 1896. 
08, LXVI. 111). 
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saber si el nuevo procesado es ó no un condenado antiguo, 
sea que la identificación primera se haga en carácter preven- 
tivo al detener á un acusado y se la complete más tarde con 
la mención de su condena^ ó que sólo se practique como re- 
sultado de la sentencia definitiva : pero, si al ingresar nueva- 
mente aquel condenado, niega su filiación ¿cómo llegar á saber 
que es reincidente, si no se le identifica? Y como la reinci- 
dencia es, por ley, una circunstancia agravante que el juez 
debe forzosamente tener presente al dictar su sentencia, ¿cómo 
podría hacerlo, si previamente no fuera identificado el pro- 
cesado? Es, pues, un circulo vicioso judicial, el pretender que 
sólo deben ser identificados « los penados y los reincidentes ». 
Apelada la sentencia, el señor fiscal Pizarro encaró la 
cuestión de otro punto de vista : «Mientras dure la detención 
ó prisión preventiva — dijo — sólo el juez de la causa puede 
dictar disposiciones respecto á la persona del procesado, ori- 
ginadas en el proceso mismo. La policía no ha podido, en- 
tonces, fotografiar ni tomar la filiación antropométrica de 
Pascuzzi, sin orden ó autorización del Juez á cuya orden se 
encontraba detenido». Y terminaba considerando un abuso 
dicha medición, tomada como medida de identificación no 
autorizada por la ley (1). 

Del punto de vista principista, y con el criterio sui 
generis que predomina al respecto en la legislación in- 
glesa, era exacta la doctrina. Pero nuestra codificación 
penal no obedece al mismo criterio — y difiere funda- 
mentalmente en el eje del proceso penal : el valor legal de 
la confesión del procesado — y, además, precisamente de 
acuerdo con nuestra ley procesal, corresponde á la policía to- 
mar y anotar la filiación de todo detenido. El Código de Pro- 

(1) Fallos, LXVI, 112. Vista fiscal de febrero 18 de 1897. 
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cedimientos, artículo 184, encomienda á la policía la función 
judicial temporaria de instruir el sumario de prevención, en 
todo delito público ; el artículo 191 lo reglamenta; el artículo 
192 le da el mismo valor legal que si fuera practicado por un 
juez de instrucción. Desde luego, imponiendo el inciso 4°, ar- 
ticulo 184, la obligación de « proceder á la detención del pre- 
sunto culpable », es indudable que debe tomársele su filiación 
y asentarla en los registros de entrada. Y si esto es asi ¿ qué 
diferencia legal existe entre una filiación descripta, ó una filia- 
ción mensurada, ó una filiación fotografiada ? La ley no exclu- 
ye en parte alguna uno de esos procedimientos : verdad es 
que tampoco los aconseja ; por cuya razón la reglamentación 
administrativa puede llenar el vacío de la ley. Se dirá que el 
artículo 241 del referido Código indica cuáles son los detalles 
de filiación que deben preguntarse al reo al prestar su decla- 
ración indagatoria ; pero ésta cabalmente no puede ser toma- 
da sino por el juez, y la policía, entre las funciones que la 
ley autoriza para el sumario de prevención : artículo 191, no 
tiene esa facultad. Son, pues, dos casos diversos : dualidad 
que es menester hacer cesar para evitar el caso, ya ocurrido, 
de reincidentes que, al prestar declaración indagatoria, han 
dado un nombre diverso del que dieron á la policía. 

Como se ve, ninguno de los funcionarios judiciales (1) 
discutía la bondad del sistema, y todos lo declaraban necesa- 



(1) La Cámara de Apelaciones, en esa causa, no se pronunció sobre el fon- 
do del asunto, porque la apelación versaba sobre si era ó no competente el 
juez que había intervenido en la causa, para resolver sobre destrucción ó 
mantenimiento de la mensuración antropométrica. La Excma. Cámara 
{Fallos, LXVI, 114) resolvió, en marzo 11 de 1897, que « versando el inci- 
dente sobre revocación de una medida decretada y ejecutada durante .la 
substanciación de la causa, el juez de ésta es el único competente para su 
conocimiento, en virtud del principio de que el juez de lo principal tiene 
jurisdicción para entender en los incidentes ». 



— 111 — 

rio en los casos de penados y reincidentes : lo único que 
controvertían era la previa identificación, al ser detenido un 
acusado ; y eso, porque no había ley que lo ordenara. La 
Cámara de Apelaciones^ sin embargo, ha sentado jurispru- 
dencia (1) de que <* la diligencia de identificación del reo 
por medio de la oficina antropométrica de la policía, no está 
prohibida por la ley como medio de investigación ». Eso 
importaba, por lo tanto, reaccionar contra la jurisprudencia 
anterior, tomada á raíz de la doctrina del señor fiscal Cortés (2). 

Más todavía : ha resuelto que « el sobreseimiento provisional 
consentido no basta para que se destruyan las medidas que 
para la identificación del sindicado haya tomado la poli- 
cía )) (3), quedando establecido que la fotografía y el registro 

(1) Fallos, LXII, 133. Resolución de octubre 7 de 1896. Se había preten- 
dido recusar al juez de la causa, porque éste había ordenado la identifica- 
ción del procesado, arguyendo que ello importaba prejuzgamiento, porque 
no se debe identificar sino al condenado y es considerarlo anticipadamente 
tal, el reo, al ordenar esa medida... La Cámara no hizo lugar á la recusación. 

(2) Cortés dictaminó que la Cámara « no debe autorizarla de manera al- 
guna )) ; y aquel tribunal, al contestar la comunicación del jefe de policía, 
dijo : «la Cámara ha tomado como resolución la vistan. Conf. nota número 
1300, firmada por Juan £. Barra. 

(3) Fallos, LXII, 202. Resolución de octubre 17 de 1896. El fiscal Cano 
« teniendo en vista que el sobreseimiento provisional dictado, implica el no 
reconocerlo como delincuente, era de opinión que se debía ordenar á la policía 
destruya la fotografía y demás elementos de identificación, que obran en la 
oficina respectiva », como lo había solicitado el procesado. El juez Gallegos 
no hizo lugar á tal pedido, sentando una doctrina que ha hecho jurispruden- 
cia. Dijo : « 1" que se ha sobreseido provisionalmente respecto del recurrente, 
lo que supone dejar el juicio abierto hasta la aparición de nuevos datos ó 
comprobantes ; 2*" que, al ser detenida una persona por un delito cualquiera, 
la policía procede á su identificación por los medios más conducentes á ese 
fin, que es de lo que se queja el recurrente ; 3" que, entre los medios que 
emplea dicha repartición, se encuentra el de la reproducción fotográfica y 
medidas antropométricas de los detenidos, que, sin duda alguna, constituyen 
un procedimiento más completo y eficaz que el de las meras anotaciones de 
nombres y señas particulares en los libros de entrada de presos antigua- 
mente usados ; 4" que el empleo de este procedimiento no constituye una 
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antropométrico sirven no sólo para comprobar las reinciden- 
cias, sino para prevenir errores en la identificación, con 
perjuicio del inocente. Ksa resolución había tenido por base 
una nota del jefe de policía Beazley, á quien el juez de la 
causa ofició para que informara « en virtud de qué disposición 
legal fué tomada la identificación » ; contestando aquel (1) : 
(( Es la misma que impone á la policía la obligación de 
anotar el nombre y filiación de los presuntos delincuentes, 
en los libros que á este efecto se llevan en la alcaidía. La 
mensuración antropométrica y la reproducción fotográfica 
constituyen un adelanto científico, adoptado universalmente 
para suplir las deficiencias del sistema de identificación de 
antiguo uso, y es éste, con seguridad, el único que sirve 
eficazmente á la justicia para determinar sin error la circuns- 
tancia agravante de la reincidencia, cuando el procesado, 
por eludir su fallo, ha cambiado su nombre ó ha pretendido 
desfigurar su filiación (2). » 

Parecía, pues, terminada toda vacilación y fijada definiti- 

extralimitación de facultades de parte de la repartición policial, y sólo ten- 
dría carácter abusivo cuando tuviera por único objeto deprimir moralmente 
á los procesados ó afectarles en cualquier forma en su dignidad ; 5* que si 
existiera el derecho de pedir la destrucción de las identificaciones antropo- 
métricas, igualmente existiría para pedir se borraran de los libros de la alcai- 
día las anotaciones hechas con motivo de una detención ». El señor fiscal 
Segovia dictaminó « que la fotografía y el registro antropométrico sirven 
no sólo para comprobar las reincidencias, sino también para prevenir errores 
en la identificación con perjuicio del inocente ». La resolución de la Cáma- 
ra fué « de conformidad con lo expuesto por el señor fiscal ». 

(1) Jefe de policía al juez Gallegos. Agosto 26 de 1896. Nota publicada en 
Reüista de Policía, III, 56. 

(2) Y añadía aquel funcionario : « Con los elementos que la colocan al 
nivel de las mejores de su género, la oficina antropométrica de policía, en el 
tiempo que corre desde su creación (abril 1889), con su funcionamiento regu- 
lar y eficaz ha podido demostrar, no solamente la identidad del delincuente, 
sino también todas las demás condiciones que pueden ejercer alguna in- 
fluencia en la latitud de las penas que los jueces están llamados á aplicar »• 
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vamente la jurisprudencia criminal (1). Pero, por desgracia, 
no ha sido ese el caso. Asi, el juezLarroque, consecuente con 
la doctrina que sostuvo en la sentencia antes recordada, insis- 
tió en aquella, y ordenó, en julio 16 de 1897 (2), la destruc- 
ción de la identificación de un procesado, reincidente notorio, 
pues había purgado una condena anterior, impuesta por el juez 
French, en diciembre 10 de 1896. El jefe de policía Beazley 
observó dicha orden (3) : « ¿Debe destruirse, — decía, — 
la prueba de identificación, única que existe, de este conde- 
nado? En caso afirmativo, bastará que en lo sucesivo adopte 
otro nombre, si comete un nuevo delito, para que no sea 
posible, con fundamento de verdad, que la justicia le aplique 
la pena en que incurra, con la agravante determinada en los 
incisos 19 y 20, artículo 84, Código Penal. .. Se atribuye á 
este sistema una gravedad que no tiene : se llega á decir que 
la mensuración antropométrica importa una vejación. En 
aquellos países en que existe una reglamentación prolija y 
minuciosa del procedimiento policial y judicial para con los 
detenidos bajo la inculpación de un delito ; allí donde el trato 
que reciben, el destino carcelario que se les da y las formas á 
que está sujeta su detención, revisten todas las garantías á 
que tiene justo derecho adquirido el que se encuentra acci- 
dentalmente detenido, no se ha considerado como agraviante 

(1) Comentando el fallo anteriormente citado, decía, en efecto, la Reoista 
de Policía^ III, 56: «No es del caso entrar en consideraciones tendentes á 
demostrar las ventajas del sistema ideado por Bertillon, como quiera que la 
estadística se haya pronunciado ya sobre los resultados satisfactorios obteni- 
dos por ese medio de identificación, sobre todo en lo que atañe á la compro- 
bación de la reincidencia. Bástenos, por lo tanto, saber que, al ponerlo en 
práctica, la jefatura de policía no ha incurrido en transgresión alguna legal 
ni se ha extralimitado en sus facultades, como expresamente ha sido decla- 
rado por los tribunales competentes ». 

(2) In re Sercas ó González. 

(3) Jefe de policía al juez Larroque. Julio 30 de 1897. Esa notable comu- 
nicación fué publicada en Reoista de Policía, 1895. 

8 
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del arrestado este sistema de constatar su identidad : muy al 
contrario, se reputa como una seguridad ofrecida á la inocen- 
cia contra imputaciones erróneas de culpabilidad, á la vez 
que el medio único de establecer con exactitud el verdadero 
estado civil de los que, siendo delincuentes, han variado su 
filiación y cambiado su nombre. Entre nosotros, no alcanzo 
la razón que clasifica de vejamen el hecho de tomar medidas 
de la mano, del brazo ó del cráneo, á un inculpado, cuando 
no se considera asi el registro que se hace de su nombre, 
estado, profesión, edad, estatura, color, etc., que constituye 
la filiación asentada en los libros de presos. La antropome- 
tría no es sino extensión de este viejo sistema, es su perfec- 
ción^ es el éxito de muchos años de observación y de estudio, 

• 

empleados en buscar elementos para que la justicia represiva 
disminuya las sentencias erróneas ». Y agregaba con razón, 
estudiando el problema de reconocer al reincidente y esta- 
blecer su identidad : « ¿Cómo aplicarían los jueces argentinos 
la agravación de las penas, si un individuo precedentemente 
condenado bajo un nombre, toma otro más tarde y sostiene 
que está virgen de toda condena ? ¿ Cómo podría convencér- 
sele del engaño y encontrar su verdadero estado civil ? Hasta 
el año 1889 este problema, permanente para la justicia 
represiva, no tenía más solución que el dato inseguro ó 
incierto, dado por la policía, en forma de extractos de sus 
libros de alcaidía, que, siguiendo el procedimiento de anti- 
guo curso, anotaban el nombre, estado, señas particulares, 
antecedentes conocidos y filiación completa del inculpado 
caído en arresto. Desde aquella fecha, quedó instalada por 
primera vez en la república la oficina antropométrica, que 
ha suprimido la filiación imperfecta y fácil de variar, por las 
mensuraciones precisas y exactas » (1). 

(1) Esta controversia entre la justicia y la policía, á propósito de la identi- 
ficación de los detenidos, bacía decir á la Recista de Policía, I, 94 : « Los 
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A pesar de tan vigorosa argumentación, ha continuado 
vacilante nuestra jurisprudencia al respecto, y, más aún, la 
acción de nuestros jueces de lo criminal y correccional. La 
culpa de esta peregrina situación la tienen el origen y la regla- 
mentación de aquel servicio : « las órdenes del día han man- 
tenido en vigencia, — reconoce la Revista de Policía (1), — 
ciertas cláusulas que acusan manifiesta inseguridad y timidez 
de juicio, sobre el derecho de la policía para someter á la 
mensuración antrapomótrica á las personas que son deteni- 
das. Las restricciones establecidas por esos reglamentos, 
sus excepciones, y, en fin, sus debilidades, son las que dan 
asidero para que se haya discutido tantas veces la facultad 
policial para mensurar á los presos ó para conservar en sus 
archivos el antecedente de esas mensuraciones » (2). También 

tribunales argentinos son los únicos, entre todos los de las demás naciones 
que tienen adoptado el sistema ideado por Bertillon, que han dado curso á 
reclamos de esa naturaleza (de reincidentes notorios que, posteriormente, 
piden la destrucción de su ficha antropométrica) y que han llegado hasta 
desconocer aquella facultad de la policía ». 

(1) I, 93. 

(2) Es posible que así sea. Lo peor del caso es que la misma oficina se siente 
vacilante ; el órgano oficial de la jefatura lo reconoce. « No sirve para nada, 
— dice la Reoísta de Policía, I, 292, — pasa ignorada en la misma policía ; 
en ninguna oficina de la repartición se encuentra un trabajo, una simple 
obra que acuse su existencia : si exceptuamos el pobrísimo álbum de indivi- 
duos de malos antecedentes, no ha repartido ni siquiera nuevas planillas de 
filiaciones, no ha divulgado su bondad y sus beneficios ». El juicio es seve- 
ro y, no pudiendo controlarlo por lo que se refiere á la acción policial in- 
terna de aquella oficina, me limito á atribuir el hecho á la forma irregular é 
indecisa como se vé obligada á funcionar. « La policía de Buenos Aires — 
dice en otra ocasión aquella Reoísta, IV, 131 — fué la primera de las policías 
americanas que estableció el sistema Bertillon. En esta primacía fundamos 
entonces legítimo orgullo, pero el entusiasmo por la conquista nos duró muy 
poco tiempo. Establecida la oficina y comenzado el trabajo paciente de la 
formación de sus archivos, nuestras energías fueron poco á poco decayen- 
do... Nuestra oficina perdió su rango y ya dejó de ser modelo, para quedar 
relegada á segundo término. Su decadencia fué cada vez mayor, hasta que 
hoy se vé discutida y criticada por propios y extraños ». Pero 4 cuál es la 
causa orgánica de tal fracaso ? La misma Reoísta, II, 613, lo dice : « desde el 
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debe decirse que ha solido, en ocasiones, extralimitarse : asi, 
me ha tocado intervenir en un incidente en el cual resultó 
que, cometiendo un error inexplicable, se habia identificado 
y fotografiado á dos... testigos, que un juez había hecho 
buscar por la policía á fin de tomarles declaración : las men- 
suraciones fueron, es cierto, destruidas, pero los testigos 
habían sufrido su inmotivada aplicación (1). 

En mi esfera de acción como magistrado, he sostenido, 
siempre que me ha sido posible, la excelencia del sistema y 
su justificación. «Por más irregular que sea el funcionamien- 
to de la oficina antropométrica — decía en una vista recien- 
te (2) — á pesar de la excelencia de tal servicio, porque 
no se apoya en ley alguna, soy de opinión que, habiendo 
la Excma. Cámara resuelto que la mensuración es simple- 
mente la aplicación del articulo 271 del Código de Procedi- 
mientos, no procede la destrucción de tal identificación, 
como no procedería la de mandar testar la anotación en los 
libros de la alcaidía, ni ordenar la destrucción de las cons- 
tancias del sumario». No opinó asi el juez Barrenechea : 
«aunque exista — dice su fallo (3) — un antecedente contra- 
rio, resuelto por el superior, no constituye jurisprudencia, 
ni menos puede constituirla para el caso en que este juzgado 



momento en que la jefatura, al fundar la oficina, creyó que este nuevo mé- 
todo de filiaciones no correspondía ser aplicado á todos los delincuentes y 
estableció, por el contrario, distingos y excepciones caprichosas, decretó 
desde entonces la ineficacia del sistema^ y se dio la razón á los que lo im- 
pugnan llamándolo arbitrario, ilegal y depresivo ». 

(1) In re Rossi y Costa, por abuso de autoridad. Juez Gallegos ; secretario 
Barrenechea. Mi vista fiscal fué de mayo 26 de 1899. Se trató de un qui-pro- 
quo singular, pero que no debería suceder. 

(2) In re Sánchez, por dejraudación. Juez Barrenechea ; secretario Villa - 
fañe. La vista fiscal es de marzo 20 de 1900. 

(3) En la misma causa : sentencia de abril 19 de 1900. 
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resolvió la destrucción de los retratos de S. » El jefe de poli- 
cía entonces observó : « Concretándome á la cuestión de las 
mensuraciones antropométricas y á las fotografías de los de- 
tenidos, insisto en mi creencia de que la policía procede le- 
galmente al conservar los retratos, hasta tanto los procesados 
no hayan sido absueltos por juez competente. Y entiendo tam- 
bién que no hay autoridad judicial alguna que pueda ordenar 
la destrucción de aquellas medidas, porque ellas no son otra 
cosa que la filiación del detenido, anotada con sujeción á un 
sistema moderno, más completo, perfecto y eficaz, que el an- 
tiguamente empleado. Si se aceptara como facultativo de los 
jueces la orden de destrucción dótales antecedentes, tam- 
bién tendría legalmente que aceptarse la facultad de ordenar 
que fueran borrados de los libros de las alcaidías y comisarias 
los nombres de los procesados, que en ellos hubieran tenido 
entrada y luego resultaran inocentes ó simplemente sobreseí- 
dos. ¿Con qué derecho podría darse semejante orden? Con 
ninguno, seguramente. Tal es el caso de la destrucción de 
los datos antropométricos (1) ». 

La doctrina de la policía es radical y, esta vez, se ex- 
presa sin reticencias : la identificación es una simple filia- 
ción, complementaria de la anotación de entrada en los 
libros de las alcaidías; es, pues, un resorte administra- 
tivo, y no una repartición independiente ó de carácter 
marcado de oficina auxiliadora de la justicia; los jue- 
ces no tienen, por ende, jurisdicción directa sobre ella, sea 
para ordenar identificaciones dadas, sea para hacer destruir 
identificaciones ya tomadas : éstas son simples inscripciones 
de entrada de detenidos, que sirven de «estado civil policial » 
de los mismos, de modo que, á la terminación del proceso 

(1) Jefe de policía al juez Barrenechea. Abril 23 de 1900. Nota publicada 
en la Recista de Policía, III, 378. 
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respectivo, se anotan con el resultado de la sentencia corres- 
pondiente, sea condenatoria, absolutoria ó de sobreseimiento ; 
por esas consideraciones, no causan agravio á los que han sido 
detenidos y son después juzgados, y deben subsistir y archi- 
varse, á la manera como subsisten y se archivan los procesos 
originales. La doctrina es franca y categórica. . . : reacciona 
sin embajes en contra de la doctrina que sirvió de base á la 
misma policía para cohonestar la implantación del sistema 
antropométrico (1). Sin embargo, no la observa en la práctica 
la policía : mantiene su reglamentación vacilante; se declara 
sin medios para hacer compulsoria la identificación, deja que 
se identifique el que quiera y el que no quiera, no ; exceptúa 
de esa operación á categorías numerosas de delincuentes. En 
una palabra : las mismas vacilaciones que se notan en la 
jurisprudencia délos tribunales, se observan en las resolu- 
ciones de la policía. Y, en medio de tanto desconcierto, el 
sistema se esteriliza y se desconceptúa cada día más : el caso 
del reincidente Ibarra es de una elocuencia abrumadora (2). 



(1) Conf. orden, del dia de abril 3 de 1889, considerando 3". Entonces se 
sostuvo que era exclusivamente en interés de la justicia y al único objeto 
de que ésta aplicara con estrictez la circunstancia agravante de la reinci- 
dencia; ahora se pretende que es una sinople medida de seguridad policial y 
de su resorte interno, como sencilla modificación ó ampliación de los 
registros anticuados de la alcaidía. Son, pues, dos doctrinas diversas. 

(2) « Todo inculpado que la policía arresta — decía el jefe de policía al 
juez Larroque, Rccista de Policía, I, 96, nota citada de julio 30 de 1897 — 
es sometido á la mensuración. Si resulta no ser reincidente, su ficha de cla- 
sificación pasa al archivo reservado de la oficina, y, cuando llega la comu- 
nicación oficial de sobreseimiento definitivo en el proceso, ó la absolución 
del presunto delincuente, aquella ficha es destruida en el acto. Esta regla- 
mentación de procedimiento ha sido establecida y se cumple estrictamente ^ 
consiguiéndose por este medio el doble propósito de informar en cada caso 
á la justicia los antecedentes del inculpado, y mantener en suspenso su cla- 
sificación definitiva hasta la terminación del juicio por sentencia, que, si es 
condenatoria, se anota como tal á los efectos de una posible repetición de 
delincuencia, y, si es absolutoria, para que, hecha la destrucción, no pueda 
serle atribuida la existencia de condenas en su contra ». Desgraciadamente, 
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Más todavía : en el hecho la oficina antropométrica ha sido 
reducida á un papel secundario ; carece de autonomía y sólo 
sirve para mensurar á los detenidos que buenamente quiera 
mandarle la alcaidía, y para registrar en sus archivos los 
datos que aquella le comunica. Por excelente que fuera su 
organización, por contraído que sea su director — y el 
actual es un distinguido especialista, de cuya competencia 
no puede dudarse — hace siempre un papel desairado y es 
supletoria, cuando debía ser principal; es un apéndice de la 
alcaidía, cuando ésta debía serlo de ella, en lo referente á las 
filiaciones. Todo esto deriva de la falta de una reglamentación 
coherente, que deslinde las atribuciones respectivas : no es 
reorganización de esos servicios ~ los de filiaciones de la 
antropométrica y alcaidía — lo que se necesita; sino tan sólo 
asentar sobre fundamentos sólidos una institución que lleva 
vida precaria y que no tiene esfera de acción propia (1). Pero, si 

no sucede así en la práctica. En primer lugar, no es exacto que todo incul- 
pado sea identificado ; el artículo 5" de la orden del día de mayo 15 de 1896 
dice así : « La oficina antropométrica se abstendrá de proceder á la identifi- 
cación de los individuos acusados de otros delitos, sin orden escrita de la 
jefatura en cada caso » ; en segundo lugar^ la práctica diaria de la magistra- 
tura me habilita para afirmar que una inmensa cantidad de sentencias no se 
comunican á la policía ó, si se comunican, no se anotan en las fichas antro- 
pométricas, pues el 60 % de los informes de esa oficina, en los procesos, 
contienen esta mención : « se ignora resolución ». Por último, el caso del 
reincidente Ibarra ha demostrado que tampoco se identifican los detenidos 
que graciosamente no se prestan á ello... La Recista de Policía, II, 614, lo 
ha reconocido : « vemos todos los días — dice — que un ladrón conocido, 
viejo veterano de cárceles y presidios, se resiste al retrato y á lá mensura ; 
no se le obliga absolutamente y se le deja hacer su voluntad ». Tan es esto 
así, que me veo forzado á solicitar, en los procesos, que basta homicidas 
confesos sean identificados, por resultar que la policía había descuidado ha- 
cerlo : in re Artigas, por homicidio (juez Navarro ; secretario Delgado. Dic- 
tamen de abril 20 de 1900... Lo curioso del caso es que no fué tampoco iden- 
tificado el reo, porque solicitó del juez, como gracia, que lo eximiera de ese 
cejamen: y estaba convicto y confeso) ; lo mismo aconteció in re Cazada, por 
parricidio (juez Navarro, secretario Delgado ; el reo estaba también confeso). 

(1) Á pesar de todos los pesares, no puede desconocerse la excelencia de 
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la policía sostiene hoy que la identificación antropométrica 
es un simple perfeccionamiento de las filiaciones de la alcaidía 
¿por qué no lo establece así administrativamente? ¿por qué 
no da á ese servicio la importancia que le corresponde? De su 



los servicios que presta la oficina antropométrica. La he inspeccionado per- 
sonalmente y puedo atestiguar que funciona con precisión irreprochable, 
por la rapidez en las mensuraciones y la seguridad en las rebuscas. Su actual 
director, el doctor G. Achaval, tiene verdadero empeño en que todo marche 
con regularidad. Si defectos se notan, entiendo que no está á su alcance co- 
rregirlos. 

Mientras tanto, los siguientes datos estadísticos demostrarán la importan- 
cia de aquel servicio. 

a) £1 número de detenidos que han sido identificados desde junio 1* de 
1889, en que empezó á funcionar, hasta la fecha, es el siguiente : 

« 

Años Número de fichas 

1889 581 

1890 684 

1891 820 

1892 918 

1893 1351 

1894 1277 

1895 934 

1896 1227 

1897 1084 

1898 1398 

1899 1044 

1900 1903 

Suma 13221 

De enero á 30 de abril 1901 792 

Total 14013 

Esas cifras son sugerentes, porque indican que ha sido irregular el nú- 
mero de presos enviados por la alcaidía á identificar ; según las épocas, au- 
mentan ó disminuyen, y es curioso que, en el último año — precisamente 
desde que se h» comenzado á llamar la atención acerca de las divergencias 
entre los datos de la antropométrica y la alcaidía — ha aumentado casi el do- 
ble, y, si en lo que falta del año sigue la proporción del primer cuatrimestre, 
se llegará al triple. | Por qué se omitían tantos antes ?... 

b) El número de reincidentes con nombre supuesto y que fueron en el 
acto descubiertos, durante el período estudiado, no puede ser en absoluto 
establecido, porque ese dato no fué tomado en 1889, 1890 y 1891 ; pero, en lo 
restante, es como sigue : 
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punto de vista, como simple resorte policial^ bastaria una 
orden del día bieír concebida para hacer cesar la inexplicable 



Años Reinciden tes descubiertos 

1892 106 

1893 159 

1894 174 

1895 77 

1896 184 

1897 220 

1898 493 

1899 445 

1900 602 

2460 

c) El número de reincidentes que, convencidos de la inutilidad de disimu- 
lar, dieron sus nombres verdaderos, es — durante el período determinado 
en los datos 6, como sigue : 

Años Reincidentes confesos 

1892 : 129 

"^-^''^"^^^ 1893 283 

p :r^^ /. ^, 1894 366 

'• > t-^ \ 1895 336 

'''" : ' 1896 486 

1897 410 

1898 506 

1899 .' 394 

1900 443 

3353 

Estos datos son inéditos : no se publican memorias de la repartición, ni la 
de policía los incluye ; pero son exactos, porque son sacados directamente 
de los libros de la oficina. Llama extraordinariamente la atención la cifra 
elevadísima de reincidentes descubiertos^ pues no guarda proporción alguna 
con Igi similar de las estadísticas de Bertillon : la proporción de reincidentes 
es tan estupenda, que esta ciudad debe considerarse como un foco sul 
qeneris de delincuencia : quizá la explicación estriba en la masa desbordante 
de la inmigración y en que probablemente ésta arrastra consigo, entre sus 
elementos buenos, á la escoria de la Europa, de modo que nos llega un 
ejército de « profesionales ». Tratándose de un dato escrupuloso y exacto, 
basado en las constancias de las fichas antropométricas, hay que inclinarse 
ante él. De ello se desprende que lo único que este servicio requiere para 
lener toda la eficacia deseada, es que se aplique sin excepción á todo dete- 
nido ; exactamente como si constituyera el registro de entradas, de modo que 
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anarquía hoy existente entre ambos servicios, evitando la 
constante contradicción de sus informes respectivos. Ya que 



la alcaidía sólo llevara libros sumarios, á guisa de índices referentes al 
archivo antropométrico. 

Debo observar que las cifras anteriores difieren de las que da Coni, Op,c¿t,. 
para 1889 y 1890 : éste dice que en 1890 se identificaron 1206 individuos, lo 
que representa 100 mensuales ó sea 4 por día hábil, y en 1889 (es decir, 8 me- 
ses) fueron identificados 689; esto no es exacto con arreglo á los registros 
originales de la oficina, pues en 1890 aparecen sólo 684 identificados, y en los 
meses de 1889, únicamente 581. 

Por último, cabe hacer notar la desproporción visible entre el número de 
identificados y el de delincuentes, correspondiente á las cifras elevadas de 
nuestra población. Tan es así, que en 1900 fueron 6821 los procesados que 
tuvieron entrada en la alcaidía : y sólo 1903 resultaron identificados ; de modo 
que se exceptuó de ese medio de comprobación á 4918, ó sea á las dos ter- 
ceras partes... 

Deseoso de fijar con exactitud la acción del sistema de identificación, he 
obtenido del doctor Gabriel Carrasco — el distinguido estadígrafo, jefe de la 
oficina demográfica nacional — las cifras relativas á la delincuencia en la 
capital, durante el período que lleva de aplicación el bertUlonagc. 

Resulta así la proporción siguiente : 



Años 


Población 


Número 
de procesados 


Número 
deidentiñcadoa 


Por mil de 
procesados 


f roporcí 

de identific 

á procesa* 


1889.... 


523452 


2691 


581 


5.14 


4.63 


1890. . . 


547144 


4138 


684 


7.56 


6.05 


1891.... 


535060 


4668 


820 


8.70 


5.69 


1892... 


554713 


4594 


918 


8.28 


5.00 


1893.... 


580371 


5098 


1351 


8.78 


3.77 


1894... 


603012 


4506 


1277 


7.47 


3.53 


1895... 


663854 


4503 


934 


6.85 


4.82 


1896.... 


712095 


5692 


1227 


7.99 


4.64 


1897... 


738484 


8113 


1084 


10.98 


7.48 


1898.... 


765744 


8296 


1398 


10.83 


5.94 


1899.... 


795324 


7292 


1044 


9.17 


6.98 



La comparación de esas cifras se presta á consideraciones sugestivas. Se 
nota que la delincuencia va en aumento creciente, sin guardar proporción 
con el de la población : así en 1889, era de 5.14 Voo y en 1898 subió al doble, 
ó sea 10.83 Voo, en sólo un período decenal; sólo puede atribuirse el aumento 
singular de 1890 (7.56 Voo) y 1893 (8.78 Vo«) á las causas políticas provenientes 
do los movimientos revolucionarios en esas fechas. Pero, del punto de vista 
de la identificación, se nota en el acto el descuido que ha habido al no apro- 
vechar ese método científico de comprobar la filiación de los procesados : 
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del carácter de institución auxiliar de la justicia, ha sido aquel 
servicio rebajado al de sencillo apéndice de la alcaidía, ¿qué 

la proporción de identificados con relación al número de procesados es des- 
alentadora, pues resulta que esos 11 años de labor han sido malgastados para 
la formación del « registro civil de la delincuencia », sobre todo, se nota que 
se ha procedido caprichosamente, pues la progresión no es constante sino 
que ha dado saltos bruscos : en 1890 se identificó la 6.05 parte de los proce- 
sados, mientras que en 1894 sólo se hizo lo mismo con la mitad, ó sea la 3.53 
parte ; más todavía, de un año para otro la desproporción es visible : en 1897 
es de 7.48 y al año siguiente desciende bruscamente á 5.94. Esto confirma lo 
que digo en el texto : hay ahí un defecto de reglamentación que urge sub- 
sanar. 

Desgraciadamente no me es posible proseguir ese estudio estadístico bajo 
sus diversas fases, que tanto interesan á la criminología. Así, respecto de la 
reincidencia, son deflcientísimos los datos : arrojan, sin embargo, el siguiente 
resultado : 

Años Procesados Identificados Reincideutes 

1892 4594 918 235 

1893 5098 1351 442 

1894 4506 1277 540 

1895 4503 934 413 

1896 5692 1227 670 

1897 8113 1084 630 

1898 8296 1398 999 

1899 7292 1044 839 

La proporción de reincidentes resultaría entonces : 

Años Sobre procesados Sobre identificados 

1892 19.55 3.90 

1893 11.53 3.03 

1894 8.69 2.40 

1895 10.90 2.26 

1896 8.62 1.86 

1897 12.87 1.69 

1898 8.30 1.39 

,1899 8.68 1.25 

Se ve, pues, que si bien el número absoluto de reincidentes ha ido en 
aumento, la cifra relativa va decreciendo : con relación á la cantidad de 
identificados resulta cada vez menor ; en 1892 era más de una tercera parte 
(3.90) y en 1899 apenas llegó á la sexta (125); mientras que, con relación al 
número de procesados, varía según los años, pero resultaría que ha dismi- 
nuido en la mitad de 1892 (19.55) á 1899 (8.68). Este fenómeno aparente se 
explica por la manera cómo se comprueba la reincidencia, pues en sus tres 
cuartas partes se buscan los antecedentes en los libros de registros de la al- 
caidía, y la antropométrica sólo contiene la cifra de los que buenamente le 
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obsta para que la policía despeje, de una vez, el embolismo 
hoy reinante? 

han sido remitidos para su identiñcación. Cabalmente esto demuestra que ese 
servicio, de continuar como basta abora, no es útil ni para la administración 
de justicia ni para los estudios de criminología... 

Estas cifras no condicen con las oficiales obtenidas del departamento de 
policía, 7 que debo á la deferencia del secretario, general doctor Mujica 
Parías. Las trasmitidas por este funcionario son las siguientes : 

Presos por delitos, que han tenido entrada en el departamento general 
de policía, durante los años que á continuación se expresan 



Años 

1889 (mayo 1« á diciembre 31) 

1890 

1891 

1892 

1893 

1894 

1895 

1896 

1897 

1898 

1899 

1900....- 

1901 (enero 1° á abril 30> 

Total de presos, 



Número de presos 

2081 
4214 
5498 
4637 
5018 
4696 
5521 
6084 
7270 
7482 
6676 
6821 
2439 

68437 



Ahora bien : la comparación de esas cifras, y las de la oficina antropo- 
métrica da este resultado : 

Años 

1889 (mayo V á diciembre 31) 

1890 

1891 

1892 

1893 

1894 

1895 

1896 

1897 

1898 

1899 

1900 

1901 (enero V á abril 30) 



Presos 


Identificados 


Sin identilicar 


2081 


581 


1500 


4214 


684 


3530 


5498 


820 


4678 


4637 


918 


3719 


5018 


1351 


3667 


4696 


1277 


3419 


5521 


934 


4587 


6084 


1227 


4857 


7270 


1084 


6186 


7482 


1398 


6084 


6676 


1044 


5632 


6821 


1903 


4918 


2439 


792 


1647 



Totales, 



68437 



14013 



54424 
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Alguna razón, pues, me asistía para decir, en un opúsculo 
reciente, partiendo de la base de que se tratara de una 
institución complementaria de la administración de justi- 
cia : « En esas condiciones irregulares funciona esta útilí- 
sima institución : ¿por qué no regularizarla y dictar, una 

Eq presencia de esos datos cabe preguntar : ¿ es la oficina antropométrica 
un mero lujo en la policial Apenas una sexta parte de los procesados ha 
sido identificada : en esas condiciones 4 qué servicio práctico presta, qué 
utilidad tiene institución semejante ? Huelgan los comentarios. 

Verdad es que no se acierta á comprender tampoco cómo no sea posible 
saber á ciencia cierta cuál es el número de procesados... Las cifras dadas por 
la oficina demográfica nacional difieren de las del departamento de policía. 

He aquí esa divergencia : 

PROCESADOS 

Datos de la oficina Datos del depar- Diferencia 
Años demo{;ráñca tamento ^neral en más ó 

nacional de policía menos 

1890 4138 4214 + 76 

1891 4668 5498 +830 

1892 4594 4637 + 43 

1893 5098 5018 —80 

1894 , 4506 4696 +190 

1895 4553 5521 +968 

1896 5692 6084 +392 

1897 8113 7270 —843 

1898. 8296 7482 —814 

1899 7292 6676 —616 

Estas diferencias no tienen explicación plausible : precisamente en mate- 
ria de estadística, la exactitud es condición primordial ; perdida la fe en la 
escrupulosidad de las cifras, desaparece toda base cierta para razonar sobre 
las mismas. Lo curioso del caso es que las cifras de la oficina demográfica 
nacional están contestes con las del Bolentin de Estadística de la munici- 
palidad de la Capital, y que el origen de los datos probablemente tiene que 
ser el mismo de la policía. 

Me limito, pues, á exponer las dudas que esto sugiere, haciendo votos 
porque las numerosas reparticiones estadísticas de que el país está dotado 
puedan ser uniformadas alguna vez, sea en sus métodos, sea en su control, 
de modo que no haya jamás contradicción entre sus cifras. De lo contrario, 
4 qué objeto tiene la presente anarquía estadística ? Esterilizar esfuerzos, — 
y nada más. 

Por ello, menos se puede establecer comparación alguna con las diversas 
clases de delitos. Sólo, pues, como dato interesante reproduciré el siguiente 
cuadro que me ha sido proporcionado por Carrasco, respecto al período du- 
rante el cual ha funcionado el servicio de identificación. 
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vez por todas, la ley que la autorice y reglamente?» (1) 

Delitos perpetrados en la ciudad de Buenos Aires de 1889 á 1899 

^ . Contra « . Contra 

Años , ^onwa j, propiedad , , ^^n*^ a I" garantías Totales 

las personas particular ^* honestidad ¡ndividuales.etc . 

1889 1088 1406 25 172 2691 

1890 1437 2450 39 212 4138 

1891 1561 2753 38 316 4668 

1892 1531 2779 30 254 4594 

1893 1684 3134 11 269 5098 

1894 1499 2748 2 257 4506 

1895 1949 2305 10 289 4553 ' 

1896 2254 2990 9 439 5692 

1897 2779 4784 3 547 8113 

1898 2740 4770 6 780 8296 

1899 2697 3991 — 604 7292 

Debo hacer notar que estas cifras qo son absolutamente exactas, en el sentido 
de que se refieren sólo á los procesos iniciados por esas especies de delitos ; 
precisamente, mi práctica de magistrado me habilita para observar que niel nú- 
mero de procesados, ni el de condenados, guarda proporción con el de delitos, 
porque más de un 50 •/• de los sumarios no pasan á plenario, terminando por 
sobreseimiento, sea definitivo, por resultar infundada la imputación; sea provi- 
sional, por deficiencias en la prueba; en cambio, es frecuente que en los procesos 
sean varios los codelincuentes, lo que explica el por qué del aumento de la cifra 
de procesados con relación á la de los procesos que pasan á plenario, y sin contar 
con los que terminan por absolución. Para controlar el cuadro anterior, se nece- 
sitaría tener una estadística judicial prolija, con el número de sentencias con- 
denatorias definitivas y el de reos condenados. Es de esperarse que alguna vez 
se realice esa aspiración, pues me consta que Excma. Cámara de Apelaciones se 
preocupa de esta importante cuestión; en las estadísticas anuales que acostumbro 
pasar, relativas al movimiento de la fiscalía á mi cargo, constantemente insisto 
u en la necesidad de que sea uniformada la estadística judicial, señalando para 
ello la pauta que se considere conveniente, pues, de lo contrario, cada magis- 
trado sigue el método que mejor le parece y no es posible comparación alguna ». 
Por lo demás, los datos coinciden ; así, en 1899 se cometieron 7292 delitos, y 
siendo 3 las fiscalías que entienden en dichos procesos,|resulta que la mía tuvo á 
su cargo 2747, que es próximamente la proporción correspondiente : pues bien, 
de esa cifra sólo 1474 pasaron á plenario, quedando, por ende, casi la mitad de 
las delincuencias sin castigo, por falta de pruebas ó por no haber podido ser ha- 
llados los delincuentes. Pero — como lo decía en mi memoria de aquel año(1899) 
—«tal cual hoy se lleva la estadística judicial entre nosotros, poco ó ningún fruto 
puede sacarse de su estudio comparativo; no existen formularios comunes ni se 
observa método alguno, como es de estricta regla en todas las naciones cultas». 

(1) E. QuESADA, La reforma Judicial. Deficiencias del procedimiento, 
Buenos Aires, 1899, pág. 44. 
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Hoy, además, la justicia argentina se encuentra perpleja: 
cuando se trata de comprobar la reincidencia, no hay fuente 
fidedigna á donde acudir. De la práctica que he tenido en el 
ministerio fiscal á mi cargo, deduzco que el desorden es en- 
démico y el mal gravísimo. Bastará^ en efecto, señalar sólo 
algunos casos típicos. 

He aquí uno. « El procesado — decía mi vista fiscal,, fecha 
julio 18 de 1900 (1) — solicita su excarcelación en junio 26. 
Existía ya en autos el informe policial, según el cual aquél 
sólo había tenido una entrada, cuya resolución se ignoraba : 
dicho informe es de junio 12. Solicité entonces que fuera cer- 
tificado ese antecedente, y consta que terminó por sobresei- 
miento definitivo. Procedía por lo tanto la excarcelación, y asi 
fué decretada por el juzgado en junio 28. Pues bien : apenas 
estuvo en libertad el procesado, la policía se apresura á pasar 
otro nuevo informe — fechado en junio 27, pero recibido en 
secretaría el día 30, — por el que consta que el procesado ha- 
bía tenido otras tres entradas, de las cuales una había termi- 
nado por condena en un proceso por delito que merece igual 
ó mayor pena: caso típico de reincidencia, inciso 19, artícu- 
lo 84, Código Penal. Resultaba entonces que, al excarcelar al 
procesado, se había violado el artículo 377, Código de Pro- 
cedimientos )) (2). El caso era singular y gravísimo... la vista 
agrega: « Pero ¿cuál es la explicación de esta conducta inex- 
plicable de la policía? El hecho es que ha expedido un infor- 
me errado, omitiendo diversos antecedentes, entre ellos nada 
menos que una condena, é induciendo así en error á la justi- 
cia (3). La gravedad del hecho salta á la vista : á los efectos de 

(1) In re Rognone : su excarcelación. Juez Madero, secretario Byron. 

(2) El artículo 377 citado, dice así : « No podrá, sin embargo, decretarse 
la libertad bajo caución : !• cuando el procesado fuere reincidente,..» 

(3) Precisamente, en los casos de excarcelación, es jurisprudencia de la 
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la reincidencia, los informes de la alcaidía han merecido 
siempre plena fe (1). Hoy, ante el hecho referido, la justicia 
tiene que vacilar. Mientras tanto, la oficina antropométrica, 
apenas le fué pasado el procesado, en el acto lo identificó 
describiendo sus entradas anteriores. Y fué tan sólo en pre- 
sencia de ello, que la alcaidía se apercibió tardíamente del 
error». En efecto, el segundo informe policial decía: «ha- 
biendo remitido á la oficina antropométrica al procesado, 
informan de allí que, además de la entrada que informé, tie- 
ne las siguientes...» Tan extraordinario suceso me obligó á 
manifestar : « Resulta entonces que el servicio antropométrico 
es el encargado de rectificar la negligencia de la alcaidía. ¿Y 
qué explicación da ésta del hecho insólito? «Hago presente — 
dice — que si las anteriores entradas no se informaron con 
la oportunidad debida, fué á causa de que, hallándose dete- 
rioradas las fojas donde ellas figuraban, se enviaron los libros 
á la imprenta para que fueran cambiadas, habiendo omitido 
el empleado, que los pasó en limpio, hacer figurar los folios 
de las entradas ya citadas». Textual. De ahí, que añadiera 
en mi vista fiscal: «La inconsistencia de esa explicación es 
evidente. En adelante quedará la duda, ante cada informe, 
de si algún empleado negligente ha olvidado hacer figurar al- 
gunos folios donde consten antecedentes de los procesados, 
cuyos informes se soliciten. La fe en la seriedad con que son 
llevados, ó compulsados, los libros de la alcaidía, queda per- 
dida, y se hace necesario recurrir á la oficina antropométrica. 
Si este servicio funcionara en virtud de una ley, que le hi- 



Excma. Cámara : Fallos, LIV, 385, que el informe de la policía sobre la no 
reincidencia basta, sin que deba justificarla el reo por otros medios. 

(1) Sobral, Op, cit., pág. 166, observa : « En la práctica vemos las difi- 
cultades para la identificación, y hemos visto informes de la alcaidía, en los 
que consta que el sujeto no ha tenido entradas en ella, y, sin embargo, ese 
mismo sujeto dice haber recibido una condena... » 
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ciera compulsivo en todos los casos, seria el control más efi- 
caz á los efectos de determinar la reincidencia.. Pero como 
hoy funciona de una manera realmente vergonzante, y de- 
pende de la buena voluntad de los procesados, á los cuales 
se les ha reconocido la singular facultad de consentir ó no en 
su identificación, resulta que los informes no son ni comple- 
tos ni excluy entes... No puede, por lo tanto, prescindirse de 
las anotaciones en los libros de la alcaidía, para conocer rein- 
cidencias ó antecedentes judiciales. Revelada ahora la negli- 
gencia con que son compulsados esos libros, por los encar- 
gados de su custodia, queda la justicia sin medio seguro para 
conocer la clase de procesado que juzga » (1). 

Huelgan, pues, los comentarios. Y cuenta que el hecho se 
repite constantemente. Recientemente me he visto obligado 
á dictaminar como sigue (2) : « Se ha de servir V. S. oficiar 
á la policía llamando seriamente la atención sobre la contra- 
dicción en que se encuentran los informes de la alcaidía con 
los de la antropométrica, á los efectos de la reincidencia. 
Esto se repite con una frecuencia desesperante en muchos 



(1) Aquel dictamen añadía : « Esto alarma con tanta más razón, que la 
alcaidía tiene ya dadas repetidas pruebas de ese desorden ó falta de serie- 
dad ; me bastará referirme al hecho elocuente de que, en 1897, resultó que 
los libros que llevaba, anotando la foja de servicio de los empleados de poli- 
cía, estaban en tan deplorables condiciones, que órgano tan autorizado como 
la Reoista de Policía declaró que « debían ser rehechos, pues están tan mal 
llevados y sus datos son tan confusos y deficientes, que sólo sirven para 
inducir en error cuando hay que consultarlos ». Y habiendo la alcaidía recla- 
mado ante la jefatura, ésta investigó el caso, encontró comprobada la denun- 
cia y resolvió que dichos libros fueran pasados á la comisaría de órdenes, 
la que desde entonces los lleva. Si tal sucedió tratándose de asunto tan sen- 
cillo, y si hoy se repite la defícencia en materia tan grave, la negligencia 
reviste caracteres de tal. naturaleza que debe ponerse el hecho en conoci- 
miento de la jefatura de policía para que adopte las medidas del caso, á fin 
de impedir su repetición ». 

(2) In re Marone, A., Lema R. y Vasquez G., por atentado contra la au- 
toridad. Juez Constanzó, secretario Giménez. Vista fiscal de abril 9 de 1901. 

9 
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procesos, y la justicia queda perpleja ante tales discordan- 
cias )). El caso era este : « Así, certifica la antropométrica que 
Vasquez no tiene allí antecedentes; y dice la alcaidía que 
aquel fué capturado en agosto 9 de 1899, por lesiones, siendo 
condenado por el juez Astigueta, cuya sentencia fué comuni- 
cada en octubre 23 de aquel año. ¿Porqué no fué identificado 
Vasquez? ¿Por qué no se trasmitió á la antropométrica la 
comunicación del juez? Es cierto que esta última oficina, 
á pesar de que su importancia es infinitamente superior á la 
alcaidía, á los efectos de la filiación de los procesados, en el 
hecho está reducida á un papel secundario y como un mero 
apéndice de esta segunda, mensurando sólo á los detenidos 
que ésta le manda. Pero ¿en virtud de qué disposición se 
obra así? Preciso es saberlo, para que la justicia pueda apre- 
ciar la eficacia de los informes sobre identificación de proce- 
sados, que son decisivos para conocer sus reincidencias... 
No paran ahí las irregularidades. Informa la antropométrica 
que Marone tiene tres entradas en esa oficina, pero « sin de- 
terminar fecha». ¿Cómo es posible? No se explica que se 
anoten entradas en aquella repartición, cuya precisión es 
científica y se omita precisamente la fecha... Además^ dice 
que fué identificado, por vez primera, en agosto 29 de 1900. 
Pero consta del informe de la alcaidía que aquél ha tenido 
las siguientes entradas anteriores : agosto 14 de 1895, por 
hurto, fue condenado y su sentencia comunicada en sep- 
tiembre 6 de 1897 ; en marzo 16 de 1899, otra vez por lesio- 
nes, pero «se ignora resolución»: fórmula también muy 
frecuente en estos informes, y que la policía debe tratar de 
que no se repita, obteniendo como corresponda la regularidad 
en la comunicación de las sentencias. Además, otra entrada 
en octubre 16 de 1899; y otra en agosto 28 de 1900. Tan sólo 
esta última vez fué enviado á identificar ¿Por qué? Se tra- 
taba, sin embargo, de un reincidente conocido, con dos 
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condenas comunicadas, y que^ en un solo año, había tenido 
dos entradas por otros tantos delitos : es, además, un L. C. 
con tres procesos por hurto. ¿En virtud de qué se ha omitido 
hacer identificar oportunamente á este reincidente? » 

Pero no es sólo la deficiencia de los registros de la alcaidía, 
y sus constantes contradicciones con los datos de la antropo- 
métrica: esta última también se resiente de la falta de una 
reglamentación legal que la vigorice, la dé autoridad propia 
y la imponga obligaciones al acordarla derechos. Su funcio- 
namiento debe ser tan perfecto, que no sea posible el menor 
error: y precisamente, debido sin duda a deficiencias del 
personal inferior, son frecuentes los errores. « Debo llamar la 
atención de V. S. — decía en un dictamen (1) — hacia la 
evidente contradicción entre los informes de f . 72 y 93, y 
entre este último y el de f . 94. En el primero, declara la 
oficina antropométrica, en marzo 6 próximo pasado, que el 
procesado « no ha tenido entrada en esta oficina » ; en el se- 
• gundo, la misma repartición, en mayo 15 próximo pasado, 
es decir, 66 días después^ informó que « Stagnaro fué identi- 
ficado el 29 de mayo del 97, por robo con violación y lesiones, 
y tiene una entrada por robo el 14 de abril del 98 ». ¿ Cómo 
explicar esa contradicción? Evidentemente esa oficina se ha, 
sin duda, equivocado en uno de los informes, pues no es creí- 
ble que, por descuido ó negligencia de algún empleado, se 
haya expedido un informe falso. Y esto es tanto más grave 
cuanto que V. S. recabó el primer informe estando prófugo 
el procesado y para facilitar su captura, á cuyo fin pidió se le 
remitiera « á la brevedad posible una fotografía de dicho 
individuo». De modo, pues, que la oficina antropométrica 



(1) In re Stagnaro, por homicidio. Juez Constanzó, secretario Giménez. 
Vista fiscal de mayo 31 de 1899. 



i 
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ha resultado, en el caso sub-fudice, no solo inútil para auxi- 
liar á la justicia, sino apta para inducirla en error : tenia en 
su archivo desde 1897 la fotografía pedida, é informa que 
no conoce el presunto criminal en marzo de 1899... además, 
el mismo informe de la oficina antropométrica dice que el 
procesado tuvo una entrada en mayo 29 de 1897, y el infor- 
me de la alcaidía omite esa entrada en la lista de los antece- 
dentes judiciales de Stagnaro. ¿Cómo es creíble que hubiera 
omitido aquella causa de 1897, por robo con violación? El 
dilema es férreo: ó el informe de la alcaidía es incompleto, ó 
elde la oficina antropométrica lo es. En cualquiera de esos 
casos, la justicia debe averiguar dónde está el error, pues no 
es posible poner en duda la exactitud de aquellos informes, 
en los cuales se basa el criterio judicial para aumentar la 
pena á los reos, computándoles dichos antecedentes como 
circunstancias agravantes ». 

Y no es ese solo el caso : son también demasiado frecuentes. 
Asi, en otro proceso (1), tuve que observar lo siguiente : « el ' 
informe de la antropométrica ofrece graves contradicciones 
con el de la alcaidía. En primer lugar dice : « Domingo Gatti^ 
ó Carlos Vidal ó Lusatelli, etc. », cuando en realidad hay dos 
procesados distintos, uno de los cuales se llama Gatti, y el 
otro, Vidal, mientras aquí aparecen ser una misma persona. 
De ahí que Gatti tenga una serie de entradas en el informe de 
la antropométrica, mientras que en el de la alcaidía se dice 
que, con ese nombre, no tiene más entrada que la presente. 
Debe, pues, aclararse esa contradicción : en las fichas antro- 
pométricas figura Gatti con varias entradas, mientras que no 
las tiene en los libros de la alcaidía : ¿cuál es la oficina que ha 



(1) In re Gatti, D., Vidal C. y Torres, M. por robo. Juez French, secreta- 
rio Giménez. Vista fiscal de septiembre 20 de 1900. 



— 133 - 

dado el dato equivocado? No es admisible la hipótesis deque, 
al expedir el informe antropométrico, se haya considerado, 
por descuido del empleado, como una misma persona á « Do- 
mingo Gatti, ó Carlos Vidal ó Lusatelli ó Díaz ó Molina (a) 
Garlitos », si no lo fuera : de donde resultaría el curioso fenó- 
meno de que, en este proceso, dos acusados tienen el mismo 
nombre : el Domingo Gatti de la indagatoria de f . 34 vta. 
y el Carlos Vidal, de la de f. 37, que también ha usado 
aquel nombre, y que con él ha sido ya detenido en otra opor- 
tunidad, puesto que así consta en las fichas antropométricas. 
Me inclino á creer esto último, porque los registros antropo- 
métricos, dada la precisión científica con que son llevados, 
no pueden ni deben inducir en error : por ello debe suponerse 
una omisión de la alcaidía, que no ha informado sobre las en- 
tradas de Gatti ó Vidal , cuando éste dio el nombre de Do- 
mingo Gatti, con el que fué identificado. A fin de evitar estas 
anfibologías, y á los efectos de apreciar los antecedentes de 
los procesados, soy de opinión que ese punto debe aclararse ». 

Y añadía : « La antropométrica, además, registra una entrada 
de Torres, en febrero 14 de 1891, desde cuya época ha sido 
identificado ; mientras tanto la alcaidía informa que su pri- 
mera entrada data de 1896. ¿Cómo se explica que haya omi- 
tido mencionar la de 1891? Debe, pues, igualmente solicitarse 
aclaratoria: el punto es importante, porque se trata de un 
antecedente relativo á delito de la misma especie del que hoy 
se investiga ». ¿ Qué explicación dio la oficina antropométri- 
ca? La siguiente (1) : « Domingo Gatti no ha tenido en esta 
oficina más entrada que la del actual proceso, y, si su nom- 
bre figuraba al lado del de Carlos Vidal, fué por un error ». 

Y respecto de Torres ó Tagliafico, dice : « En las anota- 
ciones de esta oficina figura Manuel Tagliafico (a) Pochocha, 

(1) Informe fecha septiembre 24 de 1900. Proceso ciitado. 
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con una entrada por hurto en febrero 14 de 1891 »• Era, 
pues, una confirmación inequívoca del primer dato... En 
cambio la alcaidía (1) informó nuevamente al respecto : « la 
entrada indicada (1891) no consta en los libros de esta oficina, 
manifestando el ¡sujeto en cuestión, que en esa fecha no ha 
estado detenido ». En presencia de eso, dije, al establecer la 
acusación fiscal : « No me es posible expedirme aún respecto 
de Torres ó Tagliafico. Cierto es que tiene ya una condenapor 
robo; pero no ha sido aún certificada otra entrada por hurto, 
de manera que, si resultara haber sido condenado, corres- 
pondería aplicar la ley número 3335. Dicha entrada por 
hurto es la de febrero 14 de 1891, como consta del informe 
antropométrico, ratificado expresamente en vista de mi dic- 
tamen. Cierto es que la alcaidía dice que no consta esa 
entrada, pero es insuficiente la razón que da: « manifestando 
el sujeto en cuestión que, en esa fecha, no ha estado deteni- 
do». Todo reincidente jura lo mismo... No cabe duda que 
debe tratarse de una omisión en los libros de la alcaidía, 
porque no es concebible una anotación ficticia en las tar- 
jetas antropométricas »• El caso era bien claro. Pues bien : 
he aquí lo que informó entonces la oficina antropomé- 
trica (2) : (( En cumplimiento de lo solicitado por el señor juez 
debo manifestar que en la tarjeta antropométrica de Manuel 
Tagliafico, ó Manuel Torres (a) Pochocha, no Jigur a \imgun?í 
entrada en el año 1891, pero sí en febrero de 1896, fecha en 
que se halla acusado de hurto. Si en el informe suministrado 
en septiembre 24 de 1900 figuraba la entrada como del año 
1891 ha sido por un error de copia ». Nada hay que agregar 
á esto. 

Eso no arguye contra de la competencia de la dirección 

(1) Informe de igual fecha, en dicho proceso. 

(2) Informe fecha diciembre 11 de 1900. Proceso citado. 
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de ese servicio : se trata de negligencias de empleados su- 
balternos, que quizá no son todo lo meticulosos requerido, 
porque no es posible seleccionar ese personal delicado, 
dada la exigüidad de los sueldos. El director de la oficina no 
puede, tampoco, practicar personalmente todas las rebuscas, 
ni controlar por sí mismo los resultados que sus subalternos 
le presentan : dado el número crecido de individuos identi- 
ficados diariamente y la masa de informes que 10 juzgados 
solicitan constantemente y á la vez, aquel control no es ma- 
terialmente posible. Pero la justicia no puede ni debe estar 
supeditada á descuidos como los indicados, partan de quien 
partan, y sea la que fuere la explicación del caso. 

Pero no es esto lo verdaderamente grave. Lo que pertur- 
ba á la justicia es la frecuente é inexplicable contradicción 
' entre los informes de la alcaidía y los de la antropométrica, 

respecto de los antecedentes de los procesados. La experien- 
cia de mi fiscalía me demuestra que se trata de un fenómeno 
constante, y no acierto á comprender por qué no se le ha 
puesto término ya (1). 

(1) He aquí un caso típico. Mi vista fiscal, de abrilllde este año, — in re 
Pita, Antonio V.,/)or robo y Lesiones. iuQz Navarro, secretario Delgado, — 
decía lo siguiente: «Antes de aplicar el artículo 429, Código de Procedimien- 
tos, se ha de servir V. S. oficiar á la jefatura de policía, á fin de que trate 
de poner de acuerdo á sus oficinas internas : alcaidía y antropométrica, en 
lo relativo á los antecedentes de este procesado, pues son diferentes ambos 
informes y es indispensable saber á qué atenerse á los efectos de la reinci- 
dencia. 

«Así, he aquí lo que dichos informes registran como entradas anteriores : 

Antropométrica (f. 61) Alcaidía (f. 63) 

Mayo 10 de 1893, hurto — 

Abril 12 de 1893, hurto. — 

¡ Junio 20 de 1893, hurto. — 

Octubre 27 de 1893, hurto. — 

Febrero 9 de 1894, violación de domicilio. — 

Junio 6 de 1895, robo. — 
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* 

Tomo al acaso un proceso reciente. He aquí lo que decía 

Antropométrica (f. 61) . Alcaidía (f. 63) 

Abril 29 de 1896. defraudación. Abril 29 de 1896. 

Abril 7 de 1897, robo. Abril 3 de 1897. 

Febrero 14 de 1898, hurto. Febrero 12 de 1898. 

Abril 1 de 1898, estafa. Marzo 29 de 1899 

Febrero 9 de 1900, hurto. Junio 8 de 1900. 

Diciembre 25 de 1900, hurto. Diciembre 24 de 1900. 

« Basta esa comparación para notar las omisiones del informe de la alcaidía \ 
no menciónalas 6 entradas anteriores á 1896; ni tampoco (lo que es más ex- 
traño) la de febrero 9 de 1900, en cambio registra una en junio 8 de 1900, 
que la antropométrica ignora. Estas discrepancias en los informes de dos 
oficinas que tienden al mismo fin son inexplicables, y se repiten con una 
frecuencia que pasma y es tiempo que la policía tome las medidas del caso, 
para evitar á la justicia estos constantes reclamos. 

« Evacuada que sea esa diligencia, se podrán conocer entonces los ante- 
cedentes verdaderos del reo, y podrá declararse cerrado este sumario.» 

. ...He aquí ahora como se expidió el comisario inspector. García, que prac- 
ticó la investigación por orden de la jefatura : 

« Practicada la investigación ordenada por el decreto que antecede, he 
obtenido el siguiente resultado : 1<* Que todas las entradas que se mencionan 
en la comunicación del señor juez doctor Navarro, como informadas por 
la oficina antropométrica, son exactas, con la sola pequeña diferencia de 
que la que figura en la alcaidía, con fecha 8 de junio de 1900, es fecha 8 de 
febrero del mismo año, dato que ha equivocado la alcaidía de la primera 
división, en su informe ; debiendo agregar que el sujeto Antonio V. ó B. Pi- 
ta, ha sido medido y retratado tres veces, con fechas junio 20 de 1893, con 
el nombre de Fernandez ó González ó Pita ó Alfredo Cisneros ; el 7 de abril 
de 1897, con el nombre de Antonio Fernandez ó González ó Pita, y el l"de 
abril de 1899 con el nombre de Antonio Pita, ó Fernandez ó González ó Al- 
fredo Cisneros. Todas estas entradas constan en los libros de la alcaidía de 
la primera división, y la razón que informa la discrepancia que existe entre 
el informe expedido por esta oficina y la antropométrica, es originada, según 
ha informado el 2" alcaide señor Hornos, en ausencia del V* señor Solar, en 
que la busca hecha por los empleados de la alcaidía de los antecedentes del 
indicado Pita, sólo se hizo hasta el año 96, en cuyo libro no existe nota 
marginal que indique la revisación en los libros anteriores. De ahí dimana 
la divergencia, ocasionada por la falta de celo del empleado que hizo la 
busca y del 2° alcaide señor Hornos, que firmó el informe; quienes ni si- 
quiera por curiosidad se les ocurrió inspeccionar libros anteriores al 96, ó 
controlar sus datos con los que existían en la oficina antropométrica. No es 
posible precisar qué empleado fué que hizo la busca, pues, como ya he tenido 
que comunicar á V. S., en esa oficina no se deja constancia alguna de los 
informes que se expiden. » 
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mi vista fiscal (1): «A fin de poder conocer á ciencia cierta 
los antecedentes de los reos, solicito se libre oficio á la jefa- 
tura de policía á fin de que ésta ponga de acuerdo entre si á 
sus oficinas, cuyos informes son divergentes. 

(( Tres son los procesados : Burgos, Bermejo y Rivero. 

« Respecto de Burgos, la alcaidía informó que era la actuaí 
su única entrada ; la antropométrica guardó silencio al res- 
pecto, pero, requerida nuevamente por el juzgado, informó 
que i< una omisión involuntaria hizo que no se incluyera en 
el informe, fecha 12 de marzo, el que se refiere á Burgos », 
confirmando en esa parte lo afirmado por la alcaidía. 

K En cuanto á Bermejo, la alcaidía informó que era 
su primera entrada; pero la antropométrica aseguró que tenía 
otra, febrero 8 de 1901, por hurto. Requerida á su vez la alcai- 
día, dice : que « es exacta esa omisión suya, pero que aquella 
entrada figura con el nombre de Ruiz, cuya filiación coincide 
con la del procesado Bermejo : éste niega terminantemente 
la entrada expresada, pero, remitido á la antropométrica, ésta 
informa que Bermejo es el mismo que tuvo la entrada con el 
nombre de Ruiz ». No acierto á explicarme cómo Bermejo no 
ha sido reconocido en la alcaidía, cuando hacía apenas un 
mes que había tenido su entrada anterior, y cómo no se requi- 
rió la comprobación antropométrica antes de expedir un in- 
forme errado. 

« Por último, respecto de Rivero, la discrepancia es más 
seria; la antropométrica dice que tiene estas entradas : 
mayo 8, 1900; agosto 2, 1900, y julio 11,1898; mientras 
que la alcaidía registra sólo otras dos : mayo 6, 1896, lesio- 
nes; y julio 31, 1897, robo; omitiendo por completo la de 
mayo 8 de 1900, por violación de domicilio, y agosto 2 de 



(1) ín re Burgos, Antonio, Bermejo, Pedro y Rivero, Fernando, por robo. 
Juez Veyga, secretario Castellanos. 
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1900, por hurto. Hago caso omiso de la entrada por infrac- 
ción á la ley de enrolamiento, que la alcaidía anota en julio 6 
de 1898 y la antropométrica en julio 11 del mismo año. Pero, 
¿ son exactas las otras entradas ? Las que indica cada oficina 
son precisamente las que omite la otra; ¿cómo se entiende 
esto? » 

Tan sólo un último caso citaré, porque de lo contrario lle- 
naría un volumen entero con estas referencias á mi práctica 
de magistrado. En otro proceso (1), decía la vista fiscal : « A 
fin de estar habilitado para formular acusación y determinar 
el quantum de la penalidad, es necesario poner en claro en 
qué forma deben aplicarse los incisos 19 y 20 del artículo 84 
del Código Penal. 

« A este respecto no puedo aún solicitar sean certificados 
los antecedentes de los informes de la alcaidía, y antropomé- 
trica, por cuanto es fundamental su divergencia. Solicita- 
das las explicaciones del caso por el juzgado de instruc- 
ción, mantiene su primer informe la alcaidía, y lo amplía á 
su vez la antropométrica. Posteriormente, la alcaidía reco- 
noce, en parte, que estaba equivocado el informe anterior : 
la antropométrica insiste en el suyo. Esto constituye una 
anarquía inaceptable en informes semejantes. Es menester 
saber con exactitud cuáles son en definitiva los antecedentes 
de ambos reos. Para ello se ha de servir V. S. oficiar á la je- 
fatura de policía, á fin de que ésta ponga de acuerdo entre sí 
á sus dos oficinas y suministre una ves por todas un informe 
verdadero, que pueda servir á la justicia. 

« Las discrepancias de ambas reparticiones y de sus reite- 
rados informes son inexplicables. 

(1) In re Cabrera, Francisco, ó González, Antonio, y Pomes, Francisco, 
ó Fernández, José, 6 Abadía, Fourcade, Juan, ó Denis, Juan, por robo. 
Juez Veyga, secretario Castellanos. 
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« Héks aquí : 1** Respecto del reo Cabrera, la antropomé- 
trica dice haberlo identificado en octubre 27 de 1891 por 
hurto, ó insiste en ese dato. En cambio laalcaidia no registra 
esa entrada, ó insiste en que no la encuentra. ¿Cómo puede ser 
esto posible ? ¿ Cómo puede identificar la antropométrica á un 
detenido y no estar registrada esa entrada en la alcaidía ? No 
acierto á explicarlo. Pero, no para ahí el embolismo : la alcai- 
día trae las siguientes entradas de dicho Cabrera : junio 3 de 
1885; julio 24 de 1885, robo; octubre 13 de 1885, hurto; julio 
27 de 1886, lesiones; julio 27 de 1888, hurto; julio 5 de 1889, 
robo; noviembre 30 de 1890, hurto; julio 4 de 1892, estafa; y 
febrero 17 de 1895, robo. Nada dice al respecto la antropomé- 
trica ¿Cómo explicar que un L. C. semejante no hubiera 
sido identificado, á pesar de ese rosario de procesos y siendo 
un verdadero reincidente palmario? ¿Qué razón ha tenido 
la alcaidía para no enviarlo á la antropométrica? Tampoco 
acierto á explicarme esto. Pero es menester saber á qué 
atenerse. 

« 2® Respecto del reo Pomos, la antropométrica sólo anota 
la entrada de agosto 17 de 1892, por hurto; pero agrega que 
es L. C. retratado con el número 290. Desde luego, resultaba 
una deficiencia. La justicia nada tiene que ver con la galería 
de L. C. y sólo necesita saber circunstanciadamente cada una 
de las entradas de los reos. De ahí que aquella oficina trans- 
mitiera las que indica la respectiva tarjeta antropométrica, y 
que son : febrero 27 de 1891, hurto; enero 10 de 1892, lesio- 
nes; enero 29 de 1892, violación de domicilio; mayo 25 de 
1892, indagación ; julio 25 de 1892, hurto; agosto 17 de 1892, 
hurto; septiembre 11 de 1892, hurto; octubre 3 de 1893, hur- 
to; marzo 28 de 1900, hurto. En cambio la alcaidía sólo regis- 
tró estas entradas : junio 25 de 1892, hurto; julio 2 de 1892, 
hurto; julio 25 de 1892, hurto; septiembre 11 de 1892, hurto; 
octubre 3 de 1893, hurto; marzo 23 de 1894, robo; julio 25 de 
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1895, robo; marzo 12 de 1896, robo; abril 20 de 1896, robo. 
Resultaba, pues, que no constaban en dicho informe de alcai- 
día estas entradas de antropométrica : febrero 27 de 1891 , 
hurto; enero 10 de 1892, lesiones; enero 29 de 1892, violación 
de domicilio; agosto 17 de 1892, hurto; abril 28 de 1900, 
robo ; marzo 28 de 1901 , robo. 

« Posteriormente la alcaidía reconoció su error, sin dar 
explicación alguna á su inexplicable proceder : confiesa que 
son exactas las entradas omitidas y sólo rectifica la fecha de 
la de enero 10 de 1892, que pretende debe ser diciembre 15 
de 1891, entrada que tampoco declaró en su primer informe. 
Abisma tanta negligencia. 

« Estos embolismos se repiten constantemente. El ministe- 
rio fiscal, también constantemente, solicita su aclaración por 
cuanto esa es hoy día la única base para comprobar la reinci- 
dencia , y para poder solicitar sean certi fica dos e n los respectivos 
j uzgados aquellos antecedentes , con arreglo á la j urisprudencia 
de la Excma. Cámara : Fallos, XIII, 186 y XXIII, 358, que 
establece que el informe del alcaide de policía sobre la reinci- 
dencia, por las diversas entradas del preso, no forma prueba, 
debiendo controlarse con los procesos originales á la vista. 

« La jefatura entiendo que se ocupa de organizar esos 
servicios, pues la antropométrica es propiamente la base 
científica para conocer los antecedentes de los procesados, 
mientras que los registros de alcaidía son anotaciones defi- 
cientes y no pocas veces equívocas. Por otra parte, en un. 
proceso reciente : Pita, Antonio V. por robo y lesiones, el 
comisario inspector García ha declarado que los informes de 
la antropométrica son los fidedignos y que las omisiones de 
los de la alcaidía se originan en buscas deficientes, « ocasio- 
nadas por la falta de celo del empleado que hizo la busca y 
del que firmó el informe, quienes, ni siquiera por curiosidad, 
se les ocurrió inspeccionar libros anteriores ó controlar sus 
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datos con los que existían en la antropométrica » ¿ Ha pasado 
igual cosa con el dato subjudice'í No puedo precisarlo, pero 
considero indispensable aclararlo á ciencia cierta. » 

Hasta en informes parciales resultan existir estas diver- 
gencias. (( Llamó la atención — decía en mi vista fiscal, abril 
13 de 1901 (1), — hacia la inexplicable contradicción de los 
informes policiales. En el primero, la comisaría dice que Alió 
fué alli sumariado en 25 de septiembre de 1900, por lesiones; 
en el segundo, la alcaidía ignora ese sumario y esa entrada : 
sólo especifica una anterior, igualmente por lesiones, de fe- 
brero 26 de 1896. Pero ¿ha tenido ó no entrada aquél en 1900? 
¿Cómo es posible que una repartición policial suministre un 
informe, y otra, otro? » 

Todo esto estaba demostrando que, cualquiera que sea la 
explicación de esa anarquía de informes, es evidente que la 
justicia debe ser independizada de ellos; pues no es posible, 
honradamente, sustraer el espíritu á la duda respecto de la 
exactitud de todo informe sobre reincidencia, desde el mo- 
mento en que la práctica diaria demuestra que no hay espe- 
ranzas de que se modifique ese estado de cosas. La justicia no 
puede depender de semejante información. Innecesario es 
demostrarlo, después de los casos citados. 

La policía tiene funciones de otro orden (2), y ciertamente 

(1) ín re Pueyo, F. y Genino, J., por lesiones. Juez Navarro, secretario 
Delgado. 

(2) Con el objeto de demostrar la diferencia extraordinaria entre las fun- 
ciones de la policía judicial y las de la común, pueden compararse las cifras 
dadas anteriormente — conf. nota ut supra — relativas á delitos y á 
procesados por los mismos, que constituyen la primera categoría, con las 
de los contraventores, que son los que caen bajo la férula de la policía 
ordinaria. 

He aquí, durante el período estudiado, la estadística de contraventores, 
según datos de la alcaidía, 2* división : 
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un personal experto en su servicio de investigaciones, y que 
conoce directamente á casi todos los delincuentes temibles de 

Años Hombres Mujetes Menores 

1889 (mayo 1» á diciembre 31) 10713 911 

1890 21329 1181 

1891 27066 1419 

1892 26615 1291 

1893 24061 1009 

1894 23594 1445 

1895 18471 1518 

1896 17012 1612 . 

1897 23813 1957 

1898 26426 2225 

1899 26342 2499 

1900 22786 2541 154 

1901 (enero) 1733 195 18 

1901 (febrero) .• 2151 161 16 

1901 (marzo) 2117 239 9 

1901 (abril) 1663 251 5 

Totales 275892 20454 202 

Se ve, pues, que en el período de mayo 1° de 1889 á abril 30 de 1901, es 
decir, durante 12 años, la policía, ejerciendo sus funciones de policía judi- 
cial, ha detenido á 68.437 individuos acusados por delitos ; y que, como po- 
licía común, ha tenido que habérselas con 296.548 personas detenidas como 
contraventores. La diferencia es enorme y explica quizá cómo la policía 
actual se encuentra absorbida por su lucha contra los infractores comunes, 
que no le deja el tiempo necesario para dedicar su actividad á la persecución 
de los delincuentes. 

Esas cifras explican, además, este dato sugerente da la estadística de la 
fiscalía á mi cargo. En 1899, sobre 1356 sumarios tramitados ante los juzga- 
dos de instruccióq, sólo 183 pasaron á plenario, siendo menester sobreseer 
en el 92 por ciento de los procesos, por falta de pruebas ; en 1900, sobre 1540 
sumarios análogos, pasaron 176 á sentencia; proporción aun más inferior. 
4 Qué quieren decir esas cifras ? Que la policía, asediada por el torrente de 
infractores ordinarios (cerca de 2300 por mes) no tiene el personal exceden- 
te que se requeriría para dedicarse exclusivamente á la investigación de los 
delitos, á rastrear indicios y á acumular pruebas. El tiempo la hostiga; la 
marea de contraventores, el no escaso número de delicuentes, el personal 
quizá exiguo, la impiden entregar los sumarios de prevención con los datos 
necesarios para demostrar la culpabilidad de los detenidos : de ahí esa masa 
colosal de sobreseimientos provisionales, de que benefician los L. C, verda- 
deros « veteranos » con un número considerable de condenaciones anteriores, 
pero respecto de los cuales muchas veces no es posible reunir la semiplena 
prueba que la ley exige para elevar un sumario á plenario. Y como la justi- 
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esta capital. Su atención se encuentra absorbida por esa lucha 
diaria y sin cuartel; y no puede exigírsele que se preocupe de 

cia de instrucción carece de policía propia, no tiene cómo subsanar esas 
sensibles deficiencias : suele encomendar nuevas investigaciones á la misma 
policía, pero es visible que ésta no puede dar abasto á la tarea. 

Como prueba final, aduciré un solo dato, que proviene de la oficina de- 
mográfica nacional ; los ebrios aprehendidos por la policía de la capital du- 
rante los diez años que corren de 1889 á 1899, y su proporción por 1000 habi- 
tantes, son los siguientes : 

Años Número de ebrios Porporción por mil 

1889 49757 95 

1890 18923 34 

1891 19858 37 

1892 19368 34 

1893 20622 35 

1894 19816 32 

1895 16192 24 

1896 17404 24 

1897 23521 31 

1898 í¿2238 29 

1899 20793 26 

Apai'te de la observación general sobre diminución visible en la ebrie- 
dad, lo que arguye en favor de la mejora en los hábitos de la población, y 
contrabalancea el formidable porcentaje de la reincidencia en los delitos, cosa 
que tiene que preocupar al estudioso ; y de la singular anomalía de redu- 
cirse súbitamente la ebriedad á la tercera parte de un año para otro (de 
1899 ál890: de 49757 á 18923 ebrios), lo que es un misterio... estadístico ; 
las cifras anteriores demuestran que la policía, bajo cualquier aspecto que 
se la considere, está absorbida por sus funciones comunes, que no la dejan 
punto de reposo. 

¿No conviene acaso remediar este estado de cosas! ¿No podría solucio- 
narse la dificultad creando una brigada especial de policía judiciaria, sobre 
la base de la comisaría de investigaciones, pero sometida directamente á la 
orden de los jueces de instrucción, para que, apenas cometido un delito, sir- 
viera á dichos magistrados de auxiliar precioso! Entonces los jueces de instruc- 
ción podrían incoar los sumarios desde ab ¿nitio, con elementos policiales 
propios, y descargando á la policía general de sus actuales funciones judi- 
ciales algo exóticas, como ser la de labrar todos los sumarios de prevención. 

El punto merece meditarse : la cifra de los sobreseimientos provisionales 
es abrumadora é indica intergiversablemente que existe ahí un vacío que debe 
llenarse. Y de él no puede responsabilizarse á la policía general, porque 
ésta es apenas suficiente para una población de crecimiento tan extraordi- 
nario como la de esta capital. 
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perfeccionar resortes auxiliares de la justicia, como es en todo 
país el servicio de identificación. Para sus necesidades inter- 
nas tiene la policía sus reglas y procedimientos, á las veces 
verbales, que dan el resultado de que funcione de la manera 
satisfactoria que nuestra prensa se complace en reconocer; 
pero la justicia^ que nada tiene que ver con eso, necesita otra 
cosa : una repartición que pueda informarla con absoluta cla- 
ridad sobre los antecedentes de cada procesado, y en cuyos 
informes deba depositarse plena fe. 

Se ve, pues, que son dos esferas de acción distintas : el 
actual jefe de policía, que tan brillantemente ha sabido defen- 
der la excelencia del servicio antropométrico como amplia- 
torio de los registros de alcaidía, ciertamente reglamentará 
las funciones de ambas oficinas de modo que, al utilizar tan 
valiosos elementos y personal tan probado, sirva á los fines de 
su institución. 

...¿Qué consecuencias prácticas hay que sacar délos casos 
anteriores? Sencillamente ésta: que la justicia no puede de- 
pender, para la comprobación déla reincidencia, de informes 
meramente policiales; que, en la capital, tanto los registros 
de la alcaidía como el servicio antropométrico, deben ser 
fundamentalmente reglamentados de nuevo, y esto por una 
disposición — sea ley, decreto del P. E. ó simple « orden del 
día» de la policía — que precise sus funciones, deslinde sus 
responsabilidades y les acuerde facultades, á fin de que sea 
compulsorio para todos y quede por siempre sustraído á las 
fluctuaciones de un régimen puramente arbitrario. 

En cuanto al funcionamiento técnico del servicio, sólo elo- 
gios merece el jefe de aquella repartición : si no se han sub- 
sanado las deficiencias antes aludidas, ellas no dependen de 
su acción. Con suma rapidez se identifica á un individuo : 5 
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minutos es el tiempo medio empleado, y á los 2 mimitos se 
comprueba si su filiación estaba ya registrada antes. El hecho 
de que un mismo individuo, sucesivamente identificado por 
los diversos empleados de la oficina, dé tres filiaciones lige- 
ramente diferentes en sus cifras (1), no arguye sino en contra 
de Ja exactitud del bertillonage, obligado á conceder márge- 
nes de tolerancia demasiado amplios, y á tomar una serie 
exagerada de datos engorrosos é innecesarios (2). 

Si tal sucede en la capital de la república, ¿qué aconte- 
ce á este respecto en el resto del país? ¿ cómo se comprueba 
allí la reincidencia (3)? Por otra parte, la justicia no sólo ne- 

(1) G. Carrasco, El hombro físico. (Artículo publicado en El País, no- 
viembre 11 de 1900). « Es absoluta ó, "por lo menos, prácticamente imposible 
que las diversas mediciones hechas sobre una misma persona, aunque sea en el 
mismo día, concuerden rigurosamente en todos sus datos. Así, 3 mediciones 
hechas por 3 empleados competentes, con toda prolijidad, sobre mi propia 
persona, demostraron que, de las 11 mediciones, había habido diferencia en 
10 de ellas, pero, con arreglo á Bertillon, todas las diferencias estaban com- 
prendidas dentro del límite de la tolerancia que corresponde á cada una de 
ellas, inclusive la que aparece con 5 y medio milímetros menos que otra...» 

(2) « Hay que convenir en que el procedimiento es engorroso, y tal vez 
demasiado científico para que pueda vulgarizarse, y como de su mayor ó me- 
nor difusión depende su mayor ó menor eficiencia, pues su fin primordial es 
suministrar los medios de cotizar la reincidencia, más que un recurso poli- 
cial, una oficina antropométrica es hoy un gabinete de estudios superiores, 
tributarios de la antropología. El mismo Bertillon se ha encargado de desna- 
turalizar su sistema, convirtiéndole en un péle-méle de extraíias artes, en el 
que por igual despuntan la frenopatía y la grafología, el esoterismo y la 
ciencia de Alian Kardec. De manera que un jefe de servicio antropométrico 
se ve obligado á dedicarse á las más graves disquisiciones científicas. » Conf. 
artículo en El País (junio 15 de 1900). 

(3) Es ya visible la necesidad que sienten los tribunales de provincia y de 
los territorios nacionales, de tener una base cierta para apreciar los antece- 
dentes de los procesados. Recientemente acaba de expresarlo el juez letrado 
de Misiones, M. A. Garmendia, La Justicia en los territorios nacionales 
( Posadas, 1901) pág. 22 : — « El movimiento no despreciable de la crimi- 
nalidad de este territorio ; la especialísima situación geográfica de Misiones 
región fronteriza con dos naciones extranjeras, convertida á menudo en re- 

10 
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cesita los informes sobre antecedentes judiciales de los pro- 
cesados en tal ó cual localidad, sino en el país entero : por 
perfeccionados que llegaran á estar los servicios de informa- 
ción de tal ó cual policía, ello no bastaría, pues serían siem- 
pre datos parciales. Á pesar de todo ¿podría hoy solicitarse, 
por oficio circular, datos de esa naturaleza á todas las poli- 
cías del país? ¿Tienen todas ellas un servicio de identificación 
bien organizado? Salvo la provincia de Buenos Aires, en las 
demás... rige la rutina antigua, y todo se lleva w á ojo de 
cubero ». 

En La Plata el bertillonage fué establecido en septiembre 
1"* de 1891 (1), pero se tropezó con la dificultad de poderlo 
implantar con éxito en los diversos departamentos judiciales 
de la provincia de Buenos Aires (2). La vasta extensión de 
esa provincia, además, y el funcionamiento de cien diferentes 

fugio, DO sólo de aventureros audaces, sino también de criminales que huyen 
de la persecución policial de sus respectivos países, al mismo tiempo que 
nuestros prófugos buscan á su vez en el Brasil y el Paraguay un asilo casi 
siempre seguro, son circunstancias que hacen sumamente necesario el esta- 
blecimiento de una oficina de identificación de delincuentes, en la policía de 
esta capital. Se llenaría una necesidad sentida en Misiones, creando la expresada 
oficina sobre la base de la fotografía y de las descripciones antropométricas, 
que sean consideradas esenciales. Instalada de esa manera, respondiendo á un 
propósito práctico, sin pretensiones de aplicar métodos científicos complica- 
dos, la oficina de identificación que propongo podría funcionar con el personal 
de policía existente y sin ocasionar gastos de importancia. Contribuiría eficaz- 
mente al mejor cumplimiento de los fines de seguridad pública y previsión, 
señalados á la acción de la policía, y sería asimismo de utilidad para las 
investigaciones judiciales y las de la ciencia de la criminología. » 

(1) Siendo jefe de policía don G. J. Nunes, pero sólo dos años después se 
publicaron las : Instrucciones generales para la identificación antropomé- 
trica (La Plata, 1893). 

(2) Nota del jefe de la oficina respectiva, Juan Vucetich, al jefe de policía 
de la provincia. La Plata, septiembre P de JS95. «La observación diaria y el 
estudio prolijo y meditado á que he sometido á varios delincuentes, me ha 
confirmado en la creencia de que el sistema de filiación actualmente practi- 
cado por nuestra policía, es sumamente deficiente. » 



— 147 — 

comisarías, en las cuales forzosamente había que registrar la 
filiación de los detenidos, hacía ilusoria ó ineficaz la bondad 
de aquel sistema. De ahí que se buscara solucionar la dificul- 
tad con la modificación del sistema, á fin de hacerlo asequi- 
ble á los múltiples funcionarios que deben servirse de él (1). 
Se ideó entonces la creación del sistema de filiación, deno- 
minado (( Provincia de Buenos Aires w, y sometido el punto 
al gobierno por la policía, el decreto de noviembre 6 de 
1895 (2) declaró oficial dicho sistema. 

¿Qué razones habían aconsejado este súbito abandono de 
un método, universalmente aceptado y alabado, como el ber- 
tülonage ? «La observación diaria y la práctica adquirida en 
años de labor — dice el jefe de aquella oficina (3) — me han 
convencido de que las medidas antropométricas, si bien im- 
portan un progreso plausible realizado, no tienen la eficacia 
que equivocadamente se les atribuye. ¿Qué resultado prácti- 
co puede tener una policía cuando llegue á poseer 200 ó 
300.000 tarjetas antropométricas ? Este número hace impo- 
sible la busca, aunque se le divida y subdivida, además de 
las medidas, según el sexo, color, altura, y demás datos. La 
respuesta, clara y neta, brota categórica : ninguno. La densi- 
dad de las tarjetas hará infructuosa la operación. He tenido 
ocasión de corroborar esta afirmación con numerosos casos 



(1) La provincia está dividida en 4 departamentos judiciales : La Plata, 
Dolores, San Nicolás y Mercedes; en cada uno fué menester instalar un gabi- 
nete antropométrico : las tarjetas, con todos los antecedentes de los operados, 
eran tomadas por duplicado en dichos gabinetes, remitiéndose una de ellas á 
la casa central, y archivándose la otra para el servicio interno del gabinete. 

(2) Siendo gobernador Udaondo y ministro Alsina. El artículo 1* dice, 

« declarar texto oficial la obra Instrucciones generales para el sistema de 

filiación, por el señor Juan Vucetich, debiendo ser aplicada por la policía 

de la provincia, desde el !• de enero de 1896 ». 

(3) Carta al autor : Reoista de Policial IV, 186. 
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concretados, habiendo encontrado en 5000 tarjetas, numerosos 
individuos cuya cabeza, pie, dedo medio, antebrazo y oreja, 
presentaban, bajo el compás del espesor y el corredizo, las 
mismas dimensiones — teniendo en cuenta la aproximación 
tolerada, en ciertos casos, de 1 y 2 milímetros, según Bertil- 
lon, — y, según las anotaciones de las tarjetas, de la misma 
edad, color, etc. Se trataba, sin embargo, de personas 
completamente distintas, física y moralmente... » Y aña- 
de : « adelantándome á la época en que la antropometría 
no pueda desempeñar sino un rol secundario, debido á 
la dificultad de preparación del personal idóneo, he adop- 
tado la filiación basada en caracteres morfológicos». Esta 
última observación es de peso :• en todas partes se ha trope- 
zado con el inconveniente del personal idóneo, dado lo deli- 
cado de las operaciones y mediciones, en los cuales la más 
ligera negligencia inutiliza toda la filiación. Pero ¿es igual- 
mente exacta la crítica á la densidad de los archivos antropo- 
métricos? Precisamente el gran mérito que la comisión 
inglesa de 1893 encontraba al bertülonage no era su parte 
propiamente antropométrica, sino la excelencia de su mé- 
todo de clasificación, que permitía la inmediata compulsa del 
archivo más inmenso : « si pudieran obtenerse medidas inva- 
riables y exactas, entonces, teniendo las medidas de una per- 
sona, la tarjeta conteniendo su nombre y antecedentes podría 
encontrarse, con el sistema Bertillón, tan fácil y rápidamente 
como cualquier palabra que se busque en un diccionario » (1). 
Lo que sí encuentro fundado es la crítica á la poca eficacia de 
las medidas antropométricas : hecho reconocido por todos, y, 
aun cuando á regañadientes, también por el propio Bertillón. 

El nuevo sistema de La Plata ha sido expuesto en las 

(1) Report cit. 
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Instrucciones generales, que llevan ya dos ediciones (1). 
Este sistema, en el fondo, era propiamente el bertillonage^ 
menos la mensuración antropométrica : sebasabaen la descrip- 
ción del color del cutis, pelo, cejas y de las diferentes partes 
de la cara : pero, §obre todo, en una minuciosa reseña de las 

« 

señales particulares, según la parte del cuerpo donde se en- 
contraran; complementando ambas cosas con la fotografía 
judicial. Al final del libro se dedicaba un capítulo especial 
alas impresiones digitales, basado en el sistema de Galton. 
La filiación, pues, se basa en los caracteres morfológicos de 
las distintas regiones exteriores^ señas particulares y cicatri- 
ces del cuerpo humano, reforzadas por las impresiones digita- 
tales (2). Vucetich observa que « la filiación basada sobre las 
infinitas señas particulares tiene, sobre la antropométrica, la 
ventaja de su sencillez y la seguridad de que los datos reco- 
gidos son relativamente inalterables. El hecho es evidente : 
una persona puede tener una cicatriz oblicua, interna ó ex- 
terna, en la región frontal derecha, á tantos centímetros de 
la línea media; y, á tantos otros del arco superciliar, un 
lunar velludo ó papuloso en la misma región, á tantos centí- 
metros de la línea media. Ahora bien : difícilmente se encon- 
trará otro individuo que posea iguales cicatrices é idénticos 
lunares. Por este medio, tan sencillo como eficaz, he logrado 



(1) Instrucciones generales para el sistema de filiación « Prooincia de 
Buenos Aires », por Juan Vucetich, jefe de las oficinas de estadística é 
identificación antropométrica de la policía de la provincia de Buenos Aires. 
Precedidas de una introducción^ por el diputado provincial y ex-secretario 
de la policía de la capital federal, doctor Ernksto J. Weigel Muñoz (La 
Plata, 1886, 1 vol. de XVII, 204 pág. con numerosas láminas). La primera 
edición fué hecha en 1895, y con motivo de ella se suscitó una polémica 
entre el autor y el doctor Agustín J. Drago, que había sido el introductor del 
hertillonage en la Argentina. Conf. La Nación^ números de diciembre 8, 9, 
11 y 18 de 1895. La segunda edición (1896) apareció corregida y aumentada. 

(2) Carta al autor. La Plata^ octubre 10 de 1900. Conf. Reoista de Policía^ 
IV, 185. 
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subsanar las muchas deficiencias de que adolecen las tarjetas 
antropométricas ». Pero todo esto lo observó ya el mismo 
Bertillon : « la filiación por medio de las señales particulares 
tiene por objeto poner fuera de discusión los resultados de 
las otras dos, la antropométrica y la descriptiva » (1). Es, 
pues, la confesión palmaria de que lo importante es la 
filiación por las señales particulares : tan es así que el ber- 
tülonage ha perfeccionado extraordinariamente la manera 
cómo se estudiaban y utilizaban antes aquellas señales, sen- 
tando como principio que « la potencia, como filiación, de una 
señal particular, crece en progresión geométrica según la 
exactitud de su descripción ». 

Concluye, por ultimo, Vucetich : « Hoy, después de 9 
años de estudio y observación prolija, he llegado á la conclu- 
sión de que el dibujo digital es la única y segura fuente donde 
se encontrará la identidad de las personas ». Y añade, repi- 
tiendo las conclusiones de Galton : « Las dimensiones de los 
miembros y del cuerpo se alteran en el curso del crecimiento 
y de la decadencia. El color, cantidad y calidad del cabello ; 
el tinte y calidad de la epidermis; el número y orden de los 
dientes ; la expresión de los rasgos, el gesto y el ademán ; el 
carácter de la letra, hasta el color del iris del ojo, cambian 
después de muchos años; —menos estas diminutas líneas: 
las impresiones digitales... EJ dibujo digital empieza en los 
primeros meses de la vida uterina y sólo se borra en el pro- 
ceso de la putrefacción, cuando la piel se desprende por su 
propia descomposición. ¿Las yemas, al crecer con el resto del 
organismo, producirán alteraciones en sus líneas, y sus pro- 
porciones deberán variar en el estado de obesidad, magrez, 
edad, etc., de modo que puedan alterarse considerablemente 

(1) Bertillon, Instrxictions cit. pág. LXVI. 
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en su largo ó ancho? La contestación es categórica : sus nú- 
cleos, el número de las líneas y otras minuciosidades, perma- 
necen inmutables ». Son éstas, exactamente, las conclusiones 
de la comisión inglesa de 1893 (1). La experiencia, por otra 
parte, ha demostrado la exactitud de esas conclusiones: en 
Inglaterra y en la India funciona el sistema con éxito admi - 
rabie : en la provincia de Buenos Aires sucede lo mismo (2). 

El gran tropiezo del método de Galton estribaba en lo 
limitado de su clasificación, que no le permitía aplicarse á 
colecciones numerosas : él mismo lo reconoció lealmente ante 
la recordada comisión inglesa (3), y^ por ello, aceptó la com- 

(1) Con razón, pues, escribía Galton (carta á J. Vucetich, Lom¿re8, enero 
11 de 1897) : « Es una gran satisfacción saber que allí también se ha com- 
probado que el método de las impresiones digitales es de uso positivo y 
práctico : It ¿s a great saUsJaction to learn that you haoe found the Finger 
Print method to be of reaU practical, seroice. » Cuando se implantó entre 
nosotros ese servicio, en Inglaterra aún se discutía el método del punto de 
vista científico y no se había pensado en comprobarlo por la práctica : ese 
honor corresponde, por entero, á la provincia de Buenos Aires. Los perfec- 
cionamientos que, en la teoría de Galton, ha sugerido aquí la práctica, han 
permitido modificar aquella, simplificándola y resolviendo la dificultad de 
su clasificación : de modo que, hasta cierto punto, puede decirse que el 
actual sistema dactiloscópico es anglo-argentino. 

(2) Conf. el artículo : Los criminales en Buenos Aires. Nueoo sistema de 
identificación. Las impresiones digitales. Bertillon sustituido. Interesantes 
pormenores, publicado en El País (número de junio 15 de 1900). Se citan 
allí numerosos casos prácticos que confirman la bondad del sistema. 

(3) Los experimentos de Galton fueron hechos sobre dos colecciones 
particulares de impresiones digitales : una de 300 y otra de 2632 fichas. « La 
eficacia de una clasificación depende de poder subdividir, con el máximum 
de exactitud y el mínimo de trabajo, una colección de fichas en grupos, el 
mayor de los cuales sea fácilmente manejable, de modo que, cuando se 
designe un grupo en el cual tenga que hallarse la ficha buscada (si es que 
existe) se la encuentre rápidamente. » Para ello consideraba que, dada la 
peculiaridad de su sistema, que exige revisar las fichas con la ayuda de una 
lente, el último grupo no debía exceder de 10 fichas, para llenar aquella 
condición : en cuyo caso, la rebusca sólo dura 1 V» minutos. Conf. Finger 
print directories cit.,pág. 52. 
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binación de su sistema con el bertillonage; éste, corao reu- 
nión de datos generales y de clasificación insuperable, aquél, 
como último é infalible control al llegar á la extrema subdi- 
visión de las respectivas colecciones. Pero, dos años des- 
pués (1), sus estudios le permitieron encontrar una solución 
más aceptable, que ensanchaba su clasificación y simplificaba 
sus anotaciones. 

Pues bien : precisamente lo interesante en los trabajos de 
Vucetich, es que éste, asi que leyó el primer trabajo de Gal- 
ton (2) en 1891 — casi á raíz de la instalación del servicio 
antropométrico — resolvió probar el nuevo método. « Los 
informes de Galton eran muy deficientes; pero la idea 
claramente interpretada sirvió de base para realizar tan 
prolijas experiencias que, al poco tiempo, en la oficina 
antropométrica de La Plata y sus reparticiones de Dolores, 

San Nicolás y Mercedes, la identificación por la esquema de 
los dedos sustituía casi por completo á las mediciones cra- 
neanas de Bertillon; y cuando en 1894 la policía inglesa adop- 
taba oficialmente el sistema Galton, en la de la provincia de 
Buenos Aires se habían anotado incontestables éxitos, y ha- 
cia lo menos dos años que estaba incorporado á la institución 
policial» (3). Y hoy afirma Vucetich (4): «El secreto del 
éxito alcanzado estriba únicamente en la estricta clasificación 
de las tarjetas (5) : si ésta no se efectúa con exactitud y se 

(1) En 1895 : Fingen print dlrectories, op. cit. 

(2) Identification by fmgerprints publicado en la revista Nineteenth Cen- 
tury (agosto 1891). Propiamente es el cuarto trabajo que sobre la materia 
había publicado Galton : conf. Fingerprints^ pág. 3. 

(3) Conf. art. El Pais (junio 15 de 1900). 

(4) Carta cit. Reoista de Policía, IV, 185. 

(5) La base de esta es la misma de Galton á saber, que « todos los dibujos 
concebibles de las yemas de los dedos se pueden encerrar en cuatro conforma- 
ciones fundamentales». He aquí cómo Vucetich ha sintetizado esa fórmula 
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inscribe una tarjeta con distinta serie y sección, de la que 
corresponde, el resultado tiene que ser negativo. He conse- 
guido, después de mucha labor y constancia, vencer esta 
dificultad )) (1). Esta es una gran ventaja para nuestro pais : en- 
contrar una solución que aún se busca en Europa, y compro- 
bar en la práctica su bondad (2). 

eo su memoria leida ante el congreso latino americano en Montevideo (conf . 
Reoista de PoUcia, La Plata, I, n" 21): «A simple vista puede todo el 
mundo darse cuenta de que, en la yema de los dedos, existe á un solo lado, 
ya sea el interno ó externo, ó en ambos, un pequeño triángulo ó delta donde 
se bifurcan las líneas que han de formar el dibujo. Puede observarse 
también que, en algunos dedos, no existen esos deltas y que el dibujo está 
compuesto de simples arcos. Pues bien : los 4 grupos de referencia se 
determinan por la existencia ó no existencia de esos deltas. El V lo forman 
las impresiones que carecen de deltas: se denomina arcos. El 2° contiene 
un solo delta, cuyas lineas se dirigen hacia el lado interno, ó sea, hacia la 
izquierda de la persona que lo estudie : se llama presilla interna. El 3" lo 
constituye también un solo delta, cuyas líneas se dirigen al lado externo, ó 
sea, hacia la derecha : es la presilla easterna. El 4* la forman aquellos 
dedos que tienen los deltas y entre cuyas líneas directrices se encierran 
dibujos muy variados : se denomina oerticilo. El orden establecido no es 
anatómico, es decir, basado exclusivamente en los límites radial y ulmar, 
sino que es sugerido por la conveniencia de las clasificaciones, la fácil 
lectura y la mayor rapidez de las comparaciones en la identificación de 
una persona, imagínense todos los dibujos que se quiera, y se oerá que es 
imposible encontrar uno que no tenga cabida en las 4 clasificaciones. » 

(1) Efectivamente, en el libro en prensa : Estudios sobre impresiones di- 
gitales, acompaña Vucetich cuadros demostrativos de 16 series con las 
secciones respectivas, conteniendo cada línea horizontal déla columna « sub- 
divisiones », las 16 combinaciones que figuran en cada grupo, y cuya dis- 
posición es invariable para todas las 1024 series. Todavía esta progresión es 
suceptible de nuevas subdivisiones en 16 compartimentos : de modo que, 
en la práctica, la clasificación llena cumplidamente la regla de Galton : di- 
fícilmente la última subdivisión podrá contener más de 10 fichas. Al mismo 
tiempo, Vucetich ha con.struido casilleros-archivo que responden á su clasifica- 
ción, de modo que, en un espacio limitado, pueda llegar á consultarse una 
colección de 65.536 secciones por casillero. El total general de series es de 1024, 
y el de secciones es de 1.048.576... Cada casillero-armario se divide en 160 casi- 
llas, teniendo éstos 9 centímetros de diámetro longitudinal, 11 de diámetro 
transversal y 22 de profundidad. El espacio ocupado es, pues, insignifi- 
cante. 

(2) En el deseo de que la diferencia entre los métodos de Galton y de 
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He examinado personalmente el funcionamiento de lanue- 



VúcBTiCH resaltara en sus rasgos proemÍDentes, Solicité de este último una 
brevísima síntesis comparativa ; de esta manera la exposición resultará au- 
téntica, además de su mérito como inédita. 

He aquí lo que dice Vucetich : 

« Mr. Galton aconseja, en la comunicación que hizo al congreso antropo- 
lógico de Ginebra en el año 1896, una modificación á su método de tomar y 
clasificar las impresiones digitales, dividiéndolas en cuatro tipos fundamen- 
tales, á saber : !• el tipo arco ; 2° el de las líneas dirigidas hacia la región 
ulmar ; 3** el de linead dirigidas hacia la región radial; y 4° el tipo de los 
cerUciloís. A estos tipos los denomina: 1" arco; 2* gancho ulmar; 3" gan- 
cho radial^ y 4* certicilo. 

« Pero dice, en la última parte de su trabajo : « No estoy satisfecho del 
orden que he adoptado hasta la fecha y preferiría ahora leer las impresiones 
en su orden natural, empezando por la del dedo meñique de la mano 
izquierda y terminando por la derecha. Pero este método presenta algunos 
inconvenientes. Se conseguiría, tal vez, arribar á un arreglo en la elección 
del mejor método tal como : 1* mano derecha, del pulgar al meñique ; £• 
mano izquierda, del meñique al pulgar. ¿ Cuál es la anotación más cómoda 
para los títulos? Las letras A, R, U, W, no son muy claras para las dife- 
rentes combinaciones en las series de 10 letras Son también bastante fas- 
tidiosas para escribirlas con la claridad necesaria. Prefiero, actualmente, 
usar rasgos firmes y resueltos, como los que se usan en estenografía y que 
tienen alguna similitud con los dibujos que representan, á saber : un acento 
circonflejo *, un acento agudo ', un acento grave ' y un pequeño círculo ** ». 

« El sistema dactiloscópico, en cambio, se explica así : Las 4 figuras 
de Galton están representadas por las letras y números siguientes; Ar- 
co = A ó = 1 ; Presilla interna = I ó = 2, Presilla externa = E ó = 3, Ver- 
ticilo = V ó = 4. Se llega al siguiente resultado. 

« Las letras están destinadas exclusivamente á los pulgares, y los números 
á los demás dedos. Las primeras determinan en el pulgar derecho la serie^ 
y en el izquierdo la sección. Ahora bien : las letras A, I, E, V, forman lo 
que denomino .fundamental^ es decir, el pulgar derecho; y los números 
correspondientes á los demás dedos de la misma mano, la dicisión; y re- 
sulta, por consecuencia, de la combinación de ambas lo que llamo serie, 

« En la mano izquierda, el pulgar se clasifica también con una de las 4 
letras A, I, E, V, y es llamada subclasificación, en tanto que los demás 
dedos de la misma mano constituye la subdioisión. El resultado de las dos 
forma la sección. Las fundamentales A, I, E, V, que forman la serie, con 
los números 1, 2, 3, 4, se dividen en 4 grandes grupos. Cada uno de estos 
grupos A, I, E, V, con la permutación de los números 1, 2, 3, 4, da 256 se- 
ries principales. De modo que los cuatro grupos proporcionan 256 X 4= 1024 
series. Después, con la permutación de las letras A, I, E, V, que forman la 
subclasi/icación, y los números 1, 2, 3, 4, que forman la subdioisión, se 
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va clasificación, y creo resuelto en la práctica el problema 
teórico (1). Pero, siendo ésta una cuestión técnica que perte- 

obtíenen para cada serie 1024 secciones, que multiplicadas por 1024 series 
arrojan 1.048.576 secciones. Esta descripción, en resumen, tal vez no tenga 
la claridad suficiente para que sea de fácil lectura, pero me obliga á ello la 
poca extensión dedicada á un asunto tan extenso. He hecho una compara- 
ción rápida y gráfica. » 

(1) La importancia de la oficina de identificación de la provincia de 
Buenos Aires, que es una institución modelo por su organización y funcio- 
namiento, está demostrada por los resultados de sus estadísticas. Tres son 
las épocas en que puede devidirse : aj la de las mediciones antropométricas, 
ó sea el bertillonage, como sistema predominante ; b) la de las filiaciones 
morfológicas, ó sea el sistema llamado « provincia de Buenos Aires » ; c) la 
de las impresiones digitales, ó sea, sistema dactiloscópico. Estos tres siste- 
mas se han aplicado, en cierto momento, conjuntamente : hoy, el bertillo- 
nage constituye una excepción cada vez más rara; las filiaciones morfoló- 
gicas han quedado como planillas corrientes de registro, para formar el 
archivo común ; y son las impresiones digitales las que sirven exclusiva- 
mente y en todos los casos. 

A. El cuadro siguiente se refiere á las mediciones antropométricas : 

Centro 
(La Plata) 

1891 638 

1892 689 

1893 1124 

1894 439 

1895 460 

1896 43 

1897 24 

1898 23 

1899 44 

1900 33 

De ese cuadro resulta que el número de fichas antropométricas existentes 
en el archivo, es el de 5538. 

B. Las planillas de filiación, según el sistema de las señales morfológicas, 
arrojan las siguientes cifras : 

a) En el departamento del centro, ó sea en La Plata, 

Planillas 

1896 2315 

1897 1755 

1898 1648 

1899 1723 

1900 1855 



Norte 


Oeste 


Sad 


(San Nicolás) 


(Mercedes) 


(Doloies) 


129 


— 


— 


90 


192 


— 


— 


156 


369 


— 


— 


90 


— 


68 


56 


— 


123 


142 


— 


108 


156 


93 


133 


31 


6 


40 


36 


— . 


3 


— 
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nece á la reglameatación del servicio, no creo deber explicar 
aquí en detalle en qué consiste ni cuáles son las bases de la 
clasificación. 

h) En los otros departamentos judiciales, los totales referentes á la misma 
época, á sea 1896 á 1890, son : 

Norte : San Nicolás 1134 

Oeste : Mercedes 1061 

Sud : Dolores 1255 

Es decir que existen hoy, en su archivo, 12746 planillas de filiación ; de 
las que 9296 corresponden á la oficina central (La Plata) y las 3450 restantes 
á las tres sucursales (San Nicolás, Mercedes y Dolores). 

C. Las impresiones digitales, según el sistema dactiloscópico, simplificado 
y perfeccionado por Vucetich, dan los siguientes guarismos : 

a) En el departamento del centro (La Plata): 

Fichas 

1891 409 

1892 690 

1893 2661 

1894 803 

1895 658 

1896 610 

1897 1755 

1898 1648 

1899 1723 

1900 1855 

b) En los otros departamentos : años 1891 á 1900 : 

Norte (San Nicolás) 1432 

Oeste (Mercedes) 1832 

Sud (Dolores) 2205 

Es decir, 18281 fichas digitales ; de las que corresponden : 12812 á la ofi- 
cina central, y 5469 á las sucursales. 

Resumiendo estos totales, resulta que el archivo de identificaciones de la 
oficina de La Plata, demuestra que hoy puede temerse un « registro civil » 
de la delincuencia en la provincia, pues en los 10 años que lleva de exis- 
tencia aquella institución se han reunido : 

Identificaciones 

a) Fichas antropométricas 5538 

b) Planillas morfológicas 12746 

c) Fichas digitales 18281 

pero, como hay muchas duplicadas, por la aplicación simultánea de los dos 
sistemas de identificación, el total de éstas- no es más que de 18.284. Además. 
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Encuentro, pues, perfectamente lógico el voto del reciente 
congreso latino-americano, al oir la lectura de una memoria 

debe observarse que la oficina de La Plata es utilizada desde 1896 por el 
gobierno de la provincia para identificar á los conscriptos ; y que la policía, 
á su vez, hace identificar á los contraventores. No ha sido posible, por ello, 
obtener una cifra exclusivamente referente á los delincuentes, pero es por 
de pronto indudable que esa cifra es inferior al total de 18.284, .y muy pro- 
bablemente es menor que la mitad, por cuanto los contraventores son, por lo 
general, más numerosos que los reincidentes; bastará este ejemplo : en 1896 
figuran 2315 planillas de filiación y sólo 610 impresiones digitales; la dife- 
rencia de 1662 planillas se explica porque ese año no fueron identificados 
ni los conscriptos ni los contraventores. 

Tomando el término medio de 9000 fichas, como cifra relativa á procesa- 
dos, es interesante conocer la proporción de delincuentes reincidentes. 
Estas pueden dividirse en dos grupos : el de los reincidentes que recono- 
cieron de plano sus antecedentes, revelando sus nombres verdaderos ; y el 
de los que dieron nombres supuestos, negando enérgicamente tener antece- 
dentes. Respecto de estas cifras de reincidencia, sólo se computan los datos 
de la oficina central, pues en ella es que se verifican las fichas y se controlan 
con las existentes en el archivo. 

Así, en el primer grupo, ó sea el de los reincidentes confesos, el número 
de fichas es de 2427, á saber : 

1896 240 

1897 494 

1898 465 

1899 570 

1900 658 

En el segundo grupo, ó sea, el de los recalcitrantes, se descubrieron sólo 
50 reincidencias, á saber : . 

1896 10 

1897 11 

1898 8 

1899 13 

1900 8 

Llama profundamente la atención esta cifra de 50 reincideutes descubiertos 
en 10 años y con 9000 identificaciones próximamente. Es una proporción tan 
exigua que preocupa : mientras tanto, en la capital, durante el mismo perío- 
do de tiempo, y con sólo 14.013 identificaciones, se han descubierto 2460 
reincidencias. ¿ Cómo explicar estas desproporciones verdaderamente inex- 
plicables? Cierto es que la criminalidad de la provincia de Buenos Aires es 
más primeriza, dada la composición de sus habitantes; y que la inversa es 
exacta en la capital federal, por la accesión de los delincuentes extranj^os. 
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sobre el sistema daciloscópico, declarando que el método 
perfeccionado por Vucetich satisfacía todas las exigencias (1). 
Por otra parte, el sistema dactiloscópico tiene la insuperable 
ventaja de no exigir el menor aprendizaje de parte de los que lo 
emplean, siendo de una sencillez extraordinaria la manera de 
tomar las impresiones digitales (2). La interpretación de las 

que DO pocas veces remiten las policías europeas disírazáadolos de emigran- 
tes... Pero la cifra de la reincidencia en la capital, espanta; mientras que la 
de la provincia, asombra. Quizá influya en ésta, que, dada la clase de delin- 
cuentes, éstos, con la experiencia adquirida de los 10 años de funciona- 
miento del servicio de identificación, se convencen de la inutilidad de 
fingir y prefieren confesar de plano sus antecedentes. Debo sí declarar 
que me ha tocado presenciar la identificación dactiloscópica de 7 procesa- 
dos : á ninguno se le pregunta su nombre, pero sí respecto de sus ante- 
cedentes : tres declararon en el acto, y cuatro afirmaron ser esa su primera 
entrada ; resultó incontinenti que dos eran «veteranos» y, al oiría relación 
de sus antecedentes, confesaron que eran exactos. 

(1) He aquí el texto de las resoluciones votadas : « 1° la sección de cien- 
cias sociales del segundo congreso latino americano ha oído complacida la 
exposición del señor Vucetich, y declara que la dactiloscopia, obedeciendo 
á la clave ideada por aquel congresal, es un complemento útil para la iden- 
tificación de las personas y sumamente práctica para la identificación délos 
cadáveres ; 2* para que las nacioneí» americanas íbero-latinas internaciona- 
licen el servicio de identificación de personas, se crea una comisión de de- 
legados de sus respectivos gobiernos, que estudie el procedimiento que me- 
jor armonice las exigencias de la identificación científica con las necesida- 
des locales de su criminalidad respectiva y la aptitud de sus servicios 
policiales.» Conf. Recista de Policía (La Plata, I, 304). 

(2) El empleado más inferior de cualquier policía'rural podría practicarlo, 
y con mayor razón en el asiento de un tribunal : todo consiste en pasar tinta 
de imprenta con un rodillo sobre una planchuela de zinc, impregnar en 
aquella las yemas de los dedos de ambas manos, y estamparlas en las tarje- 
tas preparadas, las que se colocan sobre un madero con las correspondientes 
ranuras talladas proporcionalmente al ancho de los dedos. Obteni'ia la im- 
presión por duplicado, — nada más tiene que hacer sino enviar una de las 
fichas á la oficina central, donde la interpretan, identifican y clasifican. Tal 
sucede en la provincia de Buenos Aires : en el asiento de los tribunales de 
los diversos departamentos judiciales, esto es, en Dolores, Mercedes y San 
Nicolás, hay un empleado que se ocupa de eso ; las fichas se concentran en 
la oficina de La Plata, y ésta, en caso de encontrar antecedentes, informa en 
el acto á la jefatura de policía, la que comunica esos datos al juez de la 
causa. De esa manera, las respectivas alcaidías quedan reducidas al papel 
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mismas y su clasificación en los archivos, debe ser hecha por 
los empleados de éstos, que ya tienen la competencia necesa- 
ria: tal fué igualmente el procedimiento que aconsejó Galton 
á la comisión inglesa de 1893. No hay, pues, margen de tole- 
rancia ni error posible : toda impresión digital, repetida el 
numero de veces que se quiera, sale matemáticamente idén- 
tica. 

Fuera de la provincia de Buenos Aires, el resto de la repú- 
blica está aún entregado al sistema rutinero de la filiación 
antigua: todo está, pues, por hacerse. ¿Qué conviene entonces 
aconsejar : el bercülonage, con sus costosas instalaciones, su 
numeroso personal bien retribuido y práctico, y sus procedi- 
mientos delicados; ó el sistema dactiloscópico, sin gastos, 
sin personal especial, y funcionando con una sencillez bíbli- 
ca? Dada la condición de las diversas provincias, el número 
de sus policías en poblaciones mediterráneas y pequeñas, y 
el numeroso personal que tendría que tomar, de primera ma- 
no, la filiación de cada detenido, el sistema dactiloscópico es 
el único que puede ser aplicado sin trabajo, sin riesgo, sin 
aprendizaje, — y con éxito (1). 

secundario que les corresponde en materia de identificación, y no existe 
sino un solo informe, pudiendo saber el juez con seguridad que, en todo el 
territorio provincial, no existen otros antecedentes respecto del procesado. 
Y como el archivo de la oficina tiene ya más de 10 años, sus informes son 
cada día más y más fidedignos ; pocas reincidencias, relativas á delitos de 
fecha anterior, podrán escapar á la rebusca. La oficina de La Plata forma, 
además, planilla por separado para cada identificado, y allí le lleva su cuenta 
corriente, como si fuera una libreta del registro civil. Dado ese orden, no ha 
habido tropiezo con los jueces ó fiscales. Y, gracias á la infalibilidad de la 
comprobación dactiloscópica, se ha podido prescindir de los retratos, como 
documento indispensable, limitándose á emplearlo sólo cuando lo ordenan 
los jueces. No hay ejemplo, tampoco, de que procesado alguno haya hecho la 
menor resistencia á someterse al sencillísimo procedimiento de las impre- 
siones digitales. 

(1) La identificación por las impresiones digitales tiene, además de la ra- 
pidez de la operación, la ventaja de que no obliga al procesado á desnudarse. 
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De ahí que, en la república, no convenga adoptar otro 
sistema : pueden instalarse oficinas antropométricas en 
las grandes ciudades, para tener filiaciones parlantes más 
completas, y para servir á los fines de las policias locales, 
que necesitan conocer el « estado civil » de todos los que 
caen dentro de su radio de acción ; pero, del punto de vista 
judicial estricto — á los efectos de la comprobación de la 
reincidencia — la clase de la identificación debe ser el siste • 
ma dactiloscópico, que puede aplicarse hasta en el último 
rincón y por el último funcionario, sin exigir instalaciones 
costosas, ni personal idóneo, ni gastos de especie alguna (1). 



§ 3 jg^U. '^f¡^ 

Solución aconsejada 

La exposición precedente deja, pues, en claro cuál es la 
solución, que, en mi concepto, resuelve el problema de la com- 
probación de la reincidencia en la República Argentina: es- 
triba en la creación del archivo criminal de reincidentes, con 
carácter nacional, y por medio de una ley. 

Las bases de ésta serian las sisruientes : 



operación siempre incómoda y resistida, cuando no desagradable para todos, 
y que precisamente dificulta más su aplicación á las delincuentes mujeres , 
por razones de pudor elemental, lo que hace que sean poquísimas las muje- 
res identificadas por el sistema antropométrico. La observación no es baladí : 
toda la argumentación efectista del oejamen estriba en la desnudada ; supri- 
mida ésta, cesará lodo sentimentalismo al respecto. 

(1) Una de las ventajas — y no pequeña — que se obtendría, es facilitar 
el intercambio internacional de filiaciones con el menor gasto ; hoy las po- 
licías de Europa (la de Viena, p. e.) ha adoptado el sistema dactiloscópico 
en sus relaciones con la policía de la provincia de Buenos Aires, y solicita 
informes remitiendo sencillamente la tira de papel que contiene las impre- 
siones digitales. 
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1° Créase en la capital de la república, y como dependen- 
cia del ministerio de justicia, el archivo criminal de rein- 

i 

cidentes, con el objeto de hacer efectiva la unidad territorial 
de la legislación penal relativa á la reincidencia. 

2^ Todo tribunal ó juez, de cualquier jurisdicción que fue- 
re, y que, aplicando el Código Penal, dictare sentencia con- 
denatoria definitiva — fuera ésta consentida ó, en cualquier 
forma, pasara en autoridad de cosa juzgada, — remitirá in- 
mediatamente al archivo criminal una copia testimoniada de 
hi sentencia dictada ; 

3"* En cualquier proceso en que fuere menester aplicar el 
Código Penal, los jueces respectivos solicitarán del archivo 
criminal informes sobre los antecedentes del reo, antes de 
dictar sentencia definitiva ; 

4° El archivo criminal remitirá sin demora dichos ante- 
cedentes al juez'oficiante : pero limitándose á especificar lu- 
gar, fecha y juez de la sentencia, clase de delito y tiempo ó 
monto de la pena. Si no hubiera antecedentes, asi lo hará 

saber ; 

5° Los informes á que se refieren los artículos anteriores 
serán recibidos y expedidos en forma de correspondencia cer- 
tificada, á fin de que conste fecha cierta en cada caso. Si el 
archivo criminal no evacuara el informe solicitado dentro de 
las 48 horas, sufrirá el director del mismo una pena pecu- 
niaria de diez (10) pesos por cada vez. Si á las 48 horas de 
llegado el correo de retorno al lugar del juzgado, no se hu- 
biere recibido el informe solicitado, la sentencia se dictará 
prescindiendo de aquél, de modo que en caso alguno pueda 
sufrir demora por la negligencia eventual del archivo cri- 
minal ; 

&" Las leyes procesales locales establecerán la fuerza pro- 
batoria que debe asignarse á tales informes, para lo cual 

el P. E. invitará sin demora á los respectivos- gobiernos, 

11 
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á fin de que dicten las disposiciones necesarias con el 
objeto de armonizar aquellas leyes con la presente, que se 
considera incorporada al Código Penal. Mientras eso sucede, 
y en el silencio de la ley, los jueces solicitarán, en mérito de 
cada informe, directamente testimonio en forma del juez de 
la sentencia ; 

7° Al remitir los testimonios á que se refiere el articulo 2°, 
los jueces acompañarán, por separado, la filiación del ó de 
los reos, tanto la suministrada por éstos al prestar declara- 
ción indagatoria, como la que provenga délos departamentos 
de policía respectivos. Estas filiaciones, en planilla especial, 
serán formuladas con arreglo al sistema de identificación 
en uso en cada lugar, fuere el del método de Bertillon, el de 
las señales particulares ó el tradicionalmente usado de nom- 
bre, edad, profesión y otros datos similares. Pero, con el 
objeto de facilitar la clasificación é identificación, vendrán 
acompañadas suplementariamente de una ficha conteniendo 
las impresiones digitales de ambas manos de los reos : para 
esto, el archivo criminal enviará oportunamente modelos á 
todas las administraciones de justicia de la república, y las 
instrucciones del caso, á fin de uniformar aquellas fichas; 

8" Las fichas de impresiones digitales serán clasificadas 
en una sección especial, con arreglo al sistema dactiloscópico, 
y servirán asi de índice para completar el archivo de sen- 
tencias; 

9"* Los jueces que soliciten los informes á que se refiere el 
articulo 3° se limitarán á acompañar la ficha de las impresio- 
nes digitales del respectivo procesado. El archivo criminal 
controlará en el acto si existe ya otra igual, y, en este caso, 
remitirá el informe ordenado por el artículo ^ ; 

lO"* Esta ley entrará en vigencia el dia V de enero de 1902 
para recibir los testimonios de sentencias, y el día V de julio 
del mismo año, para los pedidos de informes ; 
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11® El P. E. reglamentará esta ley, dictando las disposi- 
ciones detalladas relativas á organización del archivo, sistema 
de clasificación, y funcionamiento del personal. En el próxi- 
mo proyecto de presupuesto, incluirá la planilla correspon- 
diente para la planteación y marcha del archivo criminal ; 

12" Comuniqúese, etc., debiendo el ministerio de justicia 
hacer llegar, en forma testimoniada y por el conducto corres- 
pondiente, el contenido de esta ley á todas las administra- 
ciones de justicia, encargadas de aplicar la legislación penal 
en todo el territorio de la república. 

Tal es el mecanismo sencillísimo mediante el cual se rea- 
lizaría una de las reformas más trascendentales que el país 
requiere. Como se ve, se deslinda inequívocamente la esfera 
de acción de la justicia criminal y la de las policías : la prime- 
ra está única y exclusivamente interesada en conocer y com- 
probar la reincidencia én cada caso ; las segundas, además de 
eso, necesitan conocer las contravenciones, los procesos 
absueltos ó sobreseídos, las meras entradas en calidad de 
detenido. Por ello cada policía organizará, con la más absoluta 
independencia de esta ley y teniendo sólo en vista las necesi- 
dades internas y peculiares de su servicio, su oficina respec- 
tiva de identificación y su archivo policial, con los anteceden- 
tes de todo género respecto de los que hayan pasado por sus 
registros : todo esto será más ó menos completo, según la 
localidad donde se establezca, pues indudablemente se nece- 
sita una organización de ese género más complicada en una 
ciudad como esta capital, que en un pueblo como Chilecito ó 
Paso de los Libres. Nada tiene que ver la nación con esa 
organización local (1) . 

(1) Esa necesidad ha sido ya sentida en la capital, y precisamente con 
motivo de mi opúsculo La reincidenciay cit., decía la Reoista de Policía, 
IV, 150: «Para salvar las diñcultades con que tropiezan actualmente los 
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Debo observar que mientras el nuevo archivo criminal 
forma sus colecciones, habrá que recurrir supletoriamente 
en c^da causa á -las informaciones actuales, por deficientes 
que sean. No es posible improvisar un archivo semejante, y 

tribunales, bastará con que la jefatura se decida una vez por todas á orga- 
nizar debidamente este servicio de informaciones sobre una base definitiva 
y seria, y ajustándose á un plan general, que es fácil concebir y que no 
ofrecerá seguramente inconvenientes de ejecución. La base de esa reorgani- 
zación es la creación en la policía de un archivo criminal, donde sean con- 
servados con la escrupulosidad debida todos los antecedentes, policiales y 
judiciales, de las personas que han tenido alguna vez algo que hacer con la 
justicia. Todo acusado de la comisión de un delito, haya ó no sido preso, 
condenado ó absuelto. debe tener un lugar especial en los archivos policia- 
les, un legajo que le pertenezca, que esté á su nombre, y donde puedan en- 
contrarse reunidos en cualquier momento todos los datos que se le refieran, 
y que hajan podido recogerse, desde la relación circunstanciada de los he- 
chos en que haya intervenido, como autor ó como cómplice (para lo cual 
podrán servir los partas especíales que elevan los comisarios) hasta su ficha 
antropométrica, su retrato y la resolución final recaída en el respectivo 
proceso. Con estos documentos, reunidos en fogrnaa, se iría haciendo la his- 
toria judicial completa de cada delincuente, lo mismo de los ocasionales que 
de los profesionales, y en todo tiempo las autoridades podrían recurrir sin 
dudas ni vacilaciones á una fuente de información, rica en datos ilustrati- 
vos, documentados, exactos, precisos, y tan preciosos para la investigación 
policial como para la aplicación de la.ley por parte de los jueces del crimen 
ó correccionales. » Y acentuando la tesis, agregaba : « La alcaidía, la oficina 
antropométrica y los archivos criminales (policiales^ mejor sería) deben for- 
mar en nuestra policía una'sola repartición, cuya dirección esté confiada á 
un jefe único, responsable de la marcha de su división. La entrada de pre- 
sos, la vigilancia de los cuadros, la mensuración, la fotografía y el archivo, 
son todas funciones secundarias que deben concurrir como resortes subal- 
ternos á la obra general. Nada de las autonomías actuales, pomposas y exa- 
geradas, que tienden á complicar un mecanismo que es de suyo sencillo, y 
que se entorpecen por exceso de rodajes y por prurito de independencia. 
La situación actual de dos oficinas autónomas destinadas á satisfacer una 
sola exigencia real, como es la de informar sobre los antecedentes judiciales 
de los presuntos delincuentes, llega en ocasiones á los límites de lo ridículo, 
pues no puede calificarse de otra manera el caso, ya ocurrido (y archi repe- 
tido^ pudo agregarse) de que dos informes producidos por una y otra oficina 
sobre el mismo individuo, difieran entre sí de una manera tan fundamental, 
que, mientras la alcaidía aseguraba que el sujeto en cuestión no era un rein- 
cidente, la antropométrica le anotaba en su foja de servicios 4 entradas y 2 
condenas...» 
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su formación es cuestión de tiempo. Puede decirse que, para 
que haga innecesaria toda otra información, deberá el archivo 
tener como existencia el período medio de la vida humana, 
es decir, que desaparezca la actual generación. Pero desde 
ahora, registrándose escrupulosamente las condenaciones de 
los delincuentes desde la más tierna edad, estos tendrán, con 
el andar de los años, su « estado civil » completo. 

No hay medio de. evitar esa forzada deficiencia del nbevo 
archivo : en todos los países donde institución parecida fun- 
ciona, ha sucedido y sucede otro tanto. Ese vacío no puede 
ser llenado ni siquiera con el trabajo extraordinario de trans- 
cripción de antecedentes de procesados, sea que existan en 
oficinas policiales ó sea que se busquen en los archivos de los 
tribunales : la vaguedad de las filiaciones inutilizaría preci- 
samente ese esfuerzo. 

Sin embargo, á medida que vayan siendo identificados los 
reincidentes, podrán y deberán ser solicitados los anteceden- 
tes correlativos, anteiiores á la fundación del archivo crimi- 
nal^ para incorporarlos al legajo respectivo. De esta manera, 
merced á un trabajo paciente y á una constante atención, 
podrá el archivo, antes de pocos años, ofrecer discretamente 
el máximum de elementos utilizables para determinar la 
reincidencia. • 

Lo que la nación debe buscar es la efectividad de la unidad 
territorial de su legislación penal : esto se ha logrado en su ma- 
yor parte, menos en lo relativo á la reincidencia, precisa- 
mente por la imposibilidad material de su comprobación. No 
era posible librar exhorto á todos los tribunales del país para 
saber si tal procesado había sufrido allí condena; ni semejan- 
te circular habría podido ser eficazmente contestada, dada la 
manera primitiva con que se registran las respectivas filiacio- 
nes. De ahí que cada tribunal aplique la reincidencia dentro 
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de la jurisdicción local á que pertenece, y aún frecuentemente 
con relación exclusiva á su propio tribunal. Esta situación es 
absolutamente intolerable y violatoria de la prescripción de 
la Constitución, que impone imperativamente la unidad terri- 
torial como base fundamental de la legislación represiva. 

Existiendo un archivo criminal central, á él se enviarán y 
á él se pedirán, todos los datos relativos á penados (1). De esa 
manera, por vez primera, será una verdad que en todo el te- 
rritorio de la república la ley penal es una, y que la reinci- 
dencia se aplica y computa en todas las partes del país con 
arreglo á un único criterio (2). 

(1) Precisamente, es éste el carácter típico de la ley argentina propuesta : 
en otros países, archivos análogos tienen un fin distinto, abarcando no sólo 
las condenaciones para uso exclusivo de la justicia, sino todos los antece- 
dentes judiciales ó policiales de los inscriptos, á los efectos de la seguridad 
pública y como medida gubernamental. Así, la ley francesa de agosto 5 de 
1899 sobre el casier judiciaire abarca todo, hasta las decisiones disciplinarias 
administrativas, y tiene tres tipos de papeletas : uno, íntegro, reservado ; otro, 
comunicable á todas las autoridades de cualquier género que lo soliciten ; 
otro, depurado, para salvaguardia del interesado. El decreto de diciembre 12 
de 1899 reglamenta ese servicio. La ley de julio 11 de 1900 modificó sólo en 
parte esa organización. Ese archico criminal tiene, pues, otro objeto que el 
nuestro : no es más que la continuación del « registro 600 », como se le lla- 
maba antes en Francia (por cuanto los testimonios de sentencia se expedían 
con arreglo al artículo 600 del Código de Procedimientos) y que el ministro 
Rouher transformó en el actual Casier judiciaire^ por circular de noviembre 
6 de 1850 : se permitía á todo el mundo pedir copia de las planillas... La cir- 
cular Dufaure, de diciembre 6 de 1876, puso coto á ese abuso, pues un con- 
denado resultaba un paria con semejante régimen. 

Como se ve, la legislación francesa no puede servirnos de modelo. La nueva 
ley argentina será, pues, adaptada á nuestras necesidades y respetuosa del 
liberalismo de la Constitución Nacional : por su aplicación conjunta de la 
identificación científica, será la primer ley que, en todo el mundo, se haya 
ocupado del asunto y lo haya resuelto. 

(2) 4 Sería posible encontrar una sanción que garantice la observancia de 
esta ley, independizándola de la negligencia posible de los actuarios ó de la 
diversidad de opiniones, al respecto, de los jueces ? Desde el momento que 
el artículo 100 de la Constitución Nacional establece que corresponde á la 
Corte Suprema « el conocimiento y decisión de todas las causas que versan 
sobre puntos regidos por la Constitución y por las leyes de la nación »; y 
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No se me escapa que podría quizá objetarse á esta ley que 
invade las autonomías provinciales, por cuanto reglamenta 
un trámite del procedimiento, siendo así que éste, como toda 
ley adjetiva, corresponde á la jurisdicción de los estados, 
mientras que la nación sólo puede dictar leyes de carácter 
sustantivo. El argumento es más especioso que real : no se 
trata de una ley de forma, sino de fondo ; no se extralimita 
interviniendo en la substanciación de los procesos, sino que 
exige la comprobación de la reincidencia, que es una disposi- 
ción del Código Penal. Es una ley simplemente reglamenta- 
ria de este Código, y que debe ser considerada como un 
complemento del mismo ; como la ley de matrimonio civil, 
malgrado sus disposiciones relativas á los encargados de las 
oficinas provinciales de registro civil, es sencillamente una 
ley complementaria del Código Civil. Esta última ley esta- 
blece una reglamentación prolija^ hasta del contenido de las 
actas, de los registros civiles; y ninguna autonomía provincial 
ha considerado que eso implicaba una invasión de sus atri- 
buciones ó de sus fueros, porque en su esencia era tan sólo 
un medio de hacer práctica una legislación puramente nacio- 

que el artículo 101 dispone que, en tales casos, « la Corte Suprema ejer- 
cerá su jurisdicción por apelación » ; es indudable que, siendo la ley de 
comprobación de reincidencias una disposición esencial para cumplir la 
prescripción constitucional del inciso 11, artículo 67, y por lo tanto « ley 
suprema de la nación», como lo dice el artículo 31, hay que establecer 
aquella apelación para que su vigencia no dependa de la buena voluntad ó 
diligencia de los diversos funcionarios, tanto más cuanto que se trata de una 
garantía para los habitantes del país, á fin de asegurarles que no podrán ser 
jamás víctimas de informes equivocados, basados en filiaciones deficientes. 
Pero, como esa solución podría prestarse á controversia, á pesar del pre- 
cedente de otras leyes nacionales, por cuya falta de aplicación llega á cono- 
cer la justicia federal en ciertas causas de legislación común; dada, además, 
la jurisprudencia negativa de aquel alto tribunal respecto de toda causa en 
que se aplique el Código Penal, preferible es omitir toda sanción y dejar sólo 
la implícita de toda ley : la nulidad del fallo que prescinde de ella, y que 
cualquier interesado impetrará dentro de las respectivas jurisdicciones loca- 
les. 
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nal. Mas aún : las disposiciones del Código de Comercio, en 
lo relativo á las quiebras (libro IV), invaden aparentemente 
las jurisdicciones locales^ desde que fijan reglas de procedi- 
mientos. ¿Ha sostenido alguien que esa ley sea inconstitucio- 
nal? Por el contrario, la Constitución cabalmente prescribe 
la sanción de una ley de bancarrotas. 

Por otra parte, el socorrido principio de la división de la le- 
gislación, en países de régimen federal de gobierno, en leyes 
sustantivas y adjetivas, es asunto que los mismos constitucio- 
nalistas encaran con criterio vario : el texto nuestro, ó sea el 
inciso 11, artículo 67, faculta al Congreso para a dictar los có- 
digos civil, comercial, penal y de minería, sin que tales códigos 
alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplica- 
ción á los tribunales federales ó provinciales, según que las 
cosas ó las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdiccio- 
nes». Desde luego ¿en qué parte de la Constitución se reserva 
á las provincias el derecho de dictar exclusivamente su legis- 
lación procesal? En ninguno. Por el contrario, se establece 
que la nación dictará la legislación civil, penal, etc., y están 
sólo su APLICACIÓN lo quc se reserva á las jurisdicciones 
provinciales : de ahí que las leyes nacionales, de fondo ó de 
forma, siempre que ésta tienda á salvaguardar la esencia mis- 
ma de la ley, deban ser aplicadas por los tribunales locales : 
en el silencio de la ley nacional (sea de fondo ó de forma) in- 
terviene la ley provincial, y el artículo 108 así lo reconoce im- 
plícitamente, al prohibir á las provincias « dictar los códigos 
civil, comercial, etc., después que el Congreso los haya 
sancionado ». Y no es esto sólo : cuando el Congreso, al 
dictar una ley de fondo, intioduce disposiciones de forma 
tendentes á asegurar la aplicación de aquella, las jurisdic- 
ciones provinciales aplican esas reglas de procedimientos. 
Así, la ley del sistema métrico decimal obliga á los funciona- 
rios de provincia, inclusive jueces, á no « expedir ni admitir 
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documentos en que los pesos y medidas no estén arreglados 
al mismo sistema » ; obligación que se hace extensiva álos es- 
cribanos de registros, y quQ tiene como sanción penalidades 
especiales que son aplicadas por la justicia federal. La ley de 
extinción de la langosta trae disposiciones similares, y las 
penas pecuniarias impuestas por los funcionarios locales son 
apelables ante la justicia federal. La ley de policía sanitaria, 
igualmente, bontiene una serie de reglas de procedimiento. En 
general : puede decirse que, en los últimos 10 años, la ten- 
dencia nacional argentina es á establecer la unidad territorial 
de la legislación en todos sus ramos. Una cosa es dictar la 
legislación, y otra el aplicarla : aquella, sea de fondo ó de for- 
ma, debe ser nacional, ésta es siempre local; y las jurisdic- 
ciones provinciales, en todo lo relativo á la legislación ordi- 
naria ó común, serán siempre las competentes, pero úni- 
camente para aplicar la ley sancionada ; pudiendo sólo regla- 
mentar su aplicación, estableciendo los procedimientos del 
caso, cuando la ley nacional guarde silencio. 

En el caso actual, el proyecto de ley propuesto para la 
comprobación déla reincidencia establece trámites determi- 
nados, que son esenciales, y sin cuya observancia desaparece- 
ría la economía de la ley : á las jurisdicciones locales corres- 
ponderá su aplicación, y, como aquellos trámites modifican 
parcialmente la legislación procesal común que, en el silen- 
cio de los códigos nacionales, han dictado las provincias, se 
hace necesario armonizar estas leyes provinciales con la na- 
cional, sin perjuicio de que, por el hecho de dictarse esta, que- 
dan ya virtualmente modificadas aquéllas : el informe previo 
que se establece no es, pues, una intromisión en funciones 
locales, sino la manera de llevar á la práctica una disposición 
netamente nacional, como es la reincidencia legislada en el 
Código Penal 
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Estando en discusión en el H. Congreso las reformas 
al Código Penal, no he creido deber insistir respecto de 
la naturaleza y alcance de la reincidencia, concretándome á 
indicar en las bases anteriores la referencia á las disposiciones 
actuales. Pero sería verdaderamente de desear que los incisos 
19 y 20 del artículo 84 de aquel Código fueran reemplazados 
por uno solo, que aclare el concepto de la reincidencia (1). 

También es de urgencia absoluta armonizar la legisla- 
ción penal de las leyes federales de 1863, con la común del 
Código, de manera á establecer la unidad penal, haciendo 
desaparecer la chocante disparidad de castigos para un mismo 
delito (2). Si, por i'azón de la calidad de las personas, se con- 
sidera necesario establecer una agravación, puede hacerse 
esto con penas supletorias ó accesorias . Lo mismo sucede con 
la legislación penal militar y naval : la agravación del casti- 
go, por el carácter del delincuente, es una modalidad tempo- 
raria del hecho y que se refiere sólo al accidente de encon- 
trarse aquél bajo las banderas y sometido á las ordenanzas 
del ramo ; pero, á los efectos de la reincidencia, en procesos 
posteriores, es indudable que sólo se computará la penalidad 
común correspondiente á la naturaleza del delito. 

(1) 4 No podría además introducirse en la reforma del Código, que discute 
el H. Congreso, como complemento de los incisos 19 y 20, artículo 84, esta 
frase : « comprobada con arreglo á las disposiciones de la ley de la materia»? 
Si tal se hiciera, se facilitaría grandemente la aplicación del presente pro- 
yecto de ley. 

(2) Si se decretara la reforma de las leyes de 1863 en el sentido de que 
la pena de los delitos allí enumerados, sea la establecida por el Código 
Penal, pero aplicada por los tribunales federales en razón del fuero, se habría 
dado un gran paso en el sentido de la unidad penal. No he considerado 
prudente armonizar la redacción del proyecto de ley con esa aspiración, 
sino atenerme á la disparidad existente concretándolo al Código Penal. 
Si se sancionara la reforma de las leyes federales en el sentido indicado, 
la ley propuesta regiría igualmente, porque se trataría siempre de la aplica- 
sión del Código Penal. 
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De esa manera la eficacia de la nueva ley sería completa, 
no escapando á ella reincidente alguno. 

Con el objeto de facilitar lo dispuesto en el articulo 6"* del 
proyecto de ley, opino que el H. Congreso, debe reformar las 
disposiciones pertinentes del Código de Procedimientos en 
lo criminal, para la justicia federal y los tribunales ordinarios 
de la capital y territorios nacionales. 

Los artículos que deben reformarse son : el 271, el párra- 
fo 3°, inciso 4**, artículo 495, y el artículo 557. Las bases de 
la reforma, serían las siguientes : 

Art. 271, agregar : « ... cuyas impresiones digitales se 
tomarán con arreglo al sistema dactiloscópico ». 

Art. 495. Inciso 4**, párrafo 3**, agregar: «... expresando 
que ha cumplido con lo dispuesto por la ley número ... so- 
bre comprobación de la reincidencia » . 

Art. 557, agregar : ... « quien, asi que la sentencia haya 
pasado en autoridad de cosa juzgada, la comunicará en for- 
ma testimoniada al archivo criminal de reincidencia, con 
arreglo á lo dispuesto por la ley número . .. ». 

Considero inoficioso discutir la necesidad de esos adita- 
mentos, que tienden á cumplir con lo dispuesto por la ley 
propuesta, y que le darán toda su eficacia, por cuanto las 
provincias tienen sus leyes procesales calcadas sobre las vi- 
gentes en la capital, de modo que la reforma de éstas facili- 
tará grandemente la de aquéllas. 

No he creído deber incluirla autorización al P. E. para 
canjear los datos del archivo criminal con los simila- 
res de otras naciones, por lo menos respecto de los ciu- 
dadanos de cada país. No serán quizá muchos los argen- 
tinos delincuentes que vayan al extranjero á infringir las 
leyes penales; en cambio, sí, están en gran número los cri- 



— 172 — 

mínales extranjeros que vienen aquí á delinquir (1). Es indu- 
dable que convendría conocer ios antecedentes de esta cate- 
goría de delincuentes y determinar su eficacia jurídica ante 
nuestros tribunales. En caso que á tanto no se llegara, 
podría también convenir ese intercambio de comunicaciones, 
siquiera como defensa interna contra la inmigración de 
criminales peligrosos (2). 

Pero creo que esto deberá, en todo caso, ser materia de 
tratados especiales, y entonces será menester someterlos á la 
aprobación del H . Congreso. Si sólo se llegara á celebrar 
convenciones diplomáticas para facilitar la acción de las poli- 
cías respectivas, escaparía esa medida al interés de la justicia 
en la comprobación de la reincidencia. 

La sanción de la nueva ley es indispensable, si no ha de 
quedar ilusoria la proyectada reforma del Código Penal 
— hoy pendiente de la discusión ante el H. Senado — en 
la parte relativa á la deportación de reincidentes (3). El 

(1) No menciono la facultad, para el gobierno, de pedir administrativa- 
niciite ai archico criminal informe si el que debe ser nombrado para un 
empleo, tiene ó no antecedentes. Las leyes francesas de 1899 y 1900 obligan 
ai gobierno á practicar esa indagación previa, porque presuponen que la ad- 
ministración sólo debe tener á su servicio un personal sin mancha. 

Paréceme que el principio de la clandestinidad, ó sea la reserva del archioo 
criminad sólo debe sufrir dos excepciones : una, los informes judiciales re- 
queridos ; otra, los solicitados por el gobierno, sea para comprobar la limpieza 
de antecedentes de su personal, sea para el canje de análogo servicio con 
otros países. El público no debe imponerse de dichas planillas, por más duro 
que parezca á los hombres honrados no tener cómo conocer álos facinerosos. 

(2) La ley francesa, de agosto 5 de 1899, en sus art. 1, § 1 y 7, n» 3, obliga 
á inscribir, en las planillas de filiación, las condenaciones obtenidas en países 
extranjeros. Actualmente — conf. circular ministerial : Paris, diciembre 15 
de 1899 — el canje de planillas se efectúa en Francia con las naciones siguien- 
tes : Austria, Bélgica, Italia, Portugal, Suiza, parte de Alemania (Alsacia-Lore- 
na. Badén, Baviera) y Luxemburgo ; además, con el Perú. 

(3) El artículo 11 del proyecto tiene un alcance fundamental. Dice así : 
« La pena de deportación consistirá en la relegación por tiempo indetermi- 
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mismo miembro informante (1) reconoció en la H. Cáma- 
ra, que <i la aplicación de esa pena exigirá la formación de 

nado en una isla que designará el P. E. La pena de deportación lleva 
consigo la inhabilitación absoluta. Los deportados estarán sujetos : á la 
vigilancia de la autoridad ; á observar las reglas de inspección que fije la 
sentencia; á adoptar oficio, arte, industria ó profesión. El deportado que 
justificare haber observado buena conducta durante 15 años, obtendrá 
la exoneración de la pena. La pena de deportación será impuesta como ac- 
cesoria de la última condena, cuando concurran las condenaciones siguien- 
tes : a) dos condenaciones á presidio temporal ; b) una condenación á pre- 
sidio y una á penitenciaria ; cjtres condenaciones á penitenciaria ; d) cuatro 
condenaciones, de las cuales una sea á presidio ; ej cinco condenaciones, 
de las cuales una sea á penitenciaria ;/) seis condenaciones á penas infe- 
riores á las de presidio ó penitenciaría, siempre que fuesen corporales. » El 
alcance de esa pena accesoria, lo expresaba claramente uno de los diputa- 
dos: « Kl estado que quisiera realmente protegerse, apenas encontrara á estos 
individuos en el caso de reincidencia, que demuestra que son irresponsa- 
bles, debería suprimirlos... Yo desearía que no volvieran, porque lo que 
corresponde en estricto criterio científico, es eliminarlos cuanto más pronto 
sea posible de la sociedad en que están causando el mal. » Creo ver en estas 
palabras la expresión del neo-positivismo en criminología : « El criminal, en 
ciertos casos, — dice R. db la Grasserie, Des principes sociúlogiques de la 
criminologie (1901), —debe ser asimilado á una bestia feroz ó inmunda, á la 
que uno aplasta... Es preciso buscar los medios prácticos para impedirla re- 
petición del crimen. Entre esos medios, la eliminación del criminal es el 
más sencillo, aun cuando sea á veces inhumano, y siempre costoso cuando 
se lleva á cabo por la aplicación de una secuestración perpetua... » Y, sin 
embargo, un jurista grave y sesudo, estudiando esa tendencia peligrosa de. 
combatir la reincidencia por el terror, que aconseja recurrir á los procedi- 
mientos de eliminación preconizados por ciertos criminologistas de la escue- 
la italiana, observa con razón : « el estadista que restableciera, aun cambian- 
do la forma, un conjunto de penalidades excesivas, un sistema análogo al 
que deshicieron con sus críticas y sus sarcasmos los filósofos del siglo xviii, 
fracasaría lamentablemente en su tentativa y provocaría una explosión ge- 
neral de simpatía por los condenados. Al pretender armar á la sociedad de 
pies á cabeza, la desarmaría. II s'agit moins de Jrapper Jort que de frapper 
juste. » Conf. A. Desjardins, en introducción á Bassia, La recidive (1896). 
Adde : L. André, La récidioe (1892). Temo que si la reforma argentina es 
votada en la forma actual del artículo 11, la cuestión de la reincidencia y 
de su comprobación se tornen especialmente delicadas por la gravedad de 
la pena : razón de más para evitar á la justicia errores posibles, concu- 
rriendo, cuanto antes, á que se formen los « registros de reincidencia », 
y esto es precisamente el objeto del archioo criminal de reincidentes. 

(1) Diputado Argerich : sesión de septiembre 8 de 1900. 
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registros de reincidencia ». Precisamente es ese el objeto 
que se propone el proyecto que aconseja este informe. Sin su 
sanción, sin solucionar previamente el problema de la com- 
probación de la reincidencia, es- absolutamente inoficioso 
legislar sobre deportación, y basarla en el número de conde- 
naciones anteriores. Registrar éstas y averiguar si corres- 
ponden al delincuente que se juzga, es paso previo para saber 
si debe ó no aplicársele la pena de deportación. Á nadie escapa 
la necesidad de esta reforma para combatir la reincidencia : 
de ah) que todos deban estar de acuerdo en lo necesario que 
es poderla comprobar con exactitud. 

La reglamentación de la ley aconsejada es puramente del 
resorte administrativo, como la organización del personal que 
debe tener á su cargo dicho archivo, las funciones que cada 
empleado debe desempeñar, la mejor manera de catalogar su 
archivo de sentencias; el funcionamiento del sistema dactilos- 
cópico, los procedimientos que se adopten y la explicación 
técnica de cómo se clasifican las fichas de identificación, cómo 
se interpretan y cómo se manejan. Todo esto sale de los lími- 
tes del presente informe (1), que se ha propuesto sólo, demos- 
trada la importancia de la cuestión de la reincidencia y del 



(1) Por ello he omitido irisiauar siquiera las aplicaciones fecundas de que 
puede ser objeto el sistema dactiloscópico. Si se agregaran las impresiones 
digitales del interesado á continuación de las actas de las partidas de na- 
cimiento, matrimonio y defunción, los actos de la vida civil estarían á cu- 
bierto de toda la serie numerosa de cuestiones relativas á la identidad de 
las personas. Si se resolviera el eterno problema de la pureza del sufragio 
electoral, estableciendo un registro cívico permanente, como función del 
registro civil común y con su libreta munida de los casilleros necesarios 
para que en ellos la mesa escrutadora estampara el sello de la elección en 
que tome parte el interesado, la identidad de éste estaría salvaguardada con 
la previa estampa de sus impresiones digitales en los libros matrices de la 
oficina respectiva. Y, como en estos casos, en infinitos otros la aplicación del 
sistema resolvería problemas que hoy pasan por insolubles. 
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problema de su comprobación, encontrar cuál es la solución 
que debe adoptarse y cómo debe implantarse en la república. 

Creyendo haber asi llenado el honroso encargo que tuvo á 
bien conferirme el señor Ministro, — habilitándome de esa 
manera para contribuir, siquiera sea en pequeñísima parte, á 
prestar un verdadero servicio á nuestra patria, — me felici- 
taría de que las ideas expuestas sirvieran á provocar el examen 
de la cuestión, y á que el H. Congreso dictara, en un sentido 
ó en otro, una ley que pusiera límite cuanto antes á la anar- 
quía y á las deficiencias actuales en la materia, procurando 
al país una reforma por la que clama en vano la justicia. 

Saludo á V. E. con mi consideración más distinguida. 



Ernesto Quesada. 




Proyecto de ley de comprobación 

de reincidencias 



El Senado y Cámara de Diputados de la Nación 
Argentina, reunidos en Congreso^ sancionan con 
fuerza de ley : 

Artículo 1°. — Créase en la Capital de la República, 
y como dependencia del Ministerio de Justicia, el 
Archivo Criminal de reincidentes , con el objeto de 
hacer efectiva la unidad territorial de la legislación pe- 
nal relativa á la reincidencia . 

Art. 2^. — Todo tribunal ó juez, de cualquier juris- 
dicción que fuere, y que, aplicando el Código Penal , 
dictare sentencia condenatoria definitiva — fuera ésta 
consentida ó, en cualquier forma, pasara en autoridad 
de cosa juzgada, — remitirá inmediatamente al Ar- 
chivo Criminal una copia testimoniada de la sen- 
tencia dictada. 

Art. 3°. — En cualquier proceso en que fuere me- 
nester aplicar el Código Penal, los jueces respectivos 
solicitarán del Archivo Criminal informes sobre los 
antecedentes del reo, antes de dictar sentencia defi- 
nitiva. 

Art. 4"". — El Archivo Criminal remitirá sin de- 
mora dichos antecedentes al juez oficiante : pero limi- 
tándose á especificar lugar, fecha y juez de la sentencia, 
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clase de delito, y tiempo ó monto de la pena. Si no 
hubiera antecedentes, así lo hará saber. 

Art. 5°. — Los informes á que se refieren los artí- 
culos 3° y 4** serán recibidos y expedidos en forma de 
correspondencia certificada, á fin de que conste fecha 
cierta en cada caso. Si el Archivo Cr^iminal no 
evacuara el informe solicitado dentro de las 48 horas, 
sufrirá el director del mismo una pena pecuniaria de 
diez (10) pesos por cada vez. Si á las 48 horas de llega- 
do el correo de retorno al lugar del juzgado, no se 
hubiere recibido el informe solicitado, la sentencia se 
dictará prescindiendo de aquél, de modo que en caso 
alguno pueda sufrir demora por la negligencia eventual 
del Archivo Criminal. 

Art. 6°. — Las leyes procesales locales establecerán la 
fuerza probatoria que debe asignarse á tales informes, 
para lo cual el Poder Ejecutivo invitará sin demora á 
los respectivos gobiernos, á fin de que dicten las dispo- 
siciones necesarias con el objeto de armonizar aquellas 
leyes con la presente, que se considera incorporada al 
Código Penal. Mientras esto sucede, y en el silencio de 
la ley, los jueces solicitarán, en mérito de cada informe, 
directamente testimonio en forma del juez de la sen- 
tencia. 

Art. 7°. — Al remitir los testimonios á que se refiere el 
artículo 2°, los jueces acompañarán, por separado, la fi- 
liación del ó de los reos, tanto la suministrada por éstos 
al prestar declaración indagatoria, como la que proven- 
ga de los departamentos de policía respectivos. Estas 
filiaciones, en planilla especial, serán formuladas con 
arreglo al sistema de identificación en uso en cada lu- 
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gar, fuere el del método de Bertillon, el de las señales 
particulares ó el tradicionalmente usado de nombre, 
edad, profesión y otros datos similares. Pero, con el 
objeto de facilitar la clasificación é identificación, ven- 
drán acompañadas suplementariamente de una ficha 
conteniendo las impresiones digitales de ambas manos 
de los reos: para esto, el Archivo Criminal enviará 
oportunamente modelos á todas las administraciones de 
justicia de la República, y las instrucciones del caso, á 
fin de uniformar aquellas fichas. 

Art. 8"^. — Las fichas de impresiones digitales serán 
clasificadas en una sección especial, con arreglo al siste- 
ma dactiloscópico, y servirán así de índice para com- 
pletar el archivo de sentencias. 

Art. 9"^. — Los jueces que soliciten los informes á que 
se refiere el artículo S"" se limitarán á acompañar la fi- 
cha de las impresiones digitales del respectivo procesa- 
do. El Archivo Criminal controlará en el acto si existe 
ya otra igual, y, en este caso, remitirá el informe orde- 
nado por el artículo 4''. 

Art. 10"^. — Esta ley entrará en vigencia el día 1° de 
enero de 1902 para recibir los testimonios de senten- 
cias, y el día 1° de julio del mismo año, para los pedi- 
dos de informes. 

Art. ll"". — El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley, 
dictando las disposiciones detalladas relativas á organi- 
zación del archivo, sistema de clasificación, y funciona- 
miento del personal. 

Art. 12°. — Comuniqúese, etc. 
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Proyecto de ley complementario 



El Senado y la Cantar a, etc. 

Art. V. — Quedan reformados los artículos 271 ; 495 , 
inciso 4% párrafo 3° ; y 557 del Código de Procedimien- 
tos en materia penal, vigente en los asuntos criminales 
pertenecientes al fuero federal y en los tribunales ordi- 
narios de la Capital y de los territorios nacionales, en 
los siguientes términos : 

(( Art. 271. Á fin de que puedan servir como prue- 
ba de identidad, se liarán constar con la minuciosidad 
posible las señas personales del procesado, cuyas im- 
presiones digitales se tomarán con arreglo al sistema 
dactiloscópico. 

(( Art. 495, inciso 4", párrafo 3°. La calificación le- 
gal de las circunstancias atenuantes y agravantes, con 
la expresa manifestación de haber dado cumplimiento 
á lo dispuesto por la ley de comprobación de reinciden- 
cias. 

«Art. 557. La ejecución de las sentencias corres- 
ponde al juez que haya conocido en el juicio de prime- 
ra sentencia ; quien, así que la sentencia haya pasado 
en autoridad de cosa juzgada, la comunicará en forma 
testimoniada al A rcAíüo Criminal de reincideníes^ con 
arreglo á lo dispuesto por la ley de la materia » . 

Art. 2° — Comuniqúese, etc. 



APÉNDICE 



A fln de hacer resaltar gráficamente la diferencia entre los sistemas antro- 
pométrico y dactiloscópico, se acompañan la reproducción de las flchas refe- 
rentes á una misma persona. Se vé que la del bertillonage requiere un 
trabajo minucioso y delicado ; la del dactiloscópico es una simple operación 
mecánica. Cada flcha lleva al dorso las indicaciones necesarias de la filia- 
ción común y de los antecedentes del interesado ; se ha omitido su reproduc- 
ción, por no conceptuarlo indispensable. 
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SISTEMA ANTROPOMÉTRICO 



He preferido reproducir el modelo de la oficina de La Plata, por cuanto 
me era forzoso hacerlo con el del sistema dactiloscópico, allí en uso. La 
tarjeta es de 0.16 centímetros de largo por 0.13 de ancho, y tiene, en lo esen- 
cial — pues las demás indicaciones son variables según la localidad — los 
siguientes membretes, que van acompañados de las medidas tomadas preci- 
samente á la misma persona, cuyas impresiones digitales se reproducen en 
la lámina de la página siguiente. 



OFICINA Dfi IDENTIFICACIÓN DE LA PLATA 

Altura 1"790 

Braz. est 1.860 

Busto 0.948 

Part 

i ancho . 160 

^ • j V. C largo 0.074 

Oreía derecha ] ° 

( parts 

Largo : 

pie izq 0. 275 

medio izq 0.125 

auric. izq 0.097 

ant. br. izq 0.495 

í z. cent an (anaranjado) 

Color del iris izq. / id. est cerd (verdoso) 

( part ¿r¿z (irizado) 

Edad 42 años 

Nacido Capital Federal 

en 1858 

Pres 



N' 



Todas las indicaciones anteriores, gracias á las abreviaturas, están conte- 
nidas en cinco columnas paralelas, en la parte superior de la ficha antropo- 
métrica. La parte central contiene la doble fotografía de la persona : de 
frente y de perfil. La parte inferior, tiene las indicaciones siguientes : 
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Nariz ond, lev. (ondulada, levantada) 

Barba negr, can, (negra canosa) 

Cabello id. id. 

Fecha mayo 2 de 1901 

Color blanco 

En el reverso hay una serie de indicaciones que sirven á los fines de 
a registro civil de la delincuencia ». Como datos indioiduales hay los siguieii- 
tes: nombre, sobrenombre y pseudónimos, hijo de... y de..., profesión» 
última residencia, papeles para establecer la identidad, estado civil, instruc- 
ción, sitio de la última detención, causa de la detención actual, condenas 
anteriores : su número. En seguida viene otra división, donde, bajo el título 
de señales particulares y cicatrices, se detallan las correspondientes á la 
persona identificada. En el caso á que se refiere este modelo, las indicacio- 
nes son : 

N* de orden ... 2 

Peq. cic. obl. int. t* fg. del meñ. car. dorsal. 
Peq. dej. de la 5" art. del meñ. 

Se vé, pues, que en el caso presente se han tomado diez medidas diver- 
sas, para lo cual ha sido preciso desvestirse por completo hasta la cintura y 
sacarse medias y botines. Se han anotado las tres particularidades del ojo, 
lo que exige una visión normalmente constituida en el operador. Se han 
tomado tres indicaciones más de filiación, y se han señalado dos señales 
especiales. Total: 18 indicaciones diversas. 

Tiempo empleado : 5 minutos. 



SISTMA DACTILOSCÓPICO 



OFICINA DE IDENTIFICACIÓN 

POLIClA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
LA PLATA-Capital 



SERIE 




SECCIÓN 
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OBSERVACIONES SOBRE LA FICHA DACTILOSCÓPICA 



La ficha anterior se clasifica de la siguiente manera. La serie (ó sea los 
dedos de la mano derecha) da este resultado pulgar . . . E; índice . . . 1 ; 
medio . . . 3 ; anular . . . 4 ; meñique ... 3. La sección (ó sea los dedos de la 
mano izquierda) los siguientes : pulgar . . . I ; índice . . . 2 ; medio . . . 2 ; 
anular . . . 2 ; meñique ... 2. 

La operación es mecánica. Dura 1 minuto. La clasificación no la hace el 
operador, sino el empleado del archivo, á fin de efectuar la rebusca. 

Con una buena tinta de imprenta, la impresión es indeleble. 
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